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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán; Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:



Adjunta copia del informe del señor Subsecretario de Previsión Social, que explica las razones por las que no fueron seleccionados los proyectos “La Casona de los Jóvenes” y “Ciudad Proyectos Limitada”, en el Tercer Concurso del Fondo de Educación Previsional, en respuesta a petición de antecedentes remitida en nombre del Senador señor Muñoz Aburto. 



Remite copia del informe de la señora Directora del Trabajo, que responde solicitud de información enviada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a fiscalizaciones efectuadas durante el último año a los supermercados Unimarc, sea que operen bajo esa denominación o con las razones sociales “Rendic Hermanos” o “SMU”.



Del señor Director del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo de la Región de Valparaíso:



Da a conocer, en atención a una solicitud de información cursada en nombre del Senador señor Cantero, el estado de avance del proceso de fiscalización del organismo técnico de capacitación Ingeniería y Capacitación RP Control Limitada (Asincap).



Del señor Presidente de la Comisión de Usuarios del Seguro de Cesantía:



Adjunta ejemplar del Décimo Informe Anual de esa Comisión, en cumplimiento de lo prescrito por el artículo 58 de la ley N° 19.728 que establece un seguro de desempleo.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



Segundos informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las subvenciones del Estado a los establecimientos educacionales (boletín Nº 8.070-04) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 1 y 2).


Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Protocolo de Modificación de la Convención relativa a la Organización Hidrográfica Internacional”, aprobado por resolución de 14 de abril de 2005, que se adoptó en Mónaco, en la III Conferencia Hidrográfica Internacional Extraordinaria de la Organización Hidrográfica Internacional (boletín Nº 8.214-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


Informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones recaído en el proyecto que modifica la ley N° 20.599, que regula la instalación de torres soporte de antenas emisoras (boletín N° 8.366-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento  recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Penal y tipifica como falta el ensuciar o provocar daños en playas, riberas de río, lagos y parques nacionales (boletín N° 8.179-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


Informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al profesor Massimo Tarenghi (boletín N° 8.455-07) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Quedan para tabla.
Proyecto de acuerdo



Del Honorable Senador señor Chahuán, con el que solicita a Su Excelencia el Presidente de la República el envío de una iniciativa legal que modifique la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, con el objeto de crear un servicio especializado de protección del patrimonio cultural (boletín N° S 1.508-12) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Permiso constitucional



Solicitud del Senador señor Hernán Larraín para ausentarse del territorio de la República a contar del 2 de septiembre próximo.



--Se accede.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:

1) Tratar en la sesión de hoy, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto signado en la tabla con el N° 3, esto es, el que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local.

 
La iniciativa se votará inmediatamente después del informe que entregará el Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


2) Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones, hasta el lunes 3 de septiembre próximo, a las 12, en la Secretaría de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, al proyecto que modifica la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, con el fin de imponer a los establecimientos educacionales el deber de impartir cursos para prevenir el consumo de drogas prohibidas. 

IV. ORDEN DEL DÍA

PUBLICACIÓN EN MEDIOS ELECTRÓNICOS DE ACTOS QUE REQUIERAN DIFUSIÓN NACIONAL, REGIONAL O LOCAL

El señor ESCALONA (Presidente).- Según lo acordado,  corresponde tratar, como si fuese de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en primer trámite constitucional e iniciado en mensaje, que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8314-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 19ª, en 22 de mayo de 2012.


Informe de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 41ª, en 14 de agosto de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme al acuerdo de Comités, el Senador señor Larraín (don Hernán), Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, rendirá el informe respectivo.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, agradezco ese acuerdo.



El proyecto, originado en mensaje, tiene por objetivo central  permitir que cada vez que la ley exige que una publicación se efectúe en diarios o periódicos de circulación nacional, regional, provincial o local, esta pueda hacerse a través de un medio electrónico.



En lo fundamental, hoy día existen numerosas publicaciones, ordenadas por diversos cuerpos legales, que se realizan por medios de prensa de distinto alcance: ya sea nacional -que cubre todo el territorio- o bien más circunscrito. Hay un sinnúmero de normativas que por diferentes motivos obligan a efectuar ese tipo de notificación.



Sin embargo, el avance de los medios tecnológicos ha permitido que lo anterior tenga una nueva dimensión y surja una nueva alternativa para la gente. Y se ha estimado conveniente promover el uso de medios electrónicos de comunicación, que son cada vez más accesibles para la población que los medios impresos, a fin de asegurar también una mayor cobertura. Además, permite a los ciudadanos disponer de la información de manera permanente, sin estar supeditado a los días de venta de una edición impresa o al número de ejemplares del respectivo medio escrito. 



El proyecto contempla registros de esas publicaciones, que quedan en forma indefinida y que cualquiera puede recurrir a ellas a través de mecanismos muy simples.



Por otra parte, se reducen significativamente los costos, tanto para quienes publican como para los que consultan las publicaciones.



El señor Ministro de Economía nos señaló -la iniciativa en debate corresponde a su Cartera- que la publicación de los reglamentos del SERNAC Financiero tuvieron para el Fisco un costo de 65 millones de pesos y que si ella se hubiese hecho a través de medios electrónicos este habría sido infinitamente menor. Por lo tanto, sumando y restando, para el Estado hay una disminución de gastos que en el tiempo puede ser muy significativa.



Asimismo, con el propósito de apoyar un desarrollo económico sustentable del país,  se propende a la racionalización del papel como medio de transmisión de información.



En definitiva, el contenido del proyecto persigue que, cada vez que el ordenamiento jurídico requiera que un acto o su extracto sean publicados en diarios o periódicos de circulación nacional, regional o local, el interesado pueda, alternativamente, hacerlo por medios electrónicos. Esto no obliga a un cambio legal, pues no se dice: “deberá hacerse por un medio electrónico”, sino que se abre la posibilidad de adoptar, según sea la necesidad, la mejor decisión.



Se establece, además, que las publicaciones electrónicas se mantendrán disponibles para el público en el sitio electrónico del respectivo medio durante un año, y vencido este plazo, se enviará el respectivo soporte electrónico a la Biblioteca Nacional para su archivo y custodia. A su vez, se faculta a esta para entregar copias autorizadas gratuitas a quien las solicite. Esto es lo que permite precisamente mantener vigente en forma indefinida tal mecanismo, a diferencia de lo que ocurre con los medios impresos.



La Comisión, por supuesto, valoró las motivaciones de la iniciativa en comento, aun cuando advirtió que ella importaba un cambio de envergadura, porque significaba dejar atrás el respaldo físico tradicional que representa una publicación en papel. 



Hay, sin lugar a dudas, un cambio tecnológico pero también uno de hábitos. 



El papel tiene ventaja en cuanto a su concreción, a su alcance físico. Las publicaciones en medios electrónicos son virtuales, y por eso generan cierta incertidumbre.



De ahí que, a través del apoyo de la Biblioteca del Congreso Nacional y de un conjunto de académicos que nos dieron a conocer su parecer desde distintas perspectivas: del Derecho Administrativo, del Derecho Procesal, del impacto que esta materia iba a tener también en el Derecho Informático, de la coordinación de esta normativa con otra legislación sobre medios electrónicos, logramos esclarecer una cantidad importante de antecedentes que nos permitieron llegar a conclusiones positivas. 



Sin embargo, al mismo tiempo, le hicimos presente al Ejecutivo la voluntad de la Comisión en orden a que muchos asuntos que se fueron conociendo en el debate de este proyecto pudieran ser asumidos por él mediante indicaciones que deberían ser analizadas en la discusión en particular, dado que se trata de materias relacionadas con la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.



Por lo tanto, la Comisión pudo identificar y consensuar con el Ejecutivo esos aspectos, de los cuales se da cuenta en el informe, tales como la seguridad del sitio electrónico, que quizás es uno de los puntos más relevantes; la gratuidad de las publicaciones; el asegurar el envío de todas ellas a la Biblioteca Nacional, de manera de contar con el seguimiento y el registro de la información; el período de su publicación; la posibilidad de que esta sea indexable, entre otras consideraciones.



Adicionalmente, planteamos -porque no lo incluyó el Ejecutivo- la necesidad de que tal opción se extienda también a las publicaciones que las leyes obligan a que se efectúen en el Diario Oficial, como ciertos avisos o notificaciones. Nos parece que eso es esencial porque sigue la misma lógica que se exige para publicaciones que se llevan a cabo en medios de prensa de distinta naturaleza.



En atención a todos esos antecedentes, a los beneficios que el mecanismo propuesto implica y al compromiso del Ejecutivo de cautelar aquellos aspectos que a la Comisión le parecieron más complejos o en los que habría algunos riesgos, ciertas incertidumbres -como mencionaba, la seguridad electrónica, entre otros puntos-, la Comisión aprobó este proyecto. 



Nos parece que la utilización del referido sistema constituye un avance muy significativo; simplifica los medios de publicación; reduce los costos; incorpora la tecnología en nuestro modo de trabajo a nivel nacional. 



Por lo tanto, la Comisión recomienda aprobar la iniciativa, teniendo presente sí que el Ejecutivo ha comprometido indicaciones, las cuales esperamos que se concreten en la discusión particular y permitan una legislación que no dé lugar a inquietudes, dudas o incertidumbres.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación la iniciativa.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier, para fundamentar su voto.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, yo escucho juicios de modernidad respecto de la publicación en los diarios electrónicos; que ello significa un avance; que el Ejecutivo va a presentar indicaciones. Y, por tanto, no entiendo por qué el proyecto está con “suma” urgencia.



Si esta materia será objeto de indicaciones, ¿por qué este debate tan acelerado? 



Esa es mi primera interrogante.



No obstante, más allá de eso, si he entendido bien, lo que se está haciendo con la iniciativa es debilitando cualquier posibilidad de los medios regionales de contar con un mecanismo de publicación en un país donde la publicidad se halla tremendamente centralizada en agencias, en dos grandes grupos comunicacionales, como son las cadenas de “El Mercurio” y Copesa.



 Lo que se terminará haciendo con esta normativa -quizás, sin querer queriendo- será destruir y quitarle el financiamiento a los diarios independientes de Regiones.



Tengo serias reservas sobre el particular.



Esto que suena como algo positivo no siento que sea así. Pienso que no todo el mundo tiene acceso a diarios electrónicos; que estos se hallan tremendamente atomizados. 



El discutir esta materia en forma muy acelerada, sin la suficiente reflexión, acerca de algo que parece tremendamente modernizador, puede terminar por debilitar y destruir a muchos medios de comunicación  escritos de las Regiones.



La verdad es que hemos visto cómo en diversas Regiones del país aparecen diarios electrónicos -y no quiero ser ofensivo al respecto-, pero evidentemente de distinta calidad. Uno mismo puede armar su propio diario y terminar publicando en él a la larga. Hay varias formas de disimular.



Entonces, señor Presidente, me surge cierta duda sobre el particular, porque no me queda claro que sea algo positivo. Yo hubiese preferido -y excúsenme por no haberlo planteado antes- una segunda discusión. Me habría encantado escuchar a la Asociación de Periodistas y a los dueños de medios de comunicación escritos de las Regiones referirse al alcance de este proyecto. Pero usted ya lo puso en votación. 



Por lo anterior, porque creo que la normativa va a tener efectos secundarios desastrosos para los diarios de Regiones y porque, en realidad, no se ha reflexionado bien acerca de cómo concluirá este proceso, voto en contra.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, yo aprobé la idea de que el proyecto se discutiera como si fuera de Fácil Despacho. Y pienso que debería ser tratado así, puesto que ha sido largamente esperado por la ciudadanía, porque se traduce en economía de tiempo, en ahorro de recursos y en la eliminación de una barrera para todos quienes están limitados en cuanto a iniciar o emprender actividades, formar sociedades, o deben cumplir con las exigencias que les impone la legislación, esto es, realizar las publicaciones respectivas con el objeto de que otros se enteren.



Ciertamente, hoy día los medios electrónicos están pasando a ser también un instrumento muy masivo de información y de conocimientos. Y no me parece adecuado que el Fisco recaude dinero castigando a quienes tienen que cumplir con una disposición legal o con la obligación de efectuar un trámite para iniciar una actividad.



El proyecto de ley que nos ocupa tiene por finalidad terminar con el modo de hacer recaudación fiscal cuando se cumple con un trámite determinado. Y lo votaré con entusiasmo, pues no solamente implica ahorro de tiempo y de recursos, sino que hace justicia tributaria, porque la que existe actualmente no es la mejor manera de castigar a las personas que deben acatar un requerimiento de la ley.



Ahora bien, con respecto a lo que dijo un señor Senador de que la iniciativa podría alterar el financiamiento de algún medio regional, creo que nunca el requisito de publicación se estableció para financiar un medio de comunicación. Ello se hizo con el objeto de obtener información acerca de qué ocurre cuando alguien altera o modifica alguna sociedad, por ejemplo. Pero su propósito no es el financiamiento de medios de comunicación regionales. Si queremos en verdad financiarlos, entonces insistamos en un proyecto que tenga que ver con eso. Estoy de acuerdo en que requieren apoyo. Sin embargo, como señalé, no es la mejor forma de respaldarlos castigando a quienes deben cumplir con la legislación.



En consecuencia, voto a favor. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín, para fundamentar su voto.

El señor LARRAÍN.- Seré muy breve, señor Presidente, porque no quiero extender la votación.



Primero, para aclarar la inquietud que expresó un colega, debo manifestar (ya lo señaló el Senador Tuma) que las obligaciones legales a que se refiere este proyecto no se impusieron para financiar los medios de comunicación escritos u otros, sino para cumplir un fin de publicidad.



En seguida, no se trata de medios cualesquiera, sino de aquellos que cumplen los requisitos legales establecidos para la tenencia de medios electrónicos, los cuales son bastante exigentes. Desde luego, se plantean a lo menos cuatro días de periodicidad en la semana, más otra serie de requerimientos que implican que esos medios sean mucho más accesibles que los locales, los que habrán de asumir tal realidad.



Hoy algunos periódicos electrónicos ya cumplen los requisitos impuestos. Por ejemplo, “El Mostrador” y “Terra”, que dan absoluta garantía. Y la Comisión efectuó una evaluación al respecto.



Por lo tanto, creo que los temores que pudieran abrigarse responden a fantasmas del pasado y no al entusiasmo del futuro, el cual debería llevarnos a aprobar la legislación en proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, no iba a intervenir (el colega Girardi me dice que la materia es apasionante), pues entiendo que se va a aprobar este proyecto, cuya importancia es evidente.



Mi único consejo -con la venía de la Mesa- al Ministro de Economía, aquí presente, es que tratándose de los avisos para compras públicas se proceda de manera similar a como se hace en el caso de las notificaciones legales a que se refiere la iniciativa en debate.



Como hay que publicitar, sobre todo en el caso de las licitaciones, y muchas veces deben usarse medios de carácter nacional, se tiende a concentrar el avisaje en las dos principales cadenas periodísticas de nuestro país. Y eso significa que los medios regionales, por su menor tamaño, nunca tengan posibilidad de calificar para adjudicarse los avisos de las compras públicas.



Desde ese punto de vista, tal vez sería más inteligente lo siguiente: que toda la publicidad se realice vía electrónica y que lo que se ahorra en virtud del menor costo vaya al Fondo de Fomento de Medios Regionales, que hoy tiene un presupuesto escuálido: un millón y fracción de dólares (500 millones de pesos). Y, tratándose de recursos concursables, sí podrían postular medios regionales escritos de menor tamaño. O sea, se generaría un impacto mayor y se estimularía a medios de aquella índole, que tienen alternativas para trabajo audiovisual, etcétera.



No hay que olvidar que la publicidad es para maximizar el uso de recursos del Estado y no para financiar medios. Este es un efecto colateral, una externalidad que se genera. Pero como concentran aquella básicamente “El Mercurio” y Copesa, la idea es sacarla de allí, ponerla en los medios electrónicos y lo que se ahorre -ese es el compromiso- colocarlo en el Fondo de Fomento de Medios Regionales, que es bueno, exitoso. Así podríamos tener siete mil a ocho mil millones de pesos, solo para aquellos efectos, en un fondo regional de verdad, que podríamos dividir entre medios escritos, electrónicos, audiovisuales, etcétera.



Voy a apoyar la ley en proyecto, señor Presidente.



Ojalá que la propuesta formulada no caiga en el vacío, señor Ministro. Vea la posibilidad de considerarla.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Este tipo de iniciativas son muy relevantes, señor Presidente. Y creo que nosotros estamos en deuda.



Nuestro país tuvo un salto adelante al inicio de los años 2000, durante la Administración del Presidente Lagos, en la idea del gobierno electrónico, que democratiza las comunicaciones, que les permite a los ciudadanos ser actores y protagonistas en la relación con el gobierno central, o con los gobiernos regionales, o con los municipios.



Eso está pendiente.



Chile ha avanzado. Fuimos de las primeras naciones en tener una Ley de Neutralidad, la que revistió gran importancia. Fuimos pioneros a nivel mundial y somos un caso ejemplar. Pero todavía queda mucho por hacer en la materia.



En el proyecto sobre farmacias de que soy autor establecimos la receta médica electrónica. Y hay que ir avanzando en todos los planos.



Por ejemplo, hoy día tenemos el siguiente problema: respecto de las consultas médicas en los hospitales, cerca de 20 por ciento de las horas se pierden porque los pacientes no tienen cómo acreditar que van a ir.



Debiera existir un sistema digital para todas las acciones interactivas, para la entrega de exámenes, en fin.



Se hallan pendientes, pues, un gran salto adelante; un enorme proceso democratizador; una posibilidad de generar cierta dimensión cara a cara entre los ciudadanos y las instituciones del Estado, particularmente las que prestan servicios fundamentales.



Ya que están aquí los Ministros de Economía y de Hacienda, debo puntualizar que aquello debe verse sobre todo en materia presupuestaria. Y sería muy importante que pudiéramos favorecerlo, pues va en directo beneficio de la gente.



Por consiguiente, hemos de avanzar mucho más rápida y profundamente hacia la modernización del Estado y de la sociedad chilena, la que cada vez más debe pasar desde la visión jerárquica piramidal, de arriba abajo, a un proceso más colaborativo, interconectado, de abajo arriba, que es fundamental para la democracia; para apoyar a los movimientos que están emergiendo en la comunidad a los efectos de plantear sus demandas (el estudiantil y otros), los cuales, gracias a las nuevas tecnologías, pueden expresar sus opiniones y hacer que el país avance hacia una sociedad más equitativa y más democrática.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (29 votos a favor, 2 votos en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 



Votaron por la negativa los señores Letelier y Muñoz Aburto.


Se abstuvo el señor Frei (don Eduardo).
El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde fijar plazo para presentar indicaciones.



¿Alguna proposición, Senador señor Larraín?

El señor LARRAÍN.- Septiembre es un mes complejo, señor Presidente. Podríamos fijar el 1º de octubre.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si nos guiáramos por la “suma” urgencia del proyecto, deberíamos establecer un plazo más breve.

El señor LARRAÍN.- Entonces, el 10 de septiembre.

El señor ESCALONA (Presidente).- 10 de septiembre, a las 12.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sería necesario pedir el retiro de la urgencia.

El señor ESCALONA (Presidente).- Esperamos que el Ejecutivo nos haga llegar el retiro de la urgencia, en todo caso. Me parece enteramente obvio.

EXIGENCIA DE MAYORÍA DE ACCIONISTAS MINORITARIOS DE SOCIEDADES ANÓNIMAS ABIERTAS PARA APORTES NO CONSISTENTES EN DINERO HECHOS POR CONTROLADOR 

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Pizarro, en primer trámite constitucional y con informe de la Comisión de Hacienda, que modifica la ley Nº 18.046 para exigir que en las sociedades anónimas abiertas los aportes de capital no consistentes en dinero realizados por el controlador sean aprobados por la mayoría de los accionistas minoritarios (Véase en los Anexos, documento 8).

--Los antecedentes sobre el proyecto (8480-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Pizarro):


En primer trámite, sesión 38ª, en 1 de agosto de 2012.


Informes de Comisión:


Certificado de la Comisión de Hacienda: sesión 40ª, en 8 de agosto de 2012.


Hacienda: sesión 43ª, en 28 de agosto de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de esta iniciativa es exigir que en las sociedades anónimas abiertas los aportes de capital no consistentes en dinero efectuados por el controlador cuenten con la aprobación de la mayoría de los accionistas minoritarios.



La Comisión de Hacienda discutió este proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por tres votos a favor (Senadores señora Rincón y señores Frei y Lagos) y dos abstenciones (Senadores señora Von Baer y señor García).



El texto que se propone aprobar se consigna en el boletín comparado que se puso a disposición de Sus Señorías.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, este proyecto de ley, suscrito por los Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y quien habla, se planteó ante la necesidad de modificar la Ley de Sociedades Anónimas a propósito del caso Enersis-Endesa España y el aumento de capital propuesto por el controlador principal, que generó todo un debate y una situación -llamémosla así- pública en que se colocó en cuestión la forma como se sugirió ese incremento y, además, se alertó sobre los efectos extraordinariamente negativos que aquella medida podría provocar, sobre todo a los trabajadores que tienen sus fondos previsionales en las administradoras de fondos de pensiones.



¿Por qué se produjo el problema? Porque el controlador principal de Enersis planteó el aumento de capital mediante una operación en que hubo falta de transparencia; una anomalía clara en la manera como ellas se valoraban, y, asimismo, una discriminación respecto a los accionistas minoritarios, quienes quedaron en situación de indefensión absoluta, pues se los obligaba a concurrir al incremento en dinero, proporcionalmente, mientras el controlador principal lo hacía en especies, las que estaban sobrevaloradas y por completo fuera de los valores reales de mercado.



¿Cuál fue el objetivo perseguido?



Recuerdo que, a raíz del escándalo público suscitado, la Comisión de Trabajo citó a la Superintendencia de Previsión Social, y se hizo presente la necesidad de que existiera una posibilidad de expresión, garantizada en la propia norma, para las AFP -estas son accionistas minoritarias no solo en la sociedad en comento, sino también en muchas otras-, que, frente a situaciones análogas, quedan en total indefensión, lo que causa un daño patrimonial a todos los trabajadores afiliados a ellas.



Este no es el primer caso. Veníamos del escándalo de La Polar y de otras situaciones en que los minoritarios quedaron completamente indefensos.



Más allá de las intervenciones de la Superintendencia de Valores y Seguros, que después han generado un cuadro distinto en la forma de operar del controlador, a nosotros nos pareció fundamental entregar una señal pública de respaldo a los accionistas minoritarios y de advertencia a los controladores de todas las sociedades anónimas abiertas en el sentido de que no pueden, de manera unilateral, tomar decisiones que signifiquen ir en desmedro del patrimonio de aquellos.



Por eso, la Comisión de Trabajo acordó, por la unanimidad de sus miembros, presentar la moción que dio origen al proyecto en debate, que se vio en la Comisión de Hacienda y que, en términos muy sencillos, agrega al artículo 15 de la ley N° 18.046, de Sociedades Anónimas, un inciso que dice: “En las sociedades anónimas abiertas, los aportes no consistentes en dinero efectuados por el controlador deberán contar con la aprobación de la mayoría de los accionistas minoritarios.”.



Todos sabemos, señor Presidente, que las AFP pueden invertir en sociedades anónimas, pero con límites, y que ellas siempre van a ser accionistas minoritarios y que, por tanto, permanentemente van a estar supeditadas a lo que los controladores decidan a su propio arbitrio o a su amaño, como lo hizo en este caso Endesa, que más bien buscaba, al parecer, solucionar problemas de caja de la empresa en España, derivados de la crisis que se vive en Europa; pero ello, a costa de los trabajadores chilenos.



Esa es la razón por la cual nos parece que los accionistas minoritarios deben tener la posibilidad de expresar su opinión. Y si el negocio es bueno, si el aumento de capital se justifica, si los proyectos que determinan el incremento son importantes para mejorar el patrimonio de la empresa, no cabe duda de que van a concurrir a ellos, pero no de la forma como en esta oportunidad lo planteó, en toda la primera fase, el controlador principal de Enersis.



De más está decir que, producto de la reacción pública de repudio y de molestia ante la falta de transparencia evidenciada en la operación pertinente; del entredicho en que se colocó el funcionamiento del directorio de la empresa; del derecho de los accionistas minoritarios de las AFP a decir algo sobre medidas como la referida, se generó un cuadro distinto, que ha significado que el controlador principal empiece un proceso de negociación.



Más allá del caso puntual en comento, señor Presidente, este proyecto busca abrir la posibilidad de que, frente a aumentos de capital en que los aportes no consistan en dinero, los accionistas minoritarios den su opinión y el incremento tenga lugar únicamente si hay acuerdo mayoritario entre ellos.



La iniciativa fue discutida en la Comisión de Hacienda; se invitó a muchísima gente (concurrieron expertos de distintas reparticiones: del Ministerio de Hacienda, de la Superintendencia de Valores y Seguros; de los institutos que normalmente emiten su parecer sobre las distintas materias a que se aboca el Senado), y, en definitiva, ella fue aprobada por tres votos a favor y dos abstenciones, las que se explican, más que nada, porque en el momento del debate en aquella instancia legislativa se planteó también la conveniencia de que la Superintendencia de Valores y Seguros tomara algunas medidas -ya lo hizo- desde el punto de vista administrativo y en el ámbito de sus atribuciones.



En consecuencia, lo que estamos planteando sigue absolutamente vigente para cualquier situación similar que se registre, para no dejar indefensos a los accionistas minoritarios. En este caso específico, nuestro interés era resguardar los intereses patrimoniales de los trabajadores que tienen sus fondos en las AFP, las que, a su vez, invierten para obtener rentabilidades en este tipo de sociedades anónimas, donde siempre, por razones obvias y legales, van a ser accionistas minoritarios.



Esa es la razón por la cual le solicitamos a la Sala aprobar este proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay más inscritos.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, lo primero que llama a la reflexión es la circunstancia de que se pretenda resolver determinada situación mediante un proyecto destinado a hacer cambios legales. Y, tradicionalmente, eso ha significado problemas en la legislación y malas soluciones.



De hecho, entre la fecha en que se produjo el caso Enersis-Endesa y el día de hoy ha operado la institucionalidad de los organismos de control, con lo cual el riesgo que preocupaba a los Senadores que formularon esta iniciativa está bastante superado.



La forma que plantea este proyecto de ley para solucionar la situación en comento me parece muy negativa, porque puede generar muchos más problemas que beneficios.



Sin duda, en el desarrollo de la actividad económica de un país es conveniente que las sociedades se puedan abrir a la Bolsa; es bueno que muchas personas puedan invertir, y, por supuesto, es necesaria la protección a los accionistas minoritarios.



Sin embargo, una disposición  que les otorga a los accionistas minoritarios un derecho a veto -en este caso particular, ante el aporte en especies- puede inducir a que muchas sociedades decidan no abrirse a la Bolsa o a que sociedades que están abiertas a ella se cierren, situación que ha ocurrido en nuestro país.



Ahora, resulta bastante contradictorio reclamar contra la concentración del capital económico y al mismo tiempo aprobar normas que pueden impedir un mercado abierto y de mayor participación.



La Ley de Sociedades Anónimas contempla disposiciones para los aportes en especies y establece que ellos deben ser estimados por peritos y que la junta de accionistas tiene que aprobar dichos aportes y las estimaciones.



Por cierto, una mayoría puede pasar por encima del interés de la sociedad o de los minoritarios. Pero hay varias normas, aparte de su artículo 15, que exige que los aportes no consistentes en dinero deben ser estimados por peritos, protegen a los accionistas y a la sociedad.



En efecto, el artículo 41 establece la responsabilidad solidaria de los directores por los perjuicios que les causen. ¿Ello qué significa? Que si se adopta un acuerdo como el que se ha planteado en relación con el caso específico de que se trata y resulta ser lesivo para los primeros o para esta última, los que concurren a tomarlo son personal y solidariamente responsables de ello.



El artículo 42, por su parte, determina que los directores no podrán “adoptar políticas o decisiones que no tengan por fin el interés social”. La Superintendencia puede aplicar sanciones respecto de las entidades sometidas a su control.



A su vez, el artículo 50 bis expresa que las sociedades anónimas abiertas deberán designar al menos un director independiente y un comité de directores.



Diversos preceptos, entonces, tienden a proteger el buen manejo de las sociedades, el interés social y también, en consecuencia, a los accionistas minoritarios.



Es por eso que la reacción frente a un hecho puntual puede ser, a veces, un remedio peor que la enfermedad. En ese sentido, soy partidario de rechazar el proyecto o, al menos, de que se abra la posibilidad de conversar con sus autores para ver si existen otras fórmulas que resguarden de mejor manera el interés de los accionistas minoritarios.



Una opción es establecer, en las situaciones en que la mayoría pueda adoptar acuerdos que resulten ser perjudiciales -precisamente a raíz del aporte en especies-, el derecho a retiro, por ejemplo. De ese modo, no estamos entregando un veto que desvirtúa completamente la forma como se toman las resoluciones en las sociedades anónimas, sino contemplando un mecanismo que puede ser más eficaz para velar por el interés referido.



Sobre el particular, creo que la iniciativa, que fue presentada de una manera muy rápida en cuanto se conoció el problema que podía afectar a los accionistas de Enersis, no ha dado lugar a una opinión favorable de la Superintendencia de Valores o de una cantidad de otros organismos o instituciones que operan normalmente en el mercado.



Más que acoger o rechazar en este momento la idea de legislar, pido segunda discusión a fin de poder ver con los autores del proyecto si es posible aprobarlo sujeto a una solución más adecuada.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Hago presente que otros dos señores Senadores se encuentran inscritos para la primera discusión, salvo que quieran quedar para la sesión próxima.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Los Honorables señores García y Coloma van a mantener sus intervenciones?

El señor GARCÍA.- Sí, señor Presidente.

El señor COLOMA.- Así es.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer lugar, concuerdo con la solicitud de segunda discusión formulada por mi Honorable colega Novoa.



Deseo consignar que, desde mi punto de vista, lo obrado por Enersis ha sido claramente una transacción en extremo controvertida. Y estimo que las administradoras de fondos de pensiones reaccionaron muy bien y oportunamente al representar que la operación perjudicaba a estos últimos, en tanto investían la calidad de accionistas minoritarios. A mi juicio, ello derivó, además, en que toda la institucionalidad establecida y que se ha ido construyendo a través de distintas iniciativas de ley con el concurso del Congreso Nacional funcionó bien en esta ocasión y, lo que es más importante, a tiempo.



Eso no quita mi reprobación de la forma en que quiso actuar Enersis. Para mí, resulta reprochable.



Dicho lo anterior, señor Presidente, quisiera destacar que en una sociedad anónima es siempre deseable que los controladores puedan administrar su empresa. Si vamos impidiendo de alguna manera, a través de diversas modificaciones de la ley que rige a esas entidades, que la administración ejerza en plenitud sus funciones, con respeto, por supuesto, hacia los accionistas minoritarios, lo que hacemos finalmente es entrabarles los negocios, entrabarles la posibilidad de crecimiento.



En consecuencia, me parece que el principio que siempre tenemos que cuidar en este tipo de legislación es que los controladores administren y los minoritarios fiscalicen los negocios y las acciones que los primeros llevan a cabo.



Por otro lado, también es cierto, como lo exponía el Senador señor Novoa, que en nuestro país es una necesidad cada vez más patente el que un mayor número de empresas se transen en el mercado bursátil. En la medida en que vamos poniendo mayores dificultades a la administración por los controladores, es evidente que se hace más difícil que quieran abrirse a la bolsa, compartir la propiedad y que haya accionistas minoritarios, ir a juntas de accionistas, porque eso significa aceptar una injerencia, obviamente, en las decisiones económicas que se van adoptando.



Quiero recordar lo sucedido en La Polar, sin hacer de ninguna manera un símil con lo ocurrido en Enersis. Creo que en ese primer caso, tal como ha quedado claro a través de los procesos judiciales que se llevan adelante, estamos en presencia de delitos. Pero una de las razones que se señalaron de por qué había sucedido algo tan grave, incluida la reprogramación unilateral de créditos, fue precisamente la de que no existía un grupo controlador, un grupo mayoritario, y, en la práctica, alguien que mandara, que ordenara, que respondiera, que se hiciera responsable de la buena administración de los negocios.



Por eso, señor Presidente, pienso que tenemos que ser cuidadosos respecto de esta legislación. Estamos frente a un caso puntual -concuerdo con el Honorable señor Pizarro en que dice relación con una situación grave, más aún por afectar el ahorro previsional de nuestros trabajadores-, pero tenemos que cuidar mucho que el remedio sea adecuado, justo y no entrabe el funcionamiento de las empresas. Reitero, entonces, que me parece razonable lo planteado por el Senador señor Novoa.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quisiera hacer tres comentarios acerca del proyecto en estudio, presentado por un conjunto de parlamentarios.



El primero se relaciona con una cuestión de forma, pero que juzgo no menor, en cuanto a que la iniciativa carece de un informe y ha sido objeto de un certificado.



Comprendo que, de repente, ello puede obedecer a situaciones de emergencia, de rapidez.



Usted mismo, señor Presidente, lo ha solicitado a veces.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ya existe el informe, Su Señoría.

El señor COLOMA.- El que obra en nuestro poder es el certificado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Llegó así a la Sala la semana pasada.

El señor COLOMA.- Pero hay un certificado. Cuando se lee el texto a través de Internet -ahora me llega-, se advierte que se invitó a determinadas personas, sin explicarse en detalle lo que dijeron, lo cual es muy importante para estos efectos. A eso respondían mi comentario y mi referencia, porque es lo que aparece cuando se busca en el computador la historia de la iniciativa.



Pero se trata -repito- de un asunto de forma, que no tiene que ver con el de fondo. Simplemente quería hacer una reflexión al respecto.



En segundo lugar, creo que los Senadores señores Novoa y García han apuntado a algo muy central: el proyecto nació de una contingencia. No siempre son buenos los que se generan en esa forma. A veces, son necesarios. El que nos ocupa se vincula con una información que golpeó fuertemente a la opinión pública, la cual tuvo que ver con la intención de Enersis, filial de Endesa, de aumentar su capital en una suma muy importante: 8 mil 20 millones de dólares, a través de un aporte respecto del cual claramente no se establecían las mismas garantías para todos, cuestión que podía generarles un problema a las administradoras de fondos de pensiones.



¿Qué es lo importante del punto, señor Presidente? Y quiero subrayarlo. La iniciativa se planteó hace poco más de un mes sin saberse cómo iba a evolucionar el caso. Ahora es posible constatar que, afortunadamente, ello ha ocurrido en forma adecuada, ya que los organismos pertinentes generaron, o resoluciones, o peticiones, o prohibiciones en términos de que la operación no se podía verificar por existir una ley, una institucionalidad. Valga también decir que ello fue aprobado por el Congreso. No consideremos solo las cosas negativas. Había autoridades que tenían que dar el visto bueno y que no lo hicieron, pues entendían que no se cumplían las reglas para este tipo de transacciones, definidas específicamente en el ordenamiento legal.



Entonces, cuando legítimamente se señala: “Aquí hay un problema contingente, de modo que cabe presentar un proyecto”, pero se constata, por la vía de los hechos, que se cuenta con legislación suficiente para superarlo, es preciso tener la tranquilidad, por un lado, de que las cosas avanzan, de que la institucionalidad existe, y, por el otro, enfrentar la duda de si la iniciativa que aparecía tan urgente es o no importante y decisiva. Y pareciera que la cuestión se podría corregir mediante una fórmula distinta, por fortuna ya dispuesta.



Finalmente, me inquietan algunos aspectos respecto del asunto, que tienen que ver con el fondo del funcionamiento de las sociedades anónimas.



Primero, se invierte la lógica en la materia. Menciono a dichas entidades, pero es algo que opera igual en una junta de vecinos, en una comunidad, en muchas organizaciones con más de un dueño. Hago referencia a la pretensión de que los accionistas minoritarios le impongan sus decisiones a la mayoría, en determinadas condiciones.



Este principio, desde mi perspectiva, complica el funcionamiento de cualquier organización, porque si va a existir una especie de derecho a veto que hoy se puede aplicar respecto del aporte en especie, pero que el día de mañana puede decir relación con otro tipo de aportes o de acciones, se generará un desincentivo, obviamente -y aquí viene la cuestión-, para generar esta clase de sociedades.



Si uno analizara qué podría ocurrir con el funcionamiento práctico de la norma, cabría intuir que sucederían a lo menos tres cosas.



Por un lado, podría aumentar la emisión de títulos sin derecho a voto, los cuales existen. Es un efecto posible, obviamente, si se va a generar una suerte de veto para los accionistas minoritarios. Ello es legal, pero no me parece sano, desde la perspectiva del funcionamiento societario.



Un segundo efecto sería el desincentivo de las sociedades para abrirse a la bolsa con el objeto de obtener nuevo capital, al ver coartadas las posibilidades de administración.



Lo anterior va en contra de lo que hemos buscado muchas veces en el Congreso, que es generar la dispersión de la propiedad e intentar hacer de Chile un país de propietarios, que no se registren grandes concentraciones en el ámbito de que se trata, y que, al revés, exista una suerte de sociedad, tanto respecto de las administradoras de fondos de pensiones como de los ciudadanos, al tenerse parte de empresas, acciones o emprendimientos.



Entonces, cualquier elemento que vaya en sentido contrario, que desincentive, generará necesariamente concentración y menos opciones para invertir en este tipo de instrumentos, y quedaremos limitados simplemente a colocaciones periódicas en otros, mensuales o anuales, sin mediar una ampliación de la capacidad de los chilenos para ser propietarios. Creo que eso no apunta en la dirección correcta.



Y, por último, se podría formar una nueva categoría de accionistas que generen un veto de minoría y controlen la administración de las sociedades incluso por sobre la mayoría y el propio directorio.



En consecuencia, comprendo el interés de los parlamentarios que han suscrito una moción de esta naturaleza. Advertí el impacto registrado en su momento. Al igual que a muchos, me tocó exponer en forma pública los problemas que se observaban en el desarrollo de la operación. Pero si la cuestión se encauzó de buena manera, si puede generarse un desincentivo a la apertura de sociedades anónimas, si puede desarrollarse una forma de controlar y de tomar decisiones en la cual los vetos de minoría sean más importantes que los acuerdos de mayoría, resulta evidente que vamos a retroceder respecto de un mercado cuyo requisito obvio es ampliarse, diversificarse y dar lugar a un flujo de inversionistas cada vez mayor.



Por eso, señor Presidente, me parece que la petición de segunda discusión permitiría una reflexión más profunda y que apunta en el sentido correcto. Tal como se halla el texto, creo que este generaría al final más problemas que soluciones. Y si en determinadas circunstancias sería posible ejercer el derecho a retiro -es una opción que les he escuchado a algunos especialistas-, ello se podría incorporar de alguna manera en la iniciativa. Ojalá tuviera lugar una mayor consideración de la materia y que de ese modo se solucionase el inconveniente.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- La Secretaría me ha expresado que el informe se encuentra también digitalizado en los computadores.



--El proyecto queda para segunda discusión.

PERFECCIONAMIENTO DE LEGISLACIÓN TRIBUTARIA

Y FINANCIAMIENTO DE REFORMA EDUCACIONAL

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona la legislación tributaria y financia la reforma educacional, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”. La iniciativa se halla en segunda discusión.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8488-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 40ª, en 8 de agosto de 2012.


Informe de Comisión:


Hacienda: sesión 42ª, en 28 de agosto de 2012.


Discusión:



Sesión 42ª, en 28 de agosto de 2012 (queda para segunda discusión).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La relación se efectuó en la sesión especial de la mañana.



La Comisión rechazó la idea de legislar por tres votos contra dos. Se pronunciaron a favor los Senadores señores García y Novoa, y lo hicieron en contra los Honorables señora Rincón y señores Frei y Lagos.



El texto aprobado por la Cámara de Diputados se transcribe en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Debo puntualizar, sobre la base de la solicitud de segunda discusión formulada en la sesión de la mañana, que le corresponden cinco minutos a cada señor Senador para hacer uso de la palabra, así como cinco minutos para fundamentar el voto.



Naturalmente, la Sala puede extender o disminuir esos tiempos. Se supone que ya tuvimos una etapa de debate, durante la mañana, en la primera discusión.

El señor COLOMA.- ¡Un debate breve...!

El señor ESCALONA (Presidente).- Lo señalo, independientemente de la situación que todos sabemos que ha ocurrido, de forma que no se vaya a producir alguna sorpresa cuando la Secretaría limite los tiempos de los señores Senadores.



Ofrezco la palabra.

El señor LETELIER.- ¿Vamos a votar ahora?

El señor ESCALONA (Presidente).- No estamos en votación.

La señora ALLENDE.- ¿No?

El señor ESCALONA (Presidente).- No. Estamos en la segunda discusión.



Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en este momento nos corresponde debatir el proyecto de ley llamado “reforma tributaria”, el cual, a mi juicio y -creo- de muchos, constituye un ajuste menor a nuestro sistema impositivo. Por un lado, teóricamente aumenta la recaudación, tan necesaria para nuestro país; pero, por otro, claramente profundiza desigualdades sociales y, lo que es peor, con las rebajas que establece en forma simultánea, licúa el supuesto incremento de recursos que, como acabo de señalar, son necesarios.



Me parece que, en tal sentido, se trata de un proyecto contradictorio. Resulta difícil comprender que se incremente la tasa de tributación de las empresas -lo cual todos deseamos-, que actualmente es de 17 por ciento y sube en 3 puntos porcentuales, y al mismo tiempo se rebajen ciertos tributos.



Pero además -lo manifestamos- esta iniciativa no resuelve la inequidad de nuestro sistema tributario sino que más bien mantiene regalías para los ciudadanos más aventajados.



Es importante entonces esta discusión, porque constituye una forma de mirar a nuestro país, de proyectarnos hacia el futuro, de concebir nuestra sociedad, y es la definición que queremos. No tenemos ninguna duda -así lo esperamos- de que esta materia será parte del debate central en las próximas elecciones presidenciales, donde confío en que esta vez sí seremos capaces de presentarle al país una reforma real, que cambie la estructura tributaria, se convierta en un instrumento que permita recaudar recursos y, por lo tanto, haga posible llevar a cabo políticas más equitativas, a fin de no seguir con ciertas excepciones y prebendas que en realidad terminan privilegiando a unos pocos.



Existe un discurso, bastante repetido -sobre todo, por parte de la Derecha y de cierto sector del mundo empresarial-, que dice, una y otra vez, que subir los impuestos desincentiva la inversión, afecta el crecimiento económico, etcétera.



Considero que es hora de terminar con ciertos mitos. Y para ello, solo un dato: observemos lo que ocurre con el impuesto a la renta en otros lugares. En los países desarrollados del G-7, su promedio es de 33 por ciento. ¡33 por ciento! En las naciones que conforman la OCDE, dicho promedio es de 26 por ciento. Y en América Latina, en su conjunto, alcanza a 28,9 por ciento. En Chile, en tanto, hoy es de 17 por ciento.



Me parece que las cifras son bastante claras. Ya señalamos que nuestro país tiene una estructura tributaria que se concentra en los impuestos indirectos, fundamentalmente el IVA, el cual, como todos sabemos, es bastante regresivo y afecta, de manera principal, a los sectores medios y bajos, que destinan gran parte de sus ingresos al consumo.



Por eso, sostenemos que Chile puede y debe hacer un esfuerzo mayor. Pero, claramente, este proyecto no da el ancho, pues está muy lejos de ser una reforma tributaria. Por lo demás, este tema ni siquiera se hallaba en el programa de gobierno de esta Administración. Su inclusión es producto de la incesante y permanente movilización de los estudiantes en las calles, que ha tenido el mérito de hacernos reflexionar, como país, sobre la educación, y que nos ha obligado a todos a darnos cuenta de que la nuestra se halla entre las más segregadas y más excluyentes; que no cuenta con una señal de integración; donde, a nivel universitario, se cobran los aranceles más caros del mundo, y que claramente es deficitaria en cuanto a calidad, aunque hemos avanzado. Porque no reconocer los progresos también constituiría una enorme ceguera de nuestra parte. Pero no ha sido suficiente.



Además, en este proyecto de reforma se propone un articulado que, en principio, permitiría entregar un beneficio tributario a aquellas familias cuyos hijos asisten a colegios particulares subvencionados, lo cual resulta tremendamente regresivo y no podemos sino manifestarnos en contra de esta idea.



Hemos señalado muchas veces que este país debiera ir terminando con el financiamiento compartido.



Hemos manifestado que ese sistema es por completo regresivo; que va en contra de toda integración, de toda convivencia, y que esta iniciativa va en la línea contraria, es decir, la de apuntalar el financiamiento compartido, de ayudar a quienes en este momento tienen a sus hijos en colegios particulares subvencionados, entregándoles esta facilidad tributaria. Se quiere entonces debilitar la educación pública, en lugar de fortalecerla. Y resulta que esta es la única educación que nos puede dar garantías de mayor convivencia, de más integración, de menor exclusión, de menos segregación, en la que realmente pueden convivir mundos que hoy día en Chile se hallan completamente segregados.



Señor Presidente, en verdad, no logro entender que se diga que con este proyecto vamos a recaudar mayores recursos -que no solo se requieren para educación, sino también para salud, vivienda y muchos otros sectores en los cuales existen tareas pendientes-, y por otro lado se rebajen impuestos, sobre todo a quienes tienen más. Porque, con nuestra actual estructura tributaria, los tramos más altos -en los que estamos incluidos nosotros, los parlamentarios, junto a ministros y altos ejecutivos- van a alcanzar un beneficio de hasta un millón y medio de pesos al año, en circunstancias de que para los sectores más pobres aquel solo será de 5 mil pesos.



Eso resulta inentendible.



Por eso, señor Presidente, para mí -quiero decirlo con mucha claridad-  es inaceptable apoyar un proyecto de estas características. 



Por cierto, quiero que las empresas tributen más. Y no tengo ninguna duda -así lo espero- de que en los próximos programas presidenciales el aumento no solo llegue al 20 por ciento. He conversado con algunos empresarios que incluso reconocen -no públicamente, sino en la intimidad- que Chile está perfectamente capacitado para aumentar la tasa a 23 o 24 por ciento.



Por lo tanto, termino señalando que me parece imposible votar a favor de este proyecto y, por consiguiente, anuncio mi voto contrario a la idea de legislar.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Informo a las tribunas que las manifestaciones no están autorizadas.



Ya que la Senadora señora Allende, primera oradora, intervino durante siete minutos, propongo a la Sala alargar los discursos hasta ese lapso, porque cinco en realidad parecen demasiado pocos.



Si no hubiera objeción, así se procedería.



Acordado.



Entonces, tiene la palabra, hasta ese límite, el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Gracias, señor Presidente.



Desde mi punto de vista, el proyecto de reforma tributaria enviado por el Presidente Piñera al Congreso es, primero, necesario, porque el país tiene un gran desafío: elevar la calidad de nuestra educación y, por supuesto, mejorar su financiamiento, de tal manera de garantizar los recursos para remunerar en forma más justa a los profesores y a todos los funcionarios del sistema educacional; ampliar la cobertura de la educación prebásica; incrementar la subvención escolar en los niveles básico y medio, y aumentar sustantivamente las becas para la educación superior (universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica).



Asimismo, considero que este es un proyecto equilibrado, pues, por una parte, plantea un alza de la recaudación tributaria, básicamente al hacer permanente la tasa del impuesto de primera categoría que afecta a las empresas, la cual sube de 17 a 20 por ciento, y por otra, elimina las ventanas a través de las cuales se efectúa la denominada “planificación tributaria”, que en el fondo no son sino mecanismos legales para pagar menos impuestos. Al eliminar esas ventanas, entonces, evidentemente se recaudará más.



Pero no es eso lo único que hace este proyecto de reforma tributaria. También produce alivios para la clase media, representados, fundamentalmente, por una reducción en el pago de los impuestos a las personas mediante la disminución de las tasas marginales del impuesto único de segunda categoría y del global complementario.



Sobre ello, señor Presidente, se ha hecho mucho caudal, señalando que tales rebajas favorecerán, básicamente, a los sectores de más altos ingresos.



Quiero recordar que tanto en el Gobierno del Presidente Patricio Aylwin como en el del Presidente Ricardo Lagos también hubo rebaja de los impuestos personales.



En el período del Presidente Aylwin, la tasa marginal bajó de 50 a 45 por ciento; y luego, durante el Gobierno del Presidente Lagos, la disminución fue de 45 a 40 por ciento.



En esta oportunidad, hay que tener presente que el proyecto en debate mantiene como tasa marginal más alta la del 40 por ciento. No la estamos reduciendo. Lo que se está haciendo es ir en apoyo de sectores profesionales y técnicos cuyas rentas se encuentran entre 800 mil y un millón 200, un millón 500 mil pesos -el grueso de ellos está allí-, de tal manera de permitirles disponer de una mayor proporción del fruto de su trabajo, que desarrollan legítimamente y para el cual se han esforzado mucho estudiando y laborando.



Otra forma de alivio para la clase media es que, por primera vez, se permite la reliquidación del impuesto para el caso de trabajadores dependientes cuyas remuneraciones, por distintas causas, varíen durante determinado año.



Hoy nuestro sistema tributario no contempla esa opción. En la actualidad, un trabajador puede estar en la tasa marginal del 20 por ciento durante seis meses y después quedar sin trabajo. Pero en esos seis meses que trabajó tuvo que pagar el 20 por ciento. Entonces, si le permitimos reliquidar -es lo que el proyecto pretende-, obviamente terminaría cancelando menos impuestos en el año, porque la realidad es que en el año calendario obtuvo muchas menos rentas, por lo que no resulta justo gravarlo con la tasa que le correspondía en los meses en que sí trabajó y percibió ingresos, sin considerar que luego hubo meses en que no los obtuvo.



Ahora bien, nos parece que el hecho de que los nuevos recursos se destinen a educación y de que disminuya el impuesto de timbres y estampillas representa, en el fondo, un enorme incentivo para invertir en capital humano.



Ello, por cuanto todo el producto de esta reforma tributaria estará orientado a los planes educacionales que el Ministro de Educación expuso detalladamente en la Comisión de Hacienda. Pero también será posible gracias a la disminución del impuesto de timbres y estampillas, el cual, qué duda cabe, es un impuesto al crédito que termina constituyendo una limitación al desarrollo económico y al emprendimiento. 



Además, es un impuesto que impide la reprogramación de créditos. Por ejemplo, una familia que tomó un crédito a determinada tasa puede reprogramarlo a una tasa menor. Sin embargo, para optar al nuevo crédito a una tasa inferior que le permita pagar el que ya tiene, debe cancelar otra vez el impuesto de timbres y estampillas. 



Por eso, rebajar dicho tributo, que es una limitante a la reprogramación de créditos y al emprendimiento, me parece igualmente muy positivo.



Por último, no podemos perder de vista que mediante este proyecto de ley se establece también una extensión transitoria del plazo de los convenios de pago para los contribuyentes con deuda tributaria morosa. Se aumenta de 12 a 36 meses el plazo para suscribir convenios de pago y ponerse al día con el sistema tributario, lo que tiene un enorme valor, porque, de hecho, permite a los emprendedores timbrar facturas y boletas y seguir ejerciendo su actividad económica de modo absolutamente formal.



Hoy las personas, por el solo hecho de atrasarse en el pago de un IVA o de cualquier otro impuesto, quedan finalmente excluidas del sistema comercial, pasan a DICOM y vienen las cobranzas judiciales. Y después les cuesta mucho volver a emprender, salir de la situación en la que se encuentran a raíz de su deuda tributaria, más aún si consideramos que el interés mensual que se cobra por ellas es muy alto: 1,5 por ciento.



Por lo tanto, valoro sobremanera que exista la posibilidad de extender el plazo de los convenios de pago a 36 meses.



Por las razones que he señalado, señor Presidente, anuncio mi voto favorable a esta iniciativa.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Les reitero a los amigos asistentes en las tribunas -bienvenidos son, por cierto- que no están permitidas las manifestaciones, ni a favor ni en contra.



Tiene la palabra a continuación el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, se ha dicho que esta reforma tributaria no existía en ningún plan ni discurso anterior del Presidente Piñera. Quiero señalar que eso no es así. Y voy a citar textualmente lo que el año 2009 expresó el actual Primer Mandatario, en esa época candidato. Afirmó que “en su gobierno solo se usaría la reforma tributaria si fuera necesario”, agregando que, si así ocurriese, “no afectaría ni a las pymes ni a las personas”.



Esas palabras, señor Presidente, son el fiel reflejo de lo que ha sucedido en el último período. No viene al caso mencionar las innumerables falencias que heredamos en materia educacional. Aquí hay quienes hablan como si vinieran llegando de otro país. 



¡Esto es lo que heredamos de la administración de ustedes, estimados señores Senadores de la Oposición!



Y la verdad es que, como Gobierno, el Presidente Piñera ha decidido enfrentar con realismo el problema de la educación y llevar a cabo una reforma tributaria cuyos recursos van a ir directamente orientados a solucionar las deficiencias que heredamos. No las queremos eludir.



Debemos instaurar una discusión seria y con altura de miras, que busque entregar los medios necesarios para dar a todos los niños y jóvenes de nuestro país una educación de calidad; pero no con discursos y consignas que permanentemente rompen cualquier diálogo, porque muchas veces se exigen cosas que no se pueden cumplir y que ustedes mismos no cumplieron durante sus gobiernos.



Todas las reformas tributarias que se han impulsado desde 1990 en adelante han tenido como objetivo la obtención de recursos indispensables para financiar diversas materias. 



La de ese año fue concebida como una forma de conseguir fondos para políticas sociales e infraestructura y para financiar el programa de gobierno. Y la Oposición de la época -nosotros- estuvo disponible para negociarla y aprobarla.



Por su parte, la propiciada por el entonces Presidente Frei estuvo destinada, principalmente, a mejorar las pensiones de los jubilados. Y la del 2001, a financiar programas sociales y de desarrollo mediante el control de la evasión tributaria.



La propuesta del Presidente Piñera no es la excepción. Pero, a diferencia de las otras iniciativas, busca recursos extras destinados exclusivamente a solventar los cambios en materia educacional.



Durante el debate de la reforma tributaria impulsada por el entonces Presidente Frei Ruiz-Tagle, el Honorable señor Andrés Zaldívar dijo: “... el país tiene una deuda histórica con el mundo del adulto mayor”. Hoy, quiero manifestar a los señores Senadores que “el país tiene una deuda histórica con la educación de nuestros niños y de nuestros jóvenes”. Y la reforma tributaria que impulsa el Primer Mandatario, sin lugar a dudas, va en la línea de pagar esa deuda o parte de ella.



Las enmiendas en materia educacional, con proyectos aprobados y por aprobar, significan una inversión cercana a 3 mil 200 millones de dólares por año, mientras que el Gobierno anterior solo disponía de mil 146 millones de la misma divisa.



El intentar alguna solución al problema educacional necesariamente pasa por hacer un esfuerzo como país, en conjunto, por recursos nuevos que permitan aumentar el financiamiento. Y la mayor recaudación que se espera del actual proyecto viene dada de la mano, principalmente, con el incremento del impuesto a las empresas de 17 a 20 por ciento.



En un seminario organizado por el Senado en el mes de julio de este año, el Presidente de esta Alta Cámara, Honorable señor Escalona, sostuvo: “se necesita una reforma tributaria que permita recaudar más, porque tenemos más exigencias, más obligaciones, más compromisos, más presión sobre la caja fiscal, y para resolver ese problema hay que tener más recursos”. Es precisamente lo que estamos haciendo: subiendo el impuesto a las empresas, un sueño planteado tantas veces por muchos Gobiernos de la Concertación y que se materializa hoy en el presente proyecto, que permitirá recaudar unos mil 200 millones de dólares adicionales en 2013, esperando reunir en promedio unos 900 a mil millones de dólares anuales entre 2013 y 2016.



Pero debemos actuar, a mi juicio, con cautela. Chile necesita una reforma tributaria responsable, que no afecte el empleo, sobre todo cuando Europa se halla en plena crisis económica y hay una fuerte desaceleración en el resto del mundo.



Los recursos serán utilizados -a veces se habla de beneficiar a la educación, pero sin dar ejemplos claros y concisos respecto de adónde van a ir los dineros-, entre otras materias, para: 



-Brindar cobertura universal de kínder y prekínder al 60 por ciento de la población más vulnerable.



-Incrementar la subvención escolar en cerca de 50 por ciento real entre 2009 y 2014.



-Mejorar la calidad, condiciones y remuneraciones de los profesores.



-Incrementar las becas de educación superior desde las 118 mil que había en 2009 a las 400 mil que impulsará el Presidente Piñera al 2014.



-Terminar con el sistema de financiamiento de la educación superior creado en los Gobiernos de los Presidentes señor Lagos y señora Bachelet, rebajando las tasas de interés del 6 al 2 por ciento y sacando de él a los bancos.



Esas medidas la gente nos las está pidiendo a gritos todos los días.



Por otra parte, no solo se trata de recaudar más, sino también de buscar un alivio para la clase media, a la que tantas veces la hemos dejado fuera de los beneficios. Así, entonces, se disminuyen las tasas de impuesto a las personas, como se hizo en los Gobiernos de los señores Aylwin y Lagos. Se pasó de una tasa marginal de 50 por ciento a otra de 40 por ciento, en 2003, según lo planteaba el Senador señor García. Pero, a diferencia de lo hecho en esas oportunidades, donde se redujo la de los que ganan más, hoy las rebajas se concentran principalmente en la clase media, manteniendo las tasas a los que perciben más y aliviando así la carga tributaria a sobre un millón 500 mil personas.



Asimismo, se dispone la creación -quizás es una de las partes más interesantes del proyecto que nos ocupa- de un crédito tributario por el 50 por ciento del monto invertido en educación escolar y preescolar, con un tope de 200 mil pesos anuales por hijo, para aquellos hogares con un ingreso inferior a 66 unidades de fomento (1 millón 488 mil pesos). Tal medida se aplica tanto para la educación particular subvencionada como para la municipalizada, en gastos por matrículas, cuotas de centros de padres, por transporte escolar.



Con el proyecto en análisis se cumple un compromiso del Presidente Piñera que planteó en la campaña electoral y, a mi juicio, no hay motivos suficientes para rechazarlo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como no se encuentra en la Sala el Senador señor Letelier, corresponde intervenir al Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, un artículo de prensa aparecido en el último tiempo dice: “un mal proyecto en un pésimo momento”; y continúa: “Un monumental enredo ha sido el proyecto de cambio tributario. Se ha gastado demasiada energía en una reforma de importancia secundaria. Hacienda reprobó en la dimensión política y técnica con la reforma. El incentivo tributario profundiza la segregación social. No hay grandes diferencias entre  el proyecto 1 y el proyecto 2” -después de tres meses en la Cámara, partimos con el proyecto 2- “Lo que cambia es para peor”.



Además, se eliminaron los artículos sobre elusión y evasión.



Para el despacho de una reforma que ha pasado casi tres meses y medio en la Cámara de Diputados, tenemos solo cuatro sesiones en el Senado. No ha habido tiempo ni para revisar artículo por artículo, pues el documento abarca más de 50 páginas.



En definitiva, ¿qué puntos planteamos tanto en la discusión de la Comisión como en las reuniones sostenidas con el señor Ministro?



El incentivo tributario para la educación alcanza al 20 por ciento de los chilenos. Como el 80 restante no hace declaración de impuestos, por lo tanto, queda fuera de esa posibilidad. Eso significa que ninguna de las personas favorecidas pertenece al sector municipal. 



En segundo lugar, la tabla del impuesto único favorece a los altos ingresos y, sobre todo, a quienes somos altas autoridades en el país, tanto de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, como de las empresas autónomas del Estado, etcétera. Nos vamos a rebajar los impuestos y a aumentar los sueldos. No hay cómo presentarlo.



En tercer término, como aparece en el informe financiero que se nos entregó ayer en la Comisión, a partir del 2014 los flujos bajan en cerca de 500 millones de dólares. Si el próximo año vamos a destinar más o menos mil 250 millones de dólares para educación, ¿significa que el 2014 tenemos que rebajarlos en 500 millones?



Dentro de las indicaciones que presentó ayer el señor Ministro, las que se refieren al impuesto al tabaco no dan resultado. Ello se ha planteado en otras oportunidades, en diversas leyes. Y los cambios deben ser primero al impuesto específico y que se termine con el impuesto ad valorem -como ocurre en todos los países-, lo que permitiría obtener más recursos y un desincentivo al tabaquismo, que es tan grande en Chile.



Por todas esas razones, hemos planteado que aquí hay puntos que no se tocaron.



Por ejemplo, el fondo de utilidades tributables -según todas las cifras y lo declarado por el señor Subsecretario de Hacienda- supera los 200 mil millones de dólares.



Hay indicaciones respecto a los fondos de inversión privada, cuya cantidad se estima entre 12 mil y 18 mil millones de dólares, que no pagan impuesto. Bastaría con eso para contar con los recursos necesarios para educación, como han informado los distintos exponentes que participaron en la sesión del martes 14 en el Senado. Entre ellos, el señor Vittorio Corbo, del Centro de Estudios Públicos, que no es precisamente de un partido de Oposición ni está obstruyendo las medidas que propone el Gobierno. Y lo mismo se puede señalar en el caso de los especialistas en educación, etcétera.



Por lo tanto, creo que perdimos una gran oportunidad.



La presente reforma tributaria se gesta en función del llamado que hizo el Primer Mandatario a los ex Presidentes de la República, y posteriormente, en las reuniones que sostuvo el equipo político del Gabinete con los distintos partidos entre noviembre y diciembre de 2011 y enero de este año. ¿Producto de qué? De los movimientos sociales y estudiantiles en el país. Ahí se gestó lo que nos ocupa. 



Nos invitaron, y llevamos propuestas en materia de reformas políticas y reformas tributarias. Pero, después de cuatro a cinco meses, no se advierten ni las unas ni las otras.



Y respecto del proyecto de reforma tributaria, estimo que no debe llamarse de esa manera, porque ni siquiera el Gobierno lo tildó así, sino de “ajustes o perfeccionamientos tributarios”. 



Perdimos una gran oportunidad. 



Y seguimos segregando la educación pública con medidas que no van en directo beneficio de su calidad.



Por lo expuesto, votaré en contra de la idea de legislar.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, el proyecto que nos ocupa es clave en el Chile de hoy y en el que quisiéramos para los años siguientes. Ello, porque nuestra realidad nos está llamando a gritos para afrontar problemas que se encuentran muy anidados en el corazón de nuestra realidad social.



El país ha hecho un gran esfuerzo en los últimos años, por ejemplo, para reducir la pobreza. Sin embargo, las brechas de desigualdad no han experimentado cambios significativos. Y hoy día, por eso mismo, dicha situación hace que nos afecten problemas graves, que no se resuelven simplemente en la línea de seguir disminuyendo la pobreza.



Los estudiantes, en sus movilizaciones del año pasado, pusieron el dedo en la llaga, en el sentido de que ya no se reclama por los carnés escolares o por problemas de bienestar, sino por la calidad de la enseñanza que se recibe y por la igualdad en el acceso a la educación desde la cuna que se reclama para todos los chilenos.



Me parece que esos antecedentes validan la necesidad de esta reforma tributaria, cuyo compromiso con la educación figura en el lugar uno de la movilidad social. Porque el principal camino para reducir las desigualdades sociales es el de la educación.



Los datos actuales siguen siendo complejos.



Hace algunos días, el Ministro señor Joaquín Lavín nos informaba acerca de algunos resultados de la encuesta CASEN.



Por ejemplo, uno de cada cuatro niños de entre cero y cinco años es pobre. Estamos hablando de una cifra superior a los 400 mil infantes en esa condición. Hay muchas dificultades asociadas a ello, como obesidad, problemas de asistencia en salas cunas y jardines infantiles, que siempre son peores  en los quintiles más bajos.



La cobertura de la educación preescolar alcanza al 46 por ciento: quedan 370 mil niños sin atención.



El cuadro que presento respecto a la educación preescolar, que me parece esencial para entender dónde se produce uno de los mayores problemas para las desigualdades sociales, lo podemos replicar en la educación municipal, en la pública; en la técnico-profesional; en la rural -siempre la pariente pobre olvidada en todas las discusiones sobre la materia-; en la superior, donde, pese al gran aumento de la cobertura, todavía quedan diferencias muy grandes: quienes pertenecen a los quintiles más bajos acceden fundamentalmente a carreras de los institutos profesionales o de los centros de formación técnica y no a las universitarias, y cuando ingresan a estas últimas, no siempre se trata de las carreras de mayor prestigio o relevancia social.



Por lo tanto, resulta necesario realizar una fuerte inyección en la educación. Por eso la iniciativa en análisis es muy importante. Es clave para entender que este es el camino para reducir las brechas sociales. Debemos terminar con un Chile en donde todavía el lugar, la familia y el territorio donde una persona nace marcan en mucha medida su destino. Y lo que  observo en mi Región de forma constante se repite a lo largo del país en distintos grados. No podemos seguir coexistiendo con tal situación.



Adicionalmente, la educación es la que nos prepara para el futuro. Porque en el mundo de hoy lo más importante no son los recursos económicos, financieros o incluso tecnológicos, sino las personas, lo que los economistas llaman los “recursos humanos”.



Hay que actuar, y bien y rápido.



Por ello, mil millones de dólares, que son los que se recaudarían mediante esta reforma, no me parecen una inyección suficiente. Creo que debemos hacer un esfuerzo adicional.



Señor Presidente, he hecho llegar al Ejecutivo dos propuestas tributarias. Lamentablemente, no he tenido respuesta de ellas. Ambas implican entre dos mil y tres mil millones de dólares, suma que, si se destinara a la educación, significaría un paso más rápido.



La diferencia es esa.



¿Cuántos años deberán esperar estos niños y jóvenes que se encuentran en situación desmedrada en cuanto al acceso a una educación de calidad universal, con estándares mínimos? ¿Diez o treinta años? Eso es lo que nos estamos jugando. Y me parece que podemos hacer más.



Adicionalmente, el proyecto plantea otros temas que deberíamos considerar.



Se ha cuestionado mucho el impuesto a las personas y el crédito a la educación.



En la medida en que logremos precisar que ellos constituyen un apoyo específico para la clase media, para personas que perciben ingresos de entre 500 mil y un millón y medio de pesos, bien podríamos reducir el impuesto que ellas pagan, para que reciban un beneficio concreto, sin afectar por eso en un centavo la actual tributación de aquellos que ganan sobre un millón y medio. Es posible eso. Es cuestión de voluntad.



De la misma manera, en el crédito educacional, quienes tengan uno, dos o tres hijos en la educación municipal o particular subvencionada reciben 5 mil pesos por carga, que pueden imputarse al sueldo. Así, daríamos a la clase media señales concretas en orden a que forman parte de nuestra preocupación.



En el caso del aumento del impuesto de primera categoría, creo indispensable revisar la situación de las pymes. Porque no es lo mismo subirles los impuestos de primera categoría a las medianas y grandes empresas que a la micro y a la pequeña.



Señor Presidente, por el tiempo, no me puedo extender. Pero estimo necesario lo siguiente para poder mejor resolver: en primer término, contar con más información acerca de cuál es la recaudación tributaria esperada, cuánto se otorgará anualmente y cuál será el perfil en los próximos años y por qué conceptos. No poseo esos antecedentes.



En segundo lugar -quizás lo más importante-, se habla de una reforma tributaria para la educación, pero no tengo claro para qué proyectos educativos se quiere destinar este mayor ingreso. Que yo sepa, no hemos llevado adelante una discusión sobre tal materia, que me parece central a la hora de tomar una definición, sean mil millones los recursos que se deban destinar para esto, u otra cantidad.



A la vez, me parece que en esta materia no pueden confundirse los proyectos que se aprobaron cuando se aumentaron los recursos para la Ley de Presupuestos con lo que se podría hacer ahora. Por eso hay que definir con mucha claridad de qué proyecto educativo estamos hablando. Ojalá un protocolo lo establezca con claridad.



Por esa misma razón, he planteado la creación de un Fondo Nacional para la Educación. No hablo de un fondo de reserva, como le he escuchado al Primer Mandatario, el que, siendo una buena iniciativa, no me parece que atienda al punto que quiero mencionar. Todos los recursos que ingresaran por la recaudación tributaria mayor que generaría esta reforma debieran destinarse a un fondo asignado anualmente para los proyectos predeterminados en el protocolo educativo que habría de complementar esta reforma. Y, sobre esa base, tener claridad hacia dónde se está derivando este gran proceso.



Señor Presidente, quiero terminar con una reflexión.



Creo que el país se encuentra frente a una gran oportunidad para hacer algo grande. Pero estimo que muchas veces nos dejamos llevar por una discusión que no es el debate grande que esperan los chilenos.



En ciertas ocasiones, veo a mi Gobierno, que ha tenido una buena iniciativa, cerrándose a abrir un poco el espacio para una mayor recaudación y resolver a fondo los problemas que plantean los temas de los impuestos personales o de los créditos educativos.



También aprecio, a veces,  en la Oposición -lo digo con mucha sinceridad- una disposición más bien a bloquear, a obstruir, que a construir un acuerdo. Parece que algunos -no digo todos- desean que este proyecto se frustre, porque eso podría entenderse como un fracaso del Gobierno. Lo digo sobre todo después de ver los resultados de la encuesta CEP, donde hemos sido una vez más castigados en forma dura por el descrédito que tenemos frente a la ciudadanía, ya que el país espera de nosotros soluciones y no más conflictos.



Aprobaré la iniciativa, a pesar de todo lo dicho.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, ¡qué duda cabe de que en la sociedad chilena hay un sentimiento de malestar frente a las desigualdades, a la mala calidad de algunos servicios públicos, como la educación y la salud! Eso nos lo dicen los ciudadanos y los estudiantes en las calles, y lo escuchamos cuando recorremos nuestras comunas.



El país pide más equidad.



Existen 2,4 millones de personas que viven en la pobreza. Y en el caso de los niños y jóvenes esta supera el 22 por ciento. 



No seremos un Chile justo y con oportunidades de progreso para todos y todas con la actual carga tributaria, que llega solo al 20 por ciento del PIB.



Chile necesita más recaudación fiscal.



Por eso hemos solicitado una reforma tributaria de verdad y no perfeccionamientos tributarios.



El país requiere más recursos fiscales y no nuevas exenciones para los grandes contribuyentes. 



El Gobierno pareciera no entender el foco de lo que nosotros queremos, ya que sus propuestas insisten en perfeccionar “los créditos tributarios” o en sugerir readecuaciones impositivas, que son neutras, como la relativa al tabaco que presentó ayer en la Comisión de Hacienda. 



En definitiva, sus planteamientos implican menor recaudación fiscal y mayores exenciones tributarias, los dos aspectos que hemos criticado al Ejecutivo en estos meses de debate sobre la materia. 



En un país donde el 81 por ciento de los chilenos gana menos de 535 mil pesos mensuales y, por ende, no paga impuestos, seguir insistiendo en exenciones tributarias para el 19 por ciento restante no es un camino que favorezca a la clase media ni a la mayoría de las familias del país.



Esa clase media, esos sectores vulnerables del país, ese 81 por ciento de personas que perciben menos de 530 mil pesos mensuales líquidos, quienes viven agobiados por las deudas, quiere y nos demanda mejores bienes públicos para todos: buena educación básica, secundaria y superior -una donde la calidad educativa no dependa del bolsillo del grupo familiar-; salud de calidad en la red pública -ello, considerando que el 80 por ciento de la población está afiliado a FONASA-; viviendas en barrios integrados.



Chile necesita más recursos fiscales. 



Por eso hemos demandado una real reforma tributaria, que recaude, a lo menos, 3 por ciento del PIB; es decir, más de 7 mil millones de dólares.



Este proyecto gubernamental no es una reforma tributaria; es simplemente un ajuste o perfeccionamiento tributario, como lo titula el propio mensaje del Ejecutivo. 



Los países de la OCDE -con un producto interno bruto per cápita similar al de Chile (16 mil dólares)- recaudan, en promedio, 25 por ciento del PIB como carga impositiva, contando con un alto nivel de equidad tributaria, y han demostrado que ello es compatible con el desarrollo económico.



Este debate sobre cómo los grandes contribuyentes aportan al desarrollo del país no es menor y, en esta hora, resulta clave para su futuro. 



Por ello, como Oposición, tenemos una sola voz aquí en el Senado: estamos por aprobar el alza al impuesto de primera categoría, de 18,5 por ciento a 20 por ciento, pero no compartimos dar nuevos beneficios tributarios a los grandes contribuyentes. Creemos que lo mejor para Chile es aprobar las alzas y rechazar las rebajas, porque ello significaría aumentar ostensiblemente la recaudación fiscal para la próxima Administración, lo cual permitiría financiar las nuevas prestaciones sociales que la mayoría del país pide. 



Este ajuste tributario 2 genera una baja recaudación fiscal, incluso inferior al proyecto 1 presentado en mayo pasado por el Gobierno. 



Lo más peligroso, señor Presidente, es que la presente iniciativa aumenta significativamente la recaudación fiscal solo para el año 2013, en 1.238 millones de dólares. En 2014 cae a 723 millones de dólares. Y en la próxima Administración solo se recaudará el 66 por ciento de lo obtenido en 2013, último año de gestión del actual Gobierno. 



Con esta iniciativa, habrá una baja recaudación fiscal, lo cual es claramente insuficiente para financiar una real reforma educativa, que requiere, a lo menos, el 2 por ciento del PIB.



Con este ajuste tributario solo se recaudará un 20 por ciento de lo que se necesita para una reforma en educación. Teniendo presente tal porcentaje, sostener, como lo ha señalado el Gobierno, que tales recursos son urgentes a fin de financiar una revolución educativa claramente refleja una desproporción en el lenguaje utilizado.



Por otra parte, señor Presidente, el crédito tributario para gastos en educación solo ahonda la segregación del actual sistema: 100 millones de dólares de menores ingresos fiscales anuales para beneficiar a familias con hijos en la educación privada, y 44 millones de dólares de menores ingresos fiscales anuales, en el caso de familias cuyos hijos están en la educación pública.



Chile necesita recuperar la calidad en educación para el 80 por ciento de las familias que no pagan impuestos. Es mejor invertir esos 144 millones de dólares en un Fondo de Mejoramiento de la Calidad Educativa, que beneficie a la clase media real y a las familias vulnerables. 



Hay que mejorar la calidad de la educación para ese 22 por ciento de niños y jóvenes que viven en condición de pobreza. Ahí no funcionan los créditos tributarios, sino las políticas públicas, los estímulos económicos para que las escuelas a las que ellos asisten tengan profesores de excelencia, a fin de que ello no solo sea patrimonio de los colegios privados. 



Esta propuesta gubernamental constituye una mala política educativa. Es lamentable que el Gobierno ahonde el error, en lugar de remediarlo.



Por eso, señor Presidente, voy a votar en contra de la reforma presentada por el Ejecutivo. 



He dicho. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, escuché atentamente a un colega del norte, quien trató de responsabilizar de la mala calidad de la educación y del modelo educativo a los que hoy somos de Oposición. 



Estoy convencido de que en el modelo consagrado en la Constitución hay mercado y poco Estado. Invito al señor Senador aludido a que nos acompañe en una reforma constitucional para cambiar tal criterio; para terminar con el financiamiento compartido y con el engendro que significa permitir el lucro en la educación, en especial en la particular subvencionada; para avanzar de forma efectiva en reformar -así digo yo; “rectificar”, dirán otros- radicalmente el modelo educacional. 



En la Carta Fundamental se establece que la educación es un bien privado y no público: se privilegia más el interés por emprender el negocio que el derecho a la educación. 



Eso es lo que han estado señalando miles y miles de jóvenes tanto el año pasado como este año. Y, frente a esa demanda, tenemos que saber si queremos responder o no. 



La razón de esta reforma es, presuntamente, allegar recursos para mejorar la educación. Por lo mismo, no se entiende por qué, junto con un aumento de la recaudación tributaria, se propone rebajar impuestos. 



Este es un Gobierno de Derecha, un Gobierno al que no le gusta subir los tributos, un Gobierno que no tenía contemplada esta materia en su programa. Eso yo lo comprendo. 



No puedo esperar que la Derecha de nuestro país realice una reforma tributaria para recaudar todos los recursos necesarios. Eso también lo entiendo. Desde un punto de vista político, las concepciones ideológicas de dicho sector son absolutamente distintas de las que profesamos quienes nos encontramos en este lado del Hemiciclo. 



Por ello estamos en este debate: porque tenemos discrepancias en algunos temas sustantivos, como la propuesta de entregar bonos, descuentos o beneficios tributarios para la educación. 



Yo soy uno de los que votaron en contra del financiamiento compartido en educación años atrás. En ningún momento estaré disponible para avalar iniciativas que legitimen un sistema que segregue o discrimine, como lo hace la que nos ocupa.



De igual forma, me parece poco ético, inmoral, a esta altura de la historia de nuestro país, hablar de una rebaja del impuesto de segunda categoría para quienes ganan más de 2, 3, 5, 6 millones de pesos mensuales. Me parece que no es correcto. 



Yo no tengo dificultad en que se rebaje dicho tributo a las personas con ingresos menores de 2 millones de pesos, que pertenecen al sector de la “clase media emergente”, como algunos la llaman. 



Pero digamos las cosas como son: el 84 por ciento de los chilenos que laboran percibe menos de 534 mil pesos al mes. ¡El 84 por ciento! Por tanto, esa rebaja de impuesto beneficiaría solo a un 16 por ciento de los trabajadores. 



Yo celebro lo que se hizo en la Cámara de Diputados en orden a iniciar un debate para desacoplar o diferenciar a quienes se busca favorecer. Debemos asegurarnos de que, en lo relativo al impuesto de segunda categoría, las personas que ganan más de 2 o 3 millones de pesos mensuales sigan tributando, una vez dictada esta futura ley, lo mismo que han pagado hasta ahora. 



Aquí tenemos una diferencia conceptual con lo planteado en el proyecto. No quiero entrar en otros detalles.



Cabe preguntarse: ¿llegaremos a la Comisión Mixta con esta iniciativa? Y si es así, ¿en qué condiciones?



Soy uno de los convencidos de que a los parlamentarios de la Oposición no se nos puede pedir que aprobemos esos dos puntos. Nos resulta imposible votar a favor algo que va a contrapelo, contra la esencia de las demandas de los movimientos estudiantiles, a los cuales hemos adherido plenamente en esta materia.



De la misma forma, con los niveles de desigualdad existentes en Chile, no se nos puede solicitar que consideremos correcto reducirles el impuesto de segunda categoría a quienes perciben más de 3 o 4 millones de pesos al mes. Pero no tengo problema en que se les haga esa rebaja a los que ganan menos.



El Ejecutivo no ha dado señales con relación a los dos puntos mencionados. 



Se sugirieron otras fuentes de ingreso. En lo personal, desde hace dos años y medio vengo proponiendo una adicional: a través del registro de capitales invertidos en el exterior se podría crear un fondo para fortalecer la educación pública e impulsar la reconstrucción patrimonial en Chile. Ese mecanismo no ocasionaría daño a nadie y permitiría allegar recursos al Fisco y ampliar la base tributaria, lo que implicaría recaudar anualmente unos 200 a 300 millones de dólares extras.




Se planteó el punto en la Comisión, y se dijo que se estudiaría. Sin embargo, hasta el día de hoy no hay propuesta alguna para ampliar la base tributaria en esa dirección.



Señor Presidente, me parece fundamental generar espacios de diálogo, pues los actuales no son eficaces.



Se dio a conocer, de manera informal, que habría un Fondo para la Educación de 4 mil millones de dólares. Ello era parte del GANE (Gran Acuerdo Nacional por la Educación), versión 2.0. 



Si el Ministro del ramo nos dijera que va a formular una indicación tendiente a crear dicho Fondo con la referida cantidad, contaría con mi voto. Pero siempre que se trate de plata concreta para fortalecer la educación pública y realizar un salvataje de la educación de las grandes mayorías del país.



Estamos esperando ver si llegan esos recursos reales para ayudar a la educación pública. Se dijo que se incluirían en la Ley de Presupuestos. ¡Y no ha sido así! El Presidente de la República hizo el anuncio, al igual que el entonces Ministro de Educación, señor Lavín. 



La gran interrogante es si esta reforma cumplirá su objetivo. 



Me parece muy importante que se apruebe la parte relativa al aumento del impuesto de primera categoría a las grandes empresas. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador.



Le daré un minuto adicional para que concluya.

El señor LETELIER.- Gracias, señor Presidente.



Resulta trascendental lograr el alza del impuesto a las utilidades de las empresas. El Senador Eduardo Frei aludió al FUT (Fondo de Utilidades Tributables), que es el gran debate pendiente. En verdad, yo no le puedo pedir a este Gobierno que asuma algo que se halla tan a contrapelo de sus convicciones. Pero sí es necesario incrementar los tributos a las empresas en esta materia.



Ese es el dilema que enfrentamos hoy: si es factible elevar la recaudación estableciendo que las empresas paguen a lo menos 1 de cada 5 pesos de sus utilidades por concepto de impuesto. En la gran mayoría de los países, este corresponde a 1 de cada 3 pesos de utilidades. Si en Chile las empresas pagaran 1 de cada 5 pesos, constituiría un avance.



Esperamos -quien habla, en particular- que el Ejecutivo haya escuchado parte del debate, para ver cómo logramos aumentar los impuestos a fin de conseguir más recursos para la educación, pero sin que ello signifique rebajar los que actualmente pagan las personas de mayores ingresos, los ricos de este país.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la educación en Chile ha experimentado en los últimos veinte años una innovación sustantiva, por cuanto hemos mejorado el acceso a aquella, principalmente a la enseñanza básica, donde desde hace ya bastante tiempo se ha mantenido la gratuidad.



Luego, los Gobiernos de la Concertación siguieron modernizando el sistema, tanto en el acceso como en la obligatoriedad para cursar la enseñanza media, lo que constituyó un avance muy relevante en cobertura.



Hoy día, a la luz de los análisis de vacíos en el sistema educacional, nos damos cuenta de que todavía existen insuficiencias notables en la educación prebásica, técnico-profesional y superior.



¿Qué discutimos esta tarde? No solo un proyecto de carácter económico relacionado con tributos, sino qué tipo de sociedad vamos a construir.



Es difícil pensar que con un Gobierno de Derecha vamos a lograr una reforma tributaria que permita al Fisco recaudar los recursos suficientes para efectuar reformas sociales.



Es difícil pedirle a este Gobierno que tenga la iniciativa de hacer reformas tan sustantivas que posibiliten estructurar un tipo de sociedad que les dé mayores oportunidades a los más vulnerables.



¿Qué sucede hoy en materia de educación? Que se accede a una enseñanza de calidad si las familias pueden financiarla. Ello depende, por consiguiente, de la situación económica de la familia y no, como nosotros quisiéramos, de la capacidad del estudiante. 



En consecuencia, estamos frente a dos modelos de educación absolutamente contradictorios, uno por completo diferente del tipo de sociedad que queremos construir. Cuando se produce una movilización nacional -no solo de estudiantes, sino también de la población, de los ciudadanos- que concita altos grados de adhesión, es para solicitar un cambio con el propósito de darles igualdad de oportunidades a los que no las tienen.



Es cierto que hoy día gran cantidad de jóvenes de familias vulnerables estudian en la universidad. Pero ¿a qué costo? Al de un endeudamiento asfixiante para la familia. 



El Estado tiene la obligación de crear condiciones favorables o entregar becas para que todos los chilenos puedan acceder a la universidad o a otras instituciones de educación superior.



Sin embargo, aún no hemos resuelto lo relativo a las becas. La iniciativa que nos ocupa no busca ampliar la cobertura en esta materia. El financiamiento gubernamental para las becas se incrementó en 70 por ciento entre los años 2007 y 2009, pero solo el 14 por ciento de los estudiantes matriculados en la educación superior obtuvieron una beca. En Estados Unidos (para quienes lo consideran su modelo de sociedad), la cobertura en becas universitarias equivale al 50 por ciento. En Chile, menos de la mitad de los alumnos pertenecientes al 40 por ciento de las familias más pobres recibe beca.



Entonces, ¡de qué estamos hablando! ¡De equidad y calidad! Pero ninguno de estos dos objetivos se cumplirá con este “ajustito”, con estos recursos pequeños.



¡Esta propuesta no sirve! Quizás sirva comunicacionalmente, para hacer creer a la población, al movimiento estudiantil y a los ciudadanos que el Gobierno está impulsando una reforma necesaria para satisfacer las necesidades del país en materia educacional. ¡Pero no es cierto! ¡Eso no es así!



La Cámara de Diputados aprobó este proyecto llamado “reforma tributaria”.



En mi opinión, el Senado debería rechazar la idea de legislar, no para negar la posibilidad de que el Fisco tenga más ingresos. Si este Gobierno de Derecha logra incrementar los recursos fiscales a través de la recaudación proveniente de quienes más tienen y del aumento del impuesto a las empresas, ¡en buena hora! Pero no es suficiente. Esa no es la reforma; ni lo que requiere el país.



Por esa razón, debemos votar en contra de la idea de legislar, porque como la Cámara de Diputados ya aprobó la iniciativa, en la Comisión Mixta tenemos la gran oportunidad de debatir con el Ejecutivo la manera de modificarla para dar cumplimiento a las demandas de la ciudadanía e iniciar la que debería ser una verdadera reforma.



La actual Administración no va a terminar ni dará satisfacción a la ciudadanía en cuanto a la reforma educacional; pero sí esperamos que al menos la empiece. Sin embargo, no se le da inicio con una iniciativa que recauda y, al mismo tiempo, entrega incentivos. Además, resulta absolutamente contradictorio en cuanto a lo que el país está pidiendo para entregar igualdad de oportunidades a los más vulnerables. Esta última no la van a recibir en la educación privada, sino en la pública. Por eso requerimos fortalecer el aparato público.



En razón de ello, como está diseñado, y a pesar de las modificaciones introducidas, el proyecto es del todo contradictorio.



Pienso que la gran oportunidad de la Concertación y la Oposición en el Senado es hacer uso de su condición de mayoría. Ojalá pudiésemos lograr -si hubiese conciencia en los parlamentarios opositores- una negociación inteligente en favor del país, de la reforma educacional y de lo que nosotros pensamos que requiere esta sociedad.



Por eso, señor Presidente, voy a votar en contra de la idea de legislar.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, deseo referirme a dos temas distintos, pero, obviamente, vinculados.



En primer lugar, escuché a los Honorables señores Letelier y Tuma decir que están dispuestos a generar, respecto al proyecto, una instancia en el Parlamento donde se pueda construir un acuerdo. Y ellos han planteado que, en virtud de un consenso habido entre el Gobierno y los Senadores de la Alianza y la Concertación, vayamos a una Comisión Mixta donde agotemos los esfuerzos intentando gestar ese acuerdo.



Esa idea me parece positiva. Porque siempre he sostenido, al igual que los parlamentarios de la Alianza, que el lugar para crear acuerdos y entendimientos sobre materias tan trascendentes como una reforma tributaria para financiar la educación es el Parlamento y, dentro de este, el Senado.



Por lo tanto, los Senadores de Renovación Nacional -lo he conversado con los Jefes del Comité de la Unión Demócrata Independiente y con los Honorables señores Novoa y García- sostenemos que en vez de seguir con un tira y afloja y mantener la discusión, deberíamos pasar directamente a una instancia donde nos esforcemos por gestar un acuerdo entre todos.



Nadie se compromete a lo que va a ocurrir en la Comisión Mixta, porque hay que ser muy transparente.



Sin embargo, agotar esa instancia constituye una propuesta razonable y positiva, porque nos permite, por lo menos delante del país, demostrar que nos esmeramos por tratar de alcanzar un consenso acerca de una reforma que yo y los parlamentarios de la Coalición consideramos que es buena.



Entendemos que las reformas resultan cuando se producen los acuerdos necesarios para hacerlas prosperar. Así ocurrió en 1991, en un momento muy difícil para el país, recién recuperada la democracia, en que fuimos capaces de lograr un entendimiento tributario. Y, aunque no fue posible alcanzar todo lo que se quería, se avanzó en un sistema más equitativo, logrando recaudar recursos que la nación necesitaba en ese período crucial.



Por lo tanto, señor Presidente, más que hacer una defensa del proyecto -que considero bueno, adecuado, correcto; que resuelve problemas de la clase media; que ayuda derechamente al financiamiento de la educación por parte de los padres al permitirles tener un crédito tributario, es decir, que se le descuente de sus impuestos lo que pagan en la educación de sus hijos, sea pública o privada-, nosotros recogemos el guante de lo que Sus Señorías nos han planteado.



Sugiero, entonces, suspender la sesión, sentarnos -como lo hemos hecho en muchas oportunidades- a conversar, establecer que el lugar para aunar criterios es la Comisión Mixta, e intentar frente al país generar un acuerdo que recoja lo que cada uno ha planteado.



Esa es mi propuesta concreta.

El señor ESCALONA (Presidente).- Este es un organismo institucional. Por lo tanto, lo primero que se requiere ante esa proposición es el retiro de la urgencia por parte del Ejecutivo y, luego, yo citaría a reunión de Comités.



Mientras tanto, continúa el Orden del Día.



Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, lo peor que podríamos hacer es centrar nuestros argumentos en buscar culpables respecto a lo que pudo haber hecho uno u otro Gobierno. Eso, en verdad, a la gran mayoría de los chilenos no le interesa.



Hoy estamos convocados para pasar la prueba de la blancura: si estamos dispuestos o no como Parlamento a defender la educación pública o la educación privada en nuestro país. Esa es la esencia de la discusión.



Me alegro de lo que ha señalado el Senador que me antecedió en el uso de la palabra en cuanto a intentar llegar a un acuerdo. ¡Es eso lo que he venido planteando permanentemente en las últimas horas, señor Presidente!



¡Resulta lamentable cuando el país constata que, a ratos, hemos dado un triste espectáculo! 



¡Es lamentable cuando se constata lo difícil que ha sido tratar de llegar a un acuerdo con el Ejecutivo para buscar la solución que nos permita avanzar en lo que la gran mayoría desea: fortalecer, recuperar y potenciar la educación pública chilena!



En las tribunas nos acompañan, hoy día, jóvenes que tal vez son una clara demostración de la división que existe en la educación. Algunos defienden -con justa razón, desde su punto de vista- la educación privada o particular subvencionada. Y, por otro lado, están los que se inclinan por la educación pública.



Y debemos avanzar en esa última línea, en fortalecer -en primera instancia y a como dé lugar- la educación pública, que es lo que nos reclaman los chilenos. De modo que es urgente abocarnos a esa materia. Y, en paralelo, que la educación privada siga tal cual está hoy. El que desee comprar educación privada, que lo haga; pero que se pague un tributo distinto y que lo recaudado por ese concepto vaya en directo beneficio de la pública.



En cuanto a los que ofrecen educación particular subvencionada, que los dineros que le entrega el Estado al sostenedor se destinen al fortalecimiento de una educación de calidad. Eso sería equitativo, justo, razonable; pero ha costado mucho conseguir.



He señalado que el proyecto es prolucro. Efectivamente lo es. Así llegó aprobado de la Cámara de Diputados, potenciando la educación privada, a los sostenedores de la particular subvencionada. La iniciativa establecía que los apoderados que percibieran una renta de entre 560 mil y un millón y medio de pesos, siempre y cuando su hijo estuviese en un colegio de copago, podrían recibir entre 14 mil o 16 mil pesos mensuales de devolución. Eso fue votado favorablemente en la Cámara Baja y, luego de debates, de intentar llegar a acuerdos con el Ministro de Hacienda, logramos que se abriera a la posibilidad de incorporar a quienes se hallan en la educación pública.



Sin embargo, hoy día, en el transcurso de la mañana, señor Presidente, cuando comenzábamos la discusión, vienen los Ministros y señalan que ahora están dispuestos a abrirse, en paralelo, e incorporar el proyecto que establece 4 mil millones de dólares para destinarlos a educación. ¿Pero a cuál educación? ¿A la particular subvencionada? ¿A la educación privada? ¿O es para saldar las deudas que contrajeron cientos de miles de personas con la Corfo por haber intentado en su vida cursar estudios superiores y a las que esa entidad les ha cobrado intereses usureros?



¿Pretenden destinar a ello aquel dinero?



No se sabe, señor Presidente.



Por eso, es tan importante que hoy día en conjunto -lo ha dicho el propio Senador Espina- lleguemos a un acuerdo inteligente. 



¡Eso es lo que nos demanda el país!



¡Eso es lo que nos exige la nación! ¡Que el Senado sea capaz de tener una mirada de Estado, esa mirada que Chile necesita en materia de educación, que es la esencia de este proyecto! ¡Que nos pongamos de acuerdo y fijemos un ritmo de trabajo para garantizarle al país que el Estado de Chile -el Gobierno que sea- va a dar garantías en cuanto a revivir nuestra educación pública, a restablecerla!



¿Cuántos de los que nos hallamos en esta Sala tenemos a nuestros hijos, nietos o familiares más cercanos en la educación pública? ¡Ni una sola persona de las presentes acá, señor Presidente!



Entonces, ¿con qué propiedad hablamos, con qué propiedad nos expresamos?



Hay quienes, con legítima razón, defienden lo privado. Y estamos los que defendemos lo público, manteniendo lo privado, pero sobre la base de que los impuestos de ese último sector vayan en directo beneficio de la educación pública, para robustecerla, para hacer de Chile un país mucho más justo y equitativo. 



¡Esa es la esencia! 



¡Eso es lo que se requiere para poder comenzar a tener justicia en un país que nos reclama!



Las marchas de hoy día, las que podrán venir y las que hubo antes tienen que llamarnos poderosamente la atención.



¡No le demos la espalda al país!



¡No le demos la espalda a lo que nos pide la nación! ¡Que es poder tener educación de calidad, gratuita y que haya justicia!



Voto en contra de la idea de legislar, señor Presidente, porque quiero una mejor iniciativa, porque deseo que el Gobierno, la Oposición y la clase política le digamos a Chile que ¡lo hemos escuchado y que estamos perfeccionando un proyecto de ley!



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Debo informar a la Sala que para que la iniciativa vaya a Comisión Mixta tiene que ser votada en contra. No existe otro mecanismo constitucional para que ello pueda ocurrir.



Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar, para hacer una precisión reglamentaria.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, precisamente en la línea de lo que usted señala es donde, a mi juicio, debe conformarse el acuerdo.



Creo que las posiciones aquí están claras: unos queremos que se aprueben los impuestos y se rechacen las rebajas, y otros, que se aprueben los impuestos y también las rebajas.



Ese es el tema en discusión. ¿Para qué hacer más discursos si ya sabemos lo que piensa cada uno?



En estos momentos, no hay posibilidad en el Senado de resolver el asunto, salvo que medie un acuerdo, como se ha señalado: que por unanimidad se dé por rechazado el proyecto en la Sala para que vaya a Comisión Mixta. Ahí cada cual planteará o mantendrá su posición sobre las alzas y rebajas de impuestos a aprobar y respecto de las demás disposiciones que vienen en la normativa.



A mi juicio, esa es la forma más precisa y más directa de solucionar el problema.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, estamos en la discusión de una reforma tributaria entre comillas, porque lo que aquí se ha presentado es un ajuste tributario, que se le quiere vincular con las necesidades de la educación y el mejoramiento de ella.



Y, siendo honestos, la mayoría de los expertos señala que para que haya realmente reforma de la educación se requieren recursos por sobre los 4 mil a 8 mil millones de dólares anuales. Es decir, se debe casi duplicar el presupuesto de Educación que existe hoy día. Sin embargo, este proyecto solo recauda entre mil y 700 millones de dólares, dependiendo de cómo uno sume lo que en él se ha planteado.



Por lo tanto, ante todo, debo decir que no es cierto que esta iniciativa vaya en beneficio de la educación, como tampoco que se encuentra claramente establecido -dado que no se especifica, conforme a las normas constitucionales y legales- que los recursos estén destinados de manera exclusiva a la educación. Porque hoy día perfectamente el Gobierno, mediante sus facultades y la posibilidad de recurrir a los Fondos Generales de la Nación, podría de inmediato utilizar los mil, 2 mil o 3 mil millones de dólares que, en verdad, se requieren para mejorar el sistema educativo.



En consecuencia, nuestra posición contraria a la aprobación de este ajuste tributario tiene que ver con que no es posible aceptar que en la discusión pública se diga que “esto será la solución al sistema educacional chileno”, porque este precisa cambios mucho más profundos y dicen relación con el hecho de que el Estado se haga realmente cargo de la educación, de que ciertamente los recursos se destinen a una enseñanza pública gratuita de calidad y que sea laica, sin perjuicio de que exista la educación privada. 



La obligación del Estado es que haya colegios de calidad y que los padres puedan decidir si llevan a sus hijos a una escuela privada o, bien, a una pública, no en virtud de los recursos de que dispongan, sino por la calidad de la educación que exhiba el establecimiento.



Hoy día, conforme a las actuales condiciones, existe en el sistema educativo el financiamiento compartido, con diferencias atroces entre uno y otro, desde el punto de vista de la educación privada. Lo señalo porque aquí se dice “la educación ha logrado avances”. ¿Qué avances ha alcanzado? Cuando uno mira los gráficos del sistema educativo en cuanto a la calidad de ella, se da cuenta de que la enseñanza pública y la educación subvencionada están en 410 puntos, y la privada, por sobre los 500 y tantos puntos; es decir, por encima de la línea de la OCDE. Ahí hay realmente educación de calidad, y es eso lo que el Estado debe procurar.



Con este tipo de reformas o de ajustes tributarios jamás vamos a lograr tener una buena educación.



Además, conforme a las señales que se dan, a un sector de la población se le permite reducir sus impuestos pero se le obliga a emplear esos recursos en educación -no obstante, “ojo”, para poder utilizarlos se deberá tener a los hijos en colegios en los que se paga, porque, de lo contrario, no se podrá acceder al beneficio-, lo cual constituye una discriminación realmente increíble.



Yo, señor Presidente, estaría dispuesto a votar inmediatamente una reforma tributaria en que, sobre la base de una renta de un millón y medio de pesos hacia abajo, se reduzcan los tributos a cero, siempre que la familia determine en qué ocupará esos recursos. ¡Porque eso sí que va directamente a la clase media! ¡Eso sí que va directamente al desarrollo de lo que las personas necesitan! No está vinculado al pago de una mensualidad, donde más encima tienen que demostrarlo, lo que es insólito, porque produce segregación, diferenciaciones.



Todos hemos dicho claramente que más del 80 por ciento de los padres de los jóvenes que asisten a colegios públicos no pagan impuestos. Por lo tanto, no tendrán derecho alguno. ¿Cuál será la compensación? ¿Se va a beneficiar a quienes puedan recibir la rebaja a través del pago que realicen en los centros de padres o por otro concepto? En realidad no hay forma de establecer ese criterio, dado que produce una desigualdad tremenda en la sociedad. Y eso es inaceptable. 



Nosotros al menos no estamos dispuestos a ello. ¿Por qué? Porque la única manera -lo expresó un señor Senador- de evitar que el destino de cada uno de nosotros esté señalado por el barrio donde nace, es que el Estado asuma su responsabilidad como un ente no subsidiario en materia de educación, sino responsable de sus ciudadanos; un Estado que se obligue a que los recursos obtenidos del sistema tributario sean para mejorar la situación y la calidad de vida de cada uno de los chilenos.



Es por eso que creemos que la propuesta que se formula hoy día no es mala, ¡es pésima desde el punto de vista de la recaudación y de la redistribución! Porque si no hay una definición clara en cuanto a que esos recursos se destinarán a un mejoramiento del sistema educacional, por supuesto que finalmente no tendrán ningún efecto positivo.



Señor Presidente, lo que uno esperaría de un Gobierno de Derecha, de Centro o de Izquierda es que se hicieran esfuerzos ¿para qué? Para evitar lo que existe en Chile: un problema grave relacionado con la situación que vive cada familia.


Cuando Italia tenía casi el mismo per cápita que registra Chile hoy, de casi 17 mil dólares (podemos añadir el caso de Dinamarca), el índice de Gini en dicho país estaba en 55 por ciento (al acercarse el coeficiente a cero existe mayor igualdad); establecidos los impuestos, llega a 27 por ciento. Pero en Chile, producida la integración de estos, seguimos prácticamente en el mismo 55 por ciento.



Por lo tanto, la tesis de que los tributos que pagan quienes tienen más sirven para mejorar la distribución no se cumple en nuestro país. Y menos se cumplirá con este proyecto, porque incorpora desigualdades tan grandes como la de diferenciar entre aquellos que mandan a sus hijos a colegios pagados y quienes los educan en establecimientos públicos que no son de buena calidad.



Bajo ese concepto, y sin entrar a discutir temas de fondo, como el del FUT y otros, mantengo mi absoluta decisión de votar en contra.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Cuestión de Reglamento, señor Senador?

El señor PIZARRO.- Sí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, es evidente que en las conversaciones que hemos sostenido los jefes de bancada respecto a la tramitación de este proyecto llegamos al acuerdo...

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Unánime.

El señor PIZARRO.-... unánime de los Comités de ir directamente a Comisión Mixta, para lo cual hay que rechazar la idea de legislar ahora.



Eso permite, en términos precisos, que mañana la Cámara de Diputados dé cuenta de nuestro rechazo y nomine a sus representantes en la Comisión Mixta -en el Senado ya tenemos designados a los nuestros: los miembros de la Comisión de Hacienda-, la que podría constituirse mañana mismo, en el entendido, por lo que hemos conversado, de que la iniciativa se despache totalmente el próximo martes.



La Comisión Mixta puede funcionar todos los días (lunes inclusive), de modo que el martes venidero tanto la Cámara Baja cuanto el Senado conozcan su informe y despachen el proyecto.



Eso nos otorga el espacio necesario para buscar un acuerdo. Y si no se encuentra, cada cual adoptará, según conversamos, las decisiones correspondientes.



Por lo tanto, señor Presidente, le solicito que procedamos -ya hablamos con el señor Ministro y con los distintos Comités- a votar el rechazo de esta iniciativa, en el entendido de que, tras el trabajo de la Comisión Mixta, la despacharemos completamente el próximo martes.

El señor ESCALONA (Presidente).- Gracias, señor Senador.



En todo caso, la Mesa no tiene autoridad para interrumpir el uso de la palabra a quienes se hallan inscritos.

El señor LARRAÍN.- Sí la tiene, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite plantear una cuestión de Reglamento, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Inmediatamente después de que intervenga el Senador señor Lagos, Su Señoría.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, llegamos a esta etapa de la discusión, y yo al menos admito mi tremenda perplejidad -lo digo muy seriamente; ni siquiera da para talla- por lo que está ocurriendo en la Sala del Senado.



Acá se está debatiendo una reforma o ajuste tributario -pongan el nombre que quieran- que comenzó en 2011 con las movilizaciones del movimiento estudiantil.



En noviembre de ese año, durante la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos, se le dijo al Gobierno que los recursos destinados a educación iban a ser insuficientes para abordar los compromisos existentes, inclusive los relacionados con políticas públicas que compartimos y que están bien inspiradas (léase crédito con aval del Estado y otras).



Se le señaló en esa oportunidad: “Su presupuesto no alcanza. Pase un proyecto con ‘discusión inmediata’ para subir el impuesto a las empresas en 3 puntos -de 17 a 20 por ciento-, y se resuelve el problema”. El Ejecutivo dijo que no.



Afortunadamente, recapacitaron el Presidente de la República y el Ministro de Hacienda. Se cerró la etapa de la negación: “No se requieren recursos extras”. Y de ahí se pasó a la de la realidad: una negociación entre el Gobierno y sus huestes para preparar y presentar una reforma tributaria. 



Tras la etapa de la negociación interna, se presenta la reforma tributaria. ¿Y con qué terminamos? Con que las mismas huestes del oficialismo no se ponen de acuerdo.



Así, durante tres meses estuvimos viendo desde la Oposición, como testigos privilegiados, que no llegaban a acuerdo entre ellos, para terminar con el papelón de retirar un proyecto porque el Ejecutivo no tenía ordenada a su gente e ingresar luego uno nuevo, corregido a última hora con una indicación -para satisfacer a algunos parlamentarios cuyos votos requerían- destinada a arreglar el tramo de los últimos ingresos.



¿Qué quiero decir con eso, señor Presidente? Que el proyecto en debate nació muy mal y tiene diferencias que, con quienes me antecedieron en el uso de la palabra, hemos señalado hasta el cansancio.



Esta iniciativa perseguía una sola cosa: juntar más recursos para financiar la educación. ¿Y qué hace? Sí: aumenta impuestos para juntar más recursos. ¡Bravo! ¡Lo aplaudo! ¿Es poco? Sí. ¿Peor es nada? Correcto, señor. Y voy a aprobar eso.



Pero lo que nos diferencia en este proyecto no es cuánto recauda, sino qué hace en forma simultánea: rebaja el impuesto de timbres y estampillas, favoreciendo a las principales empresas; otorga un crédito tributario por concepto de educación, segregando a la enseñanza pública, y, sobre todo, dispone una reducción tributaria en el tramo de segunda categoría y en el impuesto a las personas.



Eso es lo que nos diferencia: no lo que persigue el proyecto, que es recaudar más, sino que simultáneamente rebaje impuestos a quienes tienen más.



Entonces, uno pregunta por qué. 



Ahora, en esta discusión vemos que estamos divididos entre quienes querían aprobar la idea de legislar y los que estamos por rechazarla. Ello, incluso dentro del mismo sector al que pertenezco. 



Y en este instante, como por arte de magia, alguien dice: “¿Sabe qué más? La vamos a rechazar todos. Llegamos a un acuerdo”.



Señor Presidente, yo no he llegado a ningún acuerdo. Voy a rechazar la idea de legislar porque quería hacerlo desde hacía mucho rato, pues el Gobierno no deseaba retirar los aspectos negativos del proyecto. Pero ahora se plantea que nos pongamos todos de acuerdo y lo mandemos a Comisión Mixta.



¡A Comisión Mixta va a llegar de todas maneras!

El señor BIANCHI.- ¿Y por qué razón?

El señor LAGOS.- No sé cuál es la razón. Tal vez porque faltaron los votos, o porque algunos Senadores no querían apretar el botón y decir cómo iban a votar.



Eso es lo que daña a la política, señor Presidente. Porque la gente que está afuera dice: “Siempre se ponen de acuerdo y no hay diferencias”.



Esta votación, para muchos de nosotros, es crucial, pues permitirá marcar una diferencia respecto a cómo pensamos.



El lunes pasado el Ministro de Hacienda me dijo: “Ricardo, entiendo tu razonamiento, pero pensamos distinto”. Le contesté: “Ministro, tiene razón. Y quiero que los chilenos vean esa discrepancia”.



Por eso, requerimos marcar la diferencia. Y eso se logra con la votación. 



Pero alguien dice: “Nos pusimos de acuerdo para llevar el proyecto a Comisión Mixta”.



¡No! ¡No hay acuerdo!



Quien quiera rechazar el proyecto, que lo haga. Y si alguien cree que es bueno, que lo apruebe. Pero no me parece justo decirle al resto de los chilenos que los Senadores nos pusimos de acuerdo, que descubrimos la luz a última hora.



¡No!



Esta iniciativa, a mi juicio, tiene deficiencias. Y si el Senador Espina -lo señalo por intermedio de la Mesa- cree que no da el ancho, que la vote en contra. Pero no se vista esto como un acuerdo. Porque algunos Senadores no compartimos el crédito tributario a la educación; la rebaja excesiva que se les hace a las personas de más altos ingresos; la forma como se distribuye la rebaja del impuesto de timbres y estampillas, que favorece básicamente a las grandes empresas. Y propusimos una alternativa.



¿Cuál era la alternativa? Aumentar los recursos. Y para eso están los votos. Al Gobierno se le hizo una propuesta, en la que participamos todos. El Presidente del Senado conversó con los Ministros Larraín y Larroulet, a quienes les señaló: “Si retiran el crédito tributario a la educación, les aprobamos la idea de legislar, sin ningún otro compromiso; porque después podremos rechazar el resto”. Pero el Gobierno dijo que no.



¡Y ahora quieren que nosotros aparezcamos avalando un acuerdo...!



La única forma que tengo para diferenciarme, si todos van a votar en contra, es verbalizando. Porque algunos no estaban por rechazar este proyecto, sino por aprobarlo.



Señor Presidente, hasta el día de hoy el proyecto era estupendo. Abro “El Mercurio” y “La Tercera”, y veo que es el descueve; tiene todas las bondades del mundo.



¿Y ahora nos quieren convencer de que hay que rechazarlo...?



¿Saben qué les pido? Pongamos los votos arriba de la mesa. Si a algunos les gusta la iniciativa, que la aprueben. Aquellos que deseen apoyar a su Gobierno, que lo hagan. Igual va a terminar en Comisión Mixta, pero diferenciándonos.



Ahora -lo digo para hacer más tranquila y simpática la parte final de mi intervención-, ¿saben qué es este proyecto?



Para explicarlo, me cuelgo de las palabras de la Ministra Matthei, del Diputado Moreira y del Senador Novoa: la primera trató al Presidente de la República de “pelusa”; el segundo, de “bromista”, y el tercero, de “incontinente verbal”.



El proyecto es una broma, porque recauda poco.



También es un peluseo, pues se dice que se va a recaudar para financiar y, simultáneamente, la Derecha se resiste y baja impuestos.



Pero lo más importante es que en él hay incontinencia, ya que cada vez que hablamos de subir tributos para una buena causa -tal ocurrió con la Ley de Reconstrucción- aparece la “letra chica” y, ¡tac!, se mete una rebaja tributaria permanente.



Entonces, el proyecto es una broma, constituye un peluseo y -lo digo así- adolece de incontinencia. 



La mejor prueba de ello es que ahora todos quieren rechazarlo porque es malo.



Yo les propongo lo siguiente: que cada cual vote como le parezca y que tratemos de ponernos de acuerdo en la Comisión Mixta.



Yo estoy disponible para llegar a acuerdo, señor Presidente, pero no para bajarles los impuestos a los más ricos so pretexto de financiar la educación pública.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Todos sabemos que las manifestaciones están prohibidas.



El Comité Demócrata Cristiano solicitó abrir la votación.



Para una cuestión de Reglamento, tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que el Senador que me antecedió en el uso de la palabra no ha entendido el espíritu de lo que estamos haciendo.



No se trata de ocultar las diferencias -porque ellas existen-, sino de pensar en el país; de ver cómo podemos, si hacemos un último esfuerzo, un esfuerzo adicional, darle a Chile una respuesta positiva, concreta.



Puede que no lleguemos a acuerdo. Entonces, vamos a votar, y se marcarán las diferencias. 



Pero puede que lleguemos a acuerdo, y a un buen acuerdo para nuestro país. 



¿Por qué nos vamos a negar a eso?



En consecuencia, señor Presidente, le pido que suspenda la sesión,...



--(Manifestaciones en tribunas).


... de acuerdo al artículo 58 del Reglamento, que dispone: “El Presidente podrá, en cualquier instante, suspender la sesión hasta por veinte minutos”.



Le solicito que la suspenda por diez minutos o por quince, para ver cómo ordenamos esta situación. Y luego sigue la sesión.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Estimados amigos de las tribunas, ustedes saben que no se pueden manifestar aquí. Además, no se va a acabar el mundo porque suspendemos nuestra labor por algunos instantes.



Así que voy a recoger la solicitud formulada.



Se suspende la sesión por diez minutos.

)---------------(



--Se suspendió a las 18:46.



--Se reanudó a las 18:58.
)---------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Continúa la sesión.



El Comité Demócrata Cristiano ha solicitado abrir la votación.



¿Habría acuerdo?

El señor GIRARDI.- Con la mantención del tiempo disponible.

La señora ALLENDE.- Conforme.

El señor ESCALONA (Presidente).- Serán 7 minutos, en total, para la fundamentación del voto.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ESCALONA (Presidente).- Está inscrita en primer lugar la Senadora señora Rincón, quien no se ha reintegrado todavía a la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, si hay algo claro a estas alturas es que no nos encontramos ante “la” gran reforma tributaria. La verdad es que nunca lo fueron ni la primera iniciativa ni la siguiente, ni todos los elementos que se le fueron incorporando al texto, que el Gobierno, en su segunda versión, catalogó como “sencillo y simplificado”.



Subir los impuestos a las empresas nunca ha sido una política de Derecha. Eso es así. De hecho, no figuraba en el programa del Gobierno.



El problema es que el proyecto se ha ido desvirtuando con un conjunto de colgajos, de disposiciones completamente contradictorias. Se ha ido transformando en un verdadero campo minado, con preceptos que va a ser imposible revertir. Se han ido añadiendo cosas que lo han ido tornando en cada vez más regresivo.



Eso explica lo que está ocurriendo ahora en la Sala, algo completamente incomprensible hace una hora, cuando el Ministro señor Larraín me dijo: “Pueden pronunciarse como quieran. Rechacen. Esto se vota en este momento”.



Echo de menos la presencia del titular de Educación. Como se expresa que la normativa “perfecciona la legislación tributaria” para financiar la reforma educacional, un actor que no hallo por ningún lado es el Ministro señor Harald Beyer. No sé si ha estado preocupado de contar a los estudiantes en la marcha... Ignoro, realmente, cuál es la razón por la cual no se encuentra presente. O significará que se asume, en definitiva, que el articulado no va a financiar finalmente el objetivo expuesto.



Un documento publicado en varios medios electrónicos, firmado por 32 personas que han recibido premios nacionales, hace presente que en el Gobierno “ha reinado un obstinado silencio ante los planteamientos del movimiento estudiantil”. Y le señala precisamente al señor Beyer que “evadir y fragmentar los debates, acorralar a los estudiantes con todo el poderío de los grandes medios y descansar en las acciones ‘disuasivas’ de Carabineros, o bien señalar que ya no tienen ‘banderas de lucha’, son estrategias que lejos de permitir un entendimiento, contribuyen a profundizar el descalabro del régimen político, ahondando su desprestigio e incapacidad de representar y procesar los conflictos sociales. Es por ello que pensamos que es la hora del diálogo y de un cambio profundo de actitud”.



Probablemente, esto explica el que la Derecha se sume ahora a la Oposición en el rechazo a su propio proyecto.



Se concluye expresando: “De acoger los continuos llamados que han hecho los estudiantes, discutiendo sobre las demandas que respalda la inmensa mayoría de la ciudadanía” -una encuesta hace referencia hoy a un 80 por ciento- “para implementar una verdadera e integral reforma educativa, que nos permita hacer de Chile un país más inclusivo, justo, igualitario y desarrollado”.



Señor Presidente, como no hay una explicación lógica para comprender el cambio de posición de la Derecha, trato de deducirlo de este documento, firmado -repito- por 32 premios nacionales, algunos de ellos claramente ajenos a nuestras filas.



Ya he manifestado que no se trata de la gran reforma. Se intenta transformar la iniciativa en la respuesta fundamental que el Gobierno da a un año y medio de movilizaciones y a una demanda profunda que la ciudadanía toda ha traducido a través del movimiento estudiantil. Para ello, se sostiene que se financiaría la reforma en educación, lo que no se sabe, francamente, adónde apunta. En efecto, hoy día existen siete proyectos en trámite, entre la Cámara y el Senado, y no es posible responder con claridad a la pregunta: “¿Dónde se halla la gran reforma de la cual se habla?”.



Tampoco es evidente que los recursos vayan a financiar necesariamente la educación, porque, conforme al principio de la no afectación de los impuestos, estos van a fondos generales de la nación, sin que puedan tener un destino específico como el expuesto por la iniciativa. Es decir, solo en el enunciado se expresa que la recaudación de mil y tantos millones de dólares -son 870 millones cuando baja- iría al sector mencionado. Los recursos podrían terminar en gasto corriente, en cualquiera, como ocurrió también con los aprobados en la Ley de Presupuestos de 2012.



Entonces, no se está apuntando aquí a la esencia de la educación. Lo que hemos ido conociendo es improvisación, más bien. El fondo de 4 mil millones de dólares anunciado hoy día no es el de Estabilización Económica y Social ni el de Reserva de Pensiones, sino que operará hasta agotar la existencia y se va a nutrir de las partidas presupuestarias respectivas, en dos años sucesivos.



Lo básico se lo hemos dicho hasta el cansancio al Gobierno. El Senador señor Rossi tiene razón al plantear que el alza en tres puntos del impuesto de primera categoría es algo positivo. Y ello lo hemos señalado siempre. Sin embargo, algunos aspectos tornan el proyecto en completamente regresivo, como el crédito tributario para gastos en educación. Se lo hemos dicho al señor Ministro en todos los tonos. Creo que más fácil que la decisión que la Alianza está tomando hoy día habría sido que el Gobierno, de frentón, más que esperar que se cayera, retirase el capítulo del crédito tributario de incentivo a la educación privada.



Pienso que lo expresado recién por mi Honorable colega Lagos es bien importante, porque, como ha habido una suspensión de la sesión, como se han celebrado reuniones de Comités, cualquiera que siga el debate podría haber concluido: “¡Ah! Se pusieron de acuerdo las dos coaliciones”. No. Aquí no se ha registrado nada de eso. La Oposición no está comprometiendo sus votos para hacer algo distinto de lo que siempre ha señalado en cuanto a que va a echar abajo aquellos aspectos que signifiquen una disminución en la recaudación. Vamos a rechazar el crédito tributario en la discusión particular. En consecuencia, o se le teme a esta última o, definitivamente, se quiere hacer aparecer que media un acuerdo. Pero no lo hay.



Creo que el eje central del debate no ha cambiado, señor Presidente, porque los recursos no van a permitir un cambio estructural en la educación y la iniciativa contiene aspectos que, por el contrario, van a significar un retroceso.



Voto en contra.

El señor ESCALONA (Presidente).- El señor Ministro de Hacienda ha pedido la palabra, para lo cual se requiere la unanimidad de la Sala, pues ya estamos en votación.



No existen objeciones.



Conforme al criterio adoptado, tiene hasta siete minutos para intervenir.

El señor LARRAÍN (Ministro de Hacienda).- Señor Presidente, simplemente deseo comentar algunos aspectos que se han mencionado.



Efectivamente, hay diferencias de opinión, como se puntualizó. Nosotros juzgamos que este es un muy buen proyecto, el cual se hace cargo en forma responsable de las necesidades en educación. Pero no es lo único que contribuye a ello, por existir una serie de otras fuentes de ingreso, como el crecimiento económico y la reducción de la evasión, que aportan puntos adicionales de incremento. A lo anterior se suma la reasignación de gasto. Varios elementos se hallan detrás de las alzas en la recaudación, y no solo la iniciativa en estudio.



Lo que ha ocurrido acá -antes de hacerme cargo de temas determinados- es que se apunta simplemente a una última oportunidad de llegar a un acuerdo. Se trata de un proyecto tributario, complejo. Hagamos un último esfuerzo. Y los propios parlamentarios de Oposición nos han propuesto que vayamos a una Comisión Mixta. Entonces, la cuestión radica en eso.



No se intenta exponer que llegamos a una coincidencia. Es preciso ser claro sobre el particular. No estamos haciendo esa afirmación, sino que queremos tener una última oportunidad -repito- para llegar a entendernos. El planteamiento lo hizo el Senador señor Letelier y fue recogido por el Honorable señor Espina, y de ahí se generó la propuesta. Considero que lo que nos ocupa se encuentra dentro de ese espíritu. Que no se quieran leer cosas distintas. No pretendemos sostener: “Aquí todos concordamos, de manera que estamos listos en la Comisión Mixta”. No. Pero demos un espacio a esta última para que el acuerdo pueda alcanzarse.



Respecto de las materias centrales de la iniciativa, se ha dicho que lo cambiado es para peor. Creo que no es así. Muchos han reconocido que sus posiciones fueron recogidas en el texto simplificado. Ahí no están los impuestos verdes ni la rebaja arancelaria. Fueron cuestiones expuestas repetidamente por parlamentarios de la Concertación y también por algunos de nuestra Coalición. Tampoco se incluye lo relativo al impuesto a los alcoholes, hecho presente acá. Repito que quisimos una simplificación. Se reducen las alzas de impuestos y también, por lo tanto, las rebajas. Se mantiene lo que gastamos en educación.



Con relación a los aspectos tal vez controvertidos, quiero recordar, en cuanto al favorecimiento de los altos ingresos, que durante los Gobiernos de la Concertación se efectuaron dos reformas para reducir el impuesto a las personas: de 50 por ciento a 45 y de 45 por ciento a 40. En esa época no hubo ningún problema en aprobarlas, sin considerarse que se beneficiaba a los más ricos. No se utilizó ese tipo de lenguaje. Se hizo presente: “Esto va al emprendimiento”. Entonces, juzgo que debe existir una consistencia en el tiempo entre lo que se aprueba en un momento y en otro.



El Impuesto de Timbres y Estampillas fue eliminado transitoriamente en 2009 por el Gobierno de la Presidenta Bachelet, con una aprobación casi unánime. También es un punto importante.



Y en cuanto al crédito tributario por concepto de educación, solo deseo consignar que recogimos el planteamiento de que se extendiera a la educación municipalizada.



Por tanto, lo que aquí se ha registrado, señor Presidente, es la posibilidad de responder opiniones sobre muchos temas.



Estamos dispuestos a considerar también otras fuentes de ingreso, como lo ha sugerido el Senador señor Letelier.



Hoy en la mañana propusimos un fondo de 4 mil millones de dólares para la educación. Lamentablemente, ello no fue aceptado. Pero es algo que demuestra que ha habido una actitud de llegar a un acuerdo y de acercarlo.



Por desgracia, lo que hemos realizado hasta el momento para arribar a una coincidencia no ha tenido acogida en la Oposición. Sin embargo, queremos hacer un último esfuerzo -estimamos que el país lo requiere-, el cual se verificará en la Comisión Mixta.



Desde el punto de vista de la eficiencia en el uso del tiempo, pensamos que el lugar para resolver esta larga discusión, en la que ya sabemos que mantenemos posiciones distintas en varios puntos, es la instancia mencionada, la cual, en un período breve, puede presentar una alternativa. Y ojalá que podamos ponernos de acuerdo.



Ese es el espíritu que ha animado el planteamiento recogido por el Senador señor Espina, según lo entiendo, e imagino que asimismo al Honorable señor Letelier.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, sin lugar a dudas, 2011 será recordado como el año en que los estudiantes nos hicieron reaccionar frente a la discriminación que sufre la inmensa mayoría de los chilenos. Lo digo así porque, cuando revisamos el asunto educacional, lo que se halla detrás de este, indudablemente, es la diferencia que afecta a los jóvenes y que enfrentan, con mayor dureza, los de Regiones.



Eso se podría extender a otros ámbitos. También sería posible hacer referencia a la salud, a la infraestructura, en fin, a lo que viven, en el día a día, hombres y mujeres.



Y podríamos dar muchos ejemplos.



En Linares, comuna que represento, solo en 2016 vamos a poder contar con una infraestructura hospitalaria de calidad. La realidad de quienes se enferman y requieren asistencia en salud es claramente indigna y discriminatoria, en verdad, en comparación con los recursos existentes en otras partes y en la Capital.



Como hija de una Región, como mujer, como representante de una circunscripción en el Senado, y considerándome por completo privilegiada ante lo que la vida me ha permitido hacer, me siento totalmente en sintonía con lo que reclaman y exigen los estudiantes y sus familias.



Estimo, además, con convicción, que la educación es el camino para lograr justicia social. Y no solo para dicho sector, sino también para otros que ya he nombrado, requerimos una reforma tributaria, profunda y estructural, que se haga cargo de los enormes cambios y desafíos en nuestro país y que, obviamente, demandan un mayor esfuerzo de quienes más tienen.



Cuando analizamos en la Comisión, con nuestros colegas, el perfeccionamiento tributario para la educación propuesto por el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera, concluimos que era insuficiente.



Además, cuando revisamos técnicamente las alzas, las rebajas y los beneficios que se contemplaban, llegamos a la conclusión de que, en muchos casos, las medidas planteadas podían devenir inútiles y de que no había convicción de parte del propio Ejecutivo en cuanto a la cantidad de recursos requeridos para acometer este desafío.



Recién escuchamos al Ministro de Hacienda explicando la última oferta del Gobierno para conseguir la aprobación de este proyecto: la creación de un fondo para la educación, de 4 mil millones de dólares, constituido por la Partida Tesoro Público y el FEES. 



Lo cierto es que no hay certeza respecto de ese fondo en cuanto a cómo se va a manejar, de qué forma se va a utilizar, a quiénes va a estar destinado, en fin.



Ahora, es cierto que necesitamos recursos y una reforma tributaria de verdad para terminar con las diferencias o las discriminaciones en el sistema de salud; una reforma necesaria para un Estado moderno que aporte recursos suficientes para trabajar, por ejemplo, en ciencia y tecnología, en fin.



Me parece que si queremos lograr el desarrollo de nuestro país, y no solo su crecimiento económico, debemos llevar a cabo una reforma de verdad.



En las provincias, los niños y las niñas enfrentan una situación discriminatoria que los marca desde la cuna. No cuentan con un sinnúmero de elementos que les permitirían entrar a competir en Chile, país que se presenta ante el mundo como exitoso, en condiciones de igualdad.



Si queríamos aprovechar el escenario fijado por los estudiantes en el debate nacional, era necesario tener audacia y coraje para enfrentar esta discusión.



Es cierto que se requieren con urgencia y “a la vena” fondos para sacar adelante nuestros desafíos como país. Pero no resulta factible, en un debate como el que realizamos durante estos días, dar un salto cualitativo que permita lograr mayor equidad y mejores oportunidades para todos.



Señor Presidente, estimo que nos farreamos una oportunidad importante, porque existía un ambiente a nivel nacional que habría hecho entender a todas y a todos que quienes tenían más debían realizar un esfuerzo mayor.



En el escenario en que nos encontrábamos, había consenso en la ciudadanía en la necesidad de esta reforma tributaria, así como también en la de introducir un cambio a nuestro sistema político. Lamentablemente, ninguna de las dos enmiendas, entre otras necesarias para mejorar nuestro modelo económico y político, parece haber sido el camino elegido por la institucionalidad democrática del país.



Creo que el Presidente dejó pasar una oportunidad histórica para generar una gran reforma tributaria. En cambio, envió al Congreso un proyecto de perfeccionamiento tributario absolutamente insuficiente, casi inútil. ¿Por qué? Porque, según los expertos, la educación demandaba una inversión de 4 mil 500 millones de dólares; porque se insiste en dar beneficios a los más ricos y no se entregan, al revés de lo que se pretende sostener, beneficios a la clase media (uno podría exhibir la tabla que usted mismo, señor Presidente, entregó al Ministro de Hacienda, en la cual se da cuenta de aquello), y porque no se están recaudando recursos para la educación. Afirmar lo contrario es, de verdad, irresponsable y engañoso.



Un Chile con menos desigualdad y abusos solo es posible con una carga tributaria superior en virtud de la cual los más ricos paguen más impuestos. Porque, para construir un país en que las oportunidades lleguen efectivamente a todos, se necesita recaudar por sobre los 14 mil millones de dólares.



Al respecto, tenemos un problema, porque durante los últimos 22 años solo hemos llevado a cabo reformas que hemos ido consensuando con pequeños avances. ¿Chile se ha transformado? Sí, pero no a la velocidad requerida para que el éxito les llegue a todos.



Las razones de por qué en el pasado efectuamos reformas que otorgaron beneficios tributarios se entienden en el contexto de un país que era distinto: contaba con un tercio del PIB per cápita actual; la tasa de impuesto a las personas se hallaba por sobre la de los países de la OCDE, y resultaba necesario hacer mayores esfuerzos.



En tal sentido, señor Presidente, por más que le dimos vueltas en la Comisión junto con los colegas con los que analizamos este proyecto, creemos que no podemos mentirle al país: esta es una iniciativa -termino, señor Presidente- claramente insuficiente; que no recauda los fondos que pretende recaudar; que beneficia a quienes no lo necesitan, y que no satisface lo que el país demanda.



Gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, hace más de dos años y medio, en Renovación Nacional llegamos a la convicción de que era necesaria una reforma tributaria. Y creamos una comisión que realizó una primera propuesta, entregada en noviembre de 2009, cuando no había movilizaciones en la calle y el candidato de la Oposición, Eduardo Frei, no tenía ni una letra, ¡ni una letra de reforma tributaria en su programa de gobierno!

El señor FREI (don Eduardo).- Pido la palabra, señor Presidente. He sido aludido.

El señor CHAHUÁN.- E hicimos nuestra primera presentación, porque teníamos la seguridad de que era necesaria y urgente una reforma tributaria para los efectos de lograr una mayor equidad en la distribución del ingreso en nuestro país.



Y fuimos generando, primero, consenso en mi partido; después, consenso técnico y consenso social, y luego vino la movilización estudiantil, que claramente mostró que era necesaria y urgente una reforma tributaria.



¿Y qué hizo este Gobierno, “mi” Gobierno?



Anunció el inicio de una reforma, como la que no se había planteado en los últimos años, respecto a esta materia.



¿Y qué dijo? 



“Vamos a dar cobertura universal para kínder y prekínder al 60 por ciento de la población más vulnerable”.



“Vamos a incrementar la subvención escolar con el fin de fortalecer la educación pública y llegar, al final de nuestro mandato, con la posibilidad de doblarla”. ¡Fortalecimiento de la educación pública!



¿Qué más se dijo? 



Que era necesario establecer un nuevo sistema de financiamiento para la educación superior. Se hizo un esfuerzo para rebajar la tasa de los créditos, de 6 por ciento, que reventó a las familias chilenas y que fue el detonante de las movilizaciones sociales. Este Gobierno hizo posible la rebaja de esa tasa de interés.



Y además señaló: “Vamos a incrementar las becas de educación superior, de 118 mil, que eran las que había el 2009, a cerca de 400 mil el 2014”.



Eso es lo que se propuso este Gobierno, con una reforma tributaria que, adicionalmente a la del año 90, va a recaudar más recursos para el Estado.



La primera reforma tributaria gruesa se llevó a cabo, justamente, durante el Gobierno del Presidente Patricio Aylwin, con el apoyo de Renovación Nacional, liderada por el ex Senador Sebastián Piñera. Y la actual, bajo el Gobierno de este último, es la segunda de mayor recaudación, con 0,35 por ciento del PIB.



¿Qué pasó entremedio?



Muchas reformas de papel de los Gobiernos de la Concertación,  que incluso, señor Presidente -lo quiero decir-, en algunos casos ni siquiera lograron recaudación positiva. ¡Tuvieron recaudación decreciente! Y hay que hacerlo presente, como corresponde.



Ha sido justamente en este Gobierno donde se ha planteado la reforma más sustantiva para recaudar recursos para el Fisco y, particularmente, para la educación, desde el año 90 hasta la fecha.



En ese orden de cosas, señor Presidente, quiero defender algunos puntos.



Primero, esta reforma establece, además, la reducción del impuesto de timbres y estampillas. Y los beneficiados son, nada más ni nada menos que en un 99,8 por ciento, las personas naturales y las pymes.



Voy a repetir lo que expresó la ex Presidenta Bachelet, en su mensaje del año 2009, cuando pidió reducir dicho tributo. 



Leo a la letra:



“Adicionalmente, este proyecto propone la eliminación transitoria del impuesto de timbres y estampillas, que se paga con cada préstamo. Esta medida reduce el costo del crédito y facilita que una familia de clase media pueda cumplir en el 2009 el sueño de la casa propia, o que una empresa pequeña o mediana pueda financiar una inversión que le permita volverse más productiva y crear más empleo”.



En ese contexto -quiero defender el punto también-, ¿qué hizo la Concertación con respecto a la rebaja del impuesto a las personas?



Primero, el Gobierno del Presidente Patricio Aylwin redujo el impuesto a los más ricos, de 50 a 48 por ciento en 1994, y a 45 por ciento, a partir de 1995.



¿Qué hizo después el Presidente Lagos? ¡Redujo los impuestos a los más ricos: a 43 por ciento en el 2002, y a 40 por ciento a contar del 2003!



¿Qué hace el actual Gobierno? No toca el impuesto a los más ricos, quienes seguirán tributando la tasa marginal de 40 por ciento.



¿Y por qué, señor Presidente? Por otra medida que es importante que quienes se hallan en las bancas del frente entiendan: desincentivar la creación de sociedades de papel, con el objeto de que los ricos tributen y no eludan impuestos a través de ese mecanismo. ¡Si no es menor que el 52,8 por ciento de las utilidades no distribuidas en este país se concentre en sociedades de inversión! Por lo mismo, es indispensable instaurar todas y cada una de las rectificaciones necesarias para que los ricos realmente tributen en Chile.



Además, esta iniciativa dispone medidas de alivio para la clase media.



Ahora bien, señor Presidente, después del empuje a la solicitud que le hicimos Senadores de la Coalición al Ministro de Hacienda, finalmente este accedió a que, aparte de los mil millones de dólares que se recaudarán por esta reforma tributaria para financiar las propuestas y compromisos en educación del Presidente Piñera, se formara un fondo permanente de 4 mil millones de dólares adicionales.



¡Fíjense, señores Senadores, que el presupuesto total para educación fue de 7 mil 500 millones de dólares el 2009! ¡Y el de este año alcanza a 12 mil millones de dólares, fuera de la recaudación adicional de mil millones de dólares y de un fondo especial para la educación de 4 mil millones de dólares!



Por lo tanto, aquí hay plena voluntad y convicción de que las cosas se están haciendo bien.



Acá, el Gobierno del Presidente Piñera ha puesto todo sobre la mesa. En un escenario internacional complejo; con una cesantía de 24 por ciento en la Unión Europea; con algunos de los miembros del centro de este bloque incluso en recesión; con algunos países emergentes sufriendo complejidades, Chile se atreve a llevar a cabo una reforma tributaria que sube en 3 por ciento el impuesto de primera categoría -cada punto representa 350 millones de dólares-, pero que además otorga facilidades a las pymes, que son las que mueven el país, que son las que generan empleo, para que sigan haciendo crecer económicamente a nuestra nación.



¡Esa es la diferencia, señor Presidente!



Y por eso quiero pedirle a la Concertación racionalidad; que busquemos asegurar el financiamiento para los proyectos de educación, pero también que continuemos velando por la estabilidad que Chile necesita.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senador señor Frei me ha solicitado hacer uso de su derecho a réplica por haber sido aludido en la intervención anterior. No podemos acceder a ello ahora. Pero, como solución, le ofreceré la posibilidad de intervenir de inmediato para fundamentar su voto.

El señor FREI (don Eduardo).- Gracias, señor Presidente.



Sin tanta vehemencia, quiero señalarle a mi colega que el destacado economista Eduardo Engel preparó las bases tributarias de mi programa de gobierno en una actividad que realizamos en la Biblioteca Nacional. Le puedo indicar la fecha y los documentos, por si no los conoce.



Del pasado podríamos discutir mucho. Por eso, yo me voy a referir solamente a lo que atañe a este proyecto.



El 3 de mayo ingresó a la Cámara de Diputados una iniciativa que durmió el sueño de los justos durante tres meses y medio. ¿Por qué no se aprobó en la otra rama del Parlamento? Porque no estaban los votos, porque la Derecha no estaba de acuerdo con su contenido. 



Finalmente, el Gobierno y su Ministro de Hacienda -este lo reiteró ayer en la Comisión del ramo de nuestra Corporación- dijeron: “Con este proyecto no vamos a ninguna parte”. Y, por lo tanto, lo cambiaron; presentaron uno nuevo, que ingresó a fines de julio en la Cámara de Diputados, y con eso se consiguió pasar acá, al Senado.



Hemos discutido largamente con el señor Ministro. Y se lo indiqué hace más de diez días en una reunión y se lo acabo de repetir ahora: “Vamos a comisión mixta”. Los tres miembros de Oposición de nuestra Comisión de Hacienda le expresamos que no teníamos ninguna dificultad en pasar a esa instancia bicameral, para corregir los puntos que no nos parecen adecuados y despachar un buen proyecto.



Y hoy, como manifestaron algunos Senadores, se ha producido una situación que nadie entiende. En minutos se cambió toda la historia. ¿Por qué? Porque en algún momento se pensó que los votos estaban. Después hubo otras discusiones, hasta que finalmente dijeron: “Bueno, lleguemos a un acuerdo. Vamos a mixta”. ¿Por qué? Porque se pensaba que se iban a aprobar algunas cosas y a rechazar otras. Y, en esa lógica, y además porque los Senadores Bianchi y Cantero habían anunciado su voto negativo, llegamos a este punto.



Por mi parte, expreso mi deseo de lograr algo bueno.



El Honorable señor Chahuán hizo grandes alabanzas a su Gobierno. Sin embargo, frente a eso a mí no me queda otra cosa que mencionar algunos de los bochornosos hechos ocurridos en el último tiempo.



Por ejemplo, en La Moneda se afirmó que en Chile nunca había habido política de Defensa y que hoy sí la había. No obstante, en mi Gobierno se elaboró el Libro Blanco, reconocido por todos y aprobado por el Congreso. Y resulta que la política de Defensa que nunca se había hecho en la historia de Chile ahora terminó en un borrador que se repartió a los países de UNASUR y que luego hubo que retirar, causándonos un gran bochorno internacional. 



También se señaló que el 44 por ciento de las garantías AUGE se fueron por secretaría. O que todos estábamos durmiendo siesta, porque a fines de los 2000 nos íbamos al precipicio. 



¡Todos estábamos durmiendo siesta...!



Hasta que llegó “El Salvador” y anunció: “Aquí comienza Chile”. Es lo que tantas veces hemos visto en América Latina: Presidentes que llegan y dicen que antes no se hizo nada y que ahora se está haciendo todo.



Y al final, ¿en qué quedamos?



Es una historia que hemos observado en innumerables oportunidades y que no me gustaría que se siguiera repitiendo en Chile.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra a continuación, para matizar las intervenciones, a fin de que no se repitan Senadores de los mismos Comités, el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- ¡Muchas gracias, señor Presidente, por la calidad de “matizador” que me ha dado...!



Quiero referirme al proyecto que ahora nos ocupa y no a alguna negociación que pueda haberse gestado o gestar, porque a mi juicio es lo que corresponde.



Señor Presidente, desde mi perspectiva, cualquier cambio tributario es algo de extraordinaria complejidad. 



Yo soy de aquellos -puede que seamos pocos- que sí creen que la estructura tributaria es muy importante en un país para incentivar al empleo, el crecimiento y la inversión.



Además, pienso que impuestos bajos y parejos ayudan mucho a que una sociedad progrese.



Y con el transcurso de los años hemos podido constatar que esa definición, que sostengo desde hace largo tiempo, ha dado buenos resultados. Si comparamos la situación de sociedades emergentes parecidas a la de Chile -no nos midamos con los países desarrollados-, uno puede darse cuenta de que aquellas naciones que optaron por la otra fórmula, de darles mucho a los que gastan y darles poco a quienes emprenden, han alcanzado tasas de crecimiento muy bajas, niveles de desempleo muy altos y cifras de inversión casi inexistentes.



Entonces, al final, esto tiene que ver con un problema conceptual, de ideas. Y, desde mi punto de vista, la defensa de una lógica tributaria que permita el emprendimiento es valiosa en un país como el nuestro.



Por lo mismo, cualquier cambio en esta materia no es menor; es muy relevante. Yo soy de aquellos a quienes sí les importa. Porque algunos hablan de dos puntos más, dos puntos menos, sin darse cuenta de lo que tal diferencia significa, en particular para un país emergente como el nuestro.



Por ello, cuando se planteó la presente reforma tributaria, mi primera aproximación fue más bien reluctante. A mi juicio, lo que justificaba avanzar en este asunto se relacionaba con la existencia de problemas que se habían dilatado en el tiempo y los cuales no tenían una solución potente.



Primero, la necesidad de una inversión en materia educacional. Porque digámoslo en castellano: los últimos Gobiernos han fracasado en ese ámbito, especialmente en lo que respecta a financiamiento, acceso y control o estudio de la formación que se imparte. 



En el Parlamento, las bancadas del lado de acá votamos en contra del 6 por ciento de interés anual que el CAE imponía a determinados grupos universitarios. Y las bancadas de allá se pronunciaron a favor de la medida. El efecto de esa legislación de hace cinco o seis años fue deplorable para miles de jóvenes, para los cuales estudiar se transformó en un drama y no en una forma de progresar. 



Obviamente, porque hay que avanzar en la cobertura universal de los kínder y de los prekínder, se requiere una subvención escolar muy superior a la que se acostumbraba dar.



Y a eso le sumamos una batería de medidas para ayudar a los emprendedores, como bajar el impuesto de timbres y estampillas, que evidentemente inhibe generar acciones distintas. 



Además, se trata de involucrarse en la educación de los hijos y generar una cobertura que nos permita colaborar también con quien educa a través de los impuestos. La reciente encuesta CEP -tan utilizada para muchos efectos- señala que hoy día el problema más importante de Chile estriba en contar con un buen nivel de enseñanza. Y una mayoría considera bueno que los padres puedan complementar el subsidio que entrega el Estado para educación.



Entonces, lo que justificaba y daba sentido a algo excepcional como esta reforma tributaria -en términos objetivos, siempre hay que tener mucho cuidado por los problemas que se puedan generar- eran los beneficios que la acompañaban: una innovación educacional que no se ha implementado por muchos años, y un esfuerzo para favorecer a los emprendedores, quienes son los que tiran el carro del país, en muchos aspectos. 



Con tal perspectiva yo enfrento la presente reforma tributaria, educacional y del emprendimiento. No consiste en subir los impuestos porque sí -cosa que probablemente a muchos de las bancadas del frente les gusta-, sino que la lógica es saber para qué y cómo. Ahí se halla la esencia que justifica la innovación de que se trata.



Por eso -y solo por eso- soy partidario de la iniciativa que nos ocupa. Pero no para aplicarla en forma parcial, sino de manera global: no para aprobar las alzas y descontar o amortizar o eliminar las bajas, porque, para mí, estas últimas son parte muy importante del desarrollo futuro. Porque en la medida que las pymes puedan contar con más acceso a un mejor financiamiento, que supone bajar los impuestos; y en que los padres puedan colaborar en la educación de sus hijos -me parece razonable que la medida se extienda-, en lo que corresponde a la docencia municipalizada (hay proyectos en esa línea), me parece que apuntamos en el sentido correcto.



Pero si esto se traduce, simplemente, en una postergación para ir a la instancia de la Comisión Mixta donde algunos busquen mantener las alzas por una razón ideológica, sin reflexionar en el complemento educacional ni en el implemento del emprendimiento, a mi juicio, sería un esfuerzo inútil. Y tal vez ello les daría la razón a muchos de los que plantearon para qué hacer una reforma que pretende, en teoría, clausurar el debate tributario, en circunstancias de que su aprobación estaba muy lejos de ser posible, real o eficiente.



Señor Presidente, en tales condiciones este proyecto me convence, porque posee sentido, una historia, un desarrollo, un relato. No es simplemente la suma de elementos. Y a Chile le falta ese relato de ver cómo ayudamos a los que emergen y de qué manera nivelamos la cancha en el ámbito educacional, pero sin destrozar esa capacidad productiva de la cual muchos, después, nos sentimos orgullosos. 



Me ha correspondido acompañar a algunos Presidentes de la República de la Concertación que fueron premiados por la estabilidad económica y política de Chile. Eran galardonados: les conferían grados de doctor honoris causa, les ponían unos sombreros extraños y se los consideraba las figuras más relevantes del continente. Y era porque disponíamos de cierto esquema económico -parece que algunos lo quieren cambiar- y político, que otros también desean modificar. 



Entonces, me sorprende la perspectiva con que se acomete el presente debate. Está bien discutir, si sustentamos diferencias legítimas, respetables. Pero aquí no hay la lucha entre buenos y malos, sino visiones de cómo se progresa, de cómo se avanza, de cómo se construye, las cuales, probablemente, son distintas, pero responden a lo que uno cree en la vida.



Por aquilatar de modo excepcional esta reforma, la que encuentro razonable por el efecto económico en la educación y por la compensación que brinda a los emprendedores, voy a aprobar la iniciativa en análisis.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, la iniciativa en examen se denomina “proyecto de ley que perfecciona la legislación tributaria y financia la reforma educacional”. Entonces, resulta evidente que no hablamos aquí de una reforma tributaria, sino del “perfeccionamiento” del sistema.



Lógicamente, como el problema educacional resulta muy sensible para todos los parlamentarios -y creo que para la inmensa mayoría del país- el poder allegar más recursos para el sector concita nuestro apoyo.



Según la historia -como aquí ya lo ha dicho algún otro colega-, el año 90 el impuesto a las personas alcanzaba al 50 por ciento, y el de las empresas, solo al 10 por ciento. Sumaban 60 por ciento entre ambos. Después se trató de aumentar el tributo a las empresas y bajar el de las personas. Hoy nos encontramos con 17 por ciento para las primeras y 40 por ciento para estas últimas. 



Con el aumento propuesto volveremos al 60 por ciento: 20 para las empresas y 40 -que se mantiene- para las personas.



En mi opinión, todos concordamos con el aumento. Pero las dificultades mayores obedecen a las rebajas que ha propuesto el Ejecutivo.



La adecuación y el perfeccionamiento tributario lo sugiere el Presidente de la República. Los parlamentarios no tenemos atribuciones sobre la materia. Y si aquí nos llega un incremento de 3 por ciento del tributo para las empresas, rechazarlo sería muy fuerte. Por eso, hay que analizar las rebajas. En tal sentido, encuentro muy atinado que se forme una Comisión Mixta. Si no, habría que hacer más de 65 votaciones. Y eso supone -yo diría- 10 o 15 días más. Y, sin duda, el Ministro quiere que se despache el proyecto ojalá la próxima semana.



Por lo tanto, con la Comisión Mixta se va a acelerar el trámite. Y espero que en ella se logren los acuerdos pertinentes.



Pero quiero abordar la parte educacional, a la que se ha hecho mucha referencia.



Nosotros fuimos Gobierno durante 20 años. Y en ese lapso, avanzamos considerablemente. Sin ello, Chile no habría ampliado su matrícula hasta llegar a ser uno de los países con mayor cobertura en educación básica, media y superior en América Latina. Naturalmente, con participación del sector privado.



La masificación de la educación de elite en nuestra región fue rápida, aunque tardía. 



Si nos comparamos con la OCDE, la población europea estaba alfabetizada y escolarizada hace varios siglos. Nuestro país hizo en cinco décadas lo que naciones del viejo continente lograron en muchos años.



Por ejemplo, la población de Finlandia se hallaba alfabetizada el siglo XVII. Y la mayoría de las naciones europeas se encontraban escolarizadas a comienzos del XIX.



Si hablamos de los últimos cincuenta años, ¿qué pasaba cuando asumió la Presidencia de la República don Eduardo Frei Montalva? Más de 500 mil niños quedaban sin educación. Él dijo: “Aquí todos tienen que ir al colegio”. Y ahí partió la jornada escolar única: unos estudiaban en la mañana, y otros, en la tarde. ¡Pero todos empezaron a hacerlo! ¡Muchos ni siquiera sabían leer ni escribir!



El año 1995, bajo el mandato de Eduardo Frei Ruiz-Tagle -hijo del Presidente Frei Montalva-, se implanta la jornada escolar completa: se estudia mañana y tarde. Para ello, hubo que construir miles de escuelas. No había docentes y se formaron los profesores “marmicoc”.



Es decir, ahí se empezó a dar la verdadera importancia a la educación en nuestro país.



En el proyecto que nos presenta el Gobierno se habla de que se seguirán implementando las salas cunas y los jardines infantiles, y de que en 2014 se llegará a 32 por ciento de cobertura. ¡Eso nos alegra muchísimo! Y en cuanto a la educación preescolar de kínder y prekínder, ese mismo año alcanzaríamos 100 por ciento de cobertura. Se trata de un efecto muy notable. Lo hemos comprobado en los planteles donde se imparte ese tipo de formación. 



En épocas pasadas, a los siete años se ingresaba a primero básico; hoy en día los niños llegan a dicho nivel inclusive escribiendo y hablando muchas palabras en inglés. Es un cambio considerable el que hemos experimentado en estos cincuenta años. Además, en la universidad hay un millón 200 mil jóvenes estudiando. 



Hay que agregar más recursos. Estamos de acuerdo. Por eso debemos legislar sobre la materia.



En la educación superior se ampliarán las becas al tercer quintil, para llegar el año 2014 a 400 mil becas. Así como en la educación preescolar, también hay un aumento considerable de recursos para la superior: se tienen destinados 591 millones de dólares. Y para el nivel escolar se consideran 105 millones adicionales.



¿Quién podría estar en contra de estas medidas tan importantes para la educación de nuestro país?



Por eso, estimo que el proyecto es oportuno y pertinente.



Señor Presidente, es el Parlamento donde debemos buscar acuerdos y entendimientos, no en las calles ni en otras partes. Tampoco con insultos ni agresiones. Así sucederá en la Comisión Mixta que se formará. Tengo la esperanza de que se llegue a un muy buen acuerdo. Ojalá el país perciba la preocupación que tenemos por la educación.



¡Doce mil millones de dólares se destinan anualmente para aquella! ¡En 1990, el Ministerio de Educación ocupaba el cuarto lugar en el destino de los recursos públicos! ¡Hoy día es el primero! ¡Y quedan 22 Ministerios por financiar: Salud, Defensa Nacional y tantos otros!



Con los esfuerzos de todos -de la Oposición y de quienes fuimos Gobierno desde 1990 en adelante-, hemos hecho posible avanzar en materia educacional. Nos falta mucho. Tenemos la mejor voluntad de seguir progresando y de aprobar impuestos para que nuestros jóvenes tengan la oportunidad de estudiar.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, en primer término, agradezco y valoro la intervención del Senador señor Coloma, porque devuelve prestancia y dignidad al Senado.



De manera muy responsable y respetuosa, quiero decir que es vergonzosa la actitud del Ejecutivo. No resulta aceptable que un Gobierno venga y diga que un proyecto es bueno y luego señale a sus parlamentarios -menos mal que algunos tienen dignidad para expresar sus puntos de vista y llevar adelante un debate de ideas- que pueden votar en contra de la idea de legislar. Eso es una falta de consideración al país y a la ciudadanía y una frivolización absoluta de la política.



¡Y más encima vienen a relucir un “nuevo” fondo, que es el mismo de antes! Se puede sacar una vez el conejo del sombrero, pero no dos ni tres.



El Gobierno actual ha actuado con la más absoluta irresponsabilidad en esta materia. Creo que ha dejado en muy mala situación incluso a sus propios parlamentarios. Porque aquí hay un debate de ideas. Y efectivamente tenemos puntos de vista distintos, legítimos pero diversos.



¿Por qué pienso que este es un mal proyecto?



En la década de los ochenta, hubo una demanda por la libertad, por el respeto a los derechos humanos. Esas urgencias están resueltas como consecuencia del trabajo de todos. Quedan aspectos pendientes, como el sistema binominal o la reforma a la Constitución. Pero, así como ayer hubo una demanda por la libertad, hoy día hay en Chile una lucha por la igualdad. Y eso es lo que nos debe convocar.



¿Y por qué el debate tributario es importante?



Porque las políticas tributarias no buscan solo recaudar. Claro, permiten allegar recursos para llevar adelante las políticas sociales o afrontar las prioridades del país. Pero también tienen como objetivo generar igualdad.



En ese aspecto, hay una diferencia entre nosotros y la Derecha: para esta la igualdad no es prioridad, sino algo que ha de llegar. Pero no constituye una urgencia.



¿Qué sucede en Chile? Se están produciendo dificultades de gobernabilidad. Se advierte un problema de cohesión social cuando nuestro país exhibe hoy los índices de mayor desigualdad del planeta y el peor coeficiente de Gini del mundo.



¡Sí, Senador Hernán Larraín! Su Señoría sabe que quienes soportan la mayor parte de la carga tributaria son los que lo hacen a través del IVA, que representa el 50 por ciento de esa carga. El impuesto a la renta equivale solo al 30 por ciento; y el de segunda categoría, únicamente al 8 por ciento.



¿Y qué está haciendo el Gobierno? Quiere profundizar la desigualdad, porque desea justamente que los sectores de mayores ingresos tributen todavía menos.



Entonces, ¿cómo nosotros nos vamos a poner contra el sentido de los tiempos, contra la demanda ética de la sociedad, que consiste en más igualdad?



Antes de impuestos, las sociedades de los países europeos también son desiguales. Tienen un coeficiente de Gini sobre 0,35; en otras palabras, el 10 por ciento más rico es casi 35 veces más rico que el 10 por ciento más pobre. Pero, después de impuestos, el coeficiente de Gini, baja a 0,22. Así, el 10 por ciento más rico lo es siete veces más que el 10 por ciento más pobre.



¿Qué sucede en Chile? Es una paradoja. Somos tal vez el único país del planeta donde después de impuestos somos todavía más desiguales que antes de la aplicación de ellos.



De acuerdo a estudios de la Universidad Adolfo Ibáñez -las bancas de enfrente no los cuestionarán-, antes de impuestos el coeficiente de Gini en Chile es 0,52; después del IVA sube a 0,54, y luego de todos los gravámenes queda en 0,53.



¡Eso es una vergüenza! ¡Atenta contra la estabilidad democrática! ¡Significa falta de cohesión social! ¡Implica falta de compromiso con los valores fundamentales! Para algunos que están aquí es un problema trivial. Y más encima el Gobierno festina un debate que es fundamental.



El segundo objetivo de una política tributaria es recaudar.



¿Y para qué queremos allegar recursos? ¿Qué se ha dicho al país? Que hay urgencia en contar con una educación pública de calidad. ¿Y qué hace el Ejecutivo? Una reforma tributaria.



Todas las estimaciones sostienen que la reforma educacional cuesta 4 mil millones de dólares. ¿Cuánto quiere recaudar el Gobierno? En el primer año, mil millones de dólares, y en el segundo, 700 millones. Entonces, no hay interés de verdad, genuino, por resolver un problema de fondo, que es la desigualdad en materia educacional y tener una enseñanza de calidad. Es una segunda puesta en escena, una segunda farandulización de la política.



Yo diría más: aquí hay una señal muy clara del Gobierno en orden a terminar de privatizar la educación pública. Porque los créditos tributarios que se desea entregar a las personas para que retiren a sus hijos de la educación pública, entregando recursos adicionales, ¿saben qué originarán? Lo plantean todos los expertos. Un especialista que vino al Boston College señalaba hace algunos días que, para que los niños de Cerro Navia tengan los mismos recursos y las mismas oportunidades que los de Las Condes, se requerían políticas públicas, aumentando la subvención educacional y los recursos para los profesores e igualando la educación. Se requieren políticas coherentes, que armonicen el proyecto país con un proyecto educacional consistente. No sirve la multiatomización que tenemos hoy, donde cada cual se rasca con sus propias uñas y hace lo que quiere.



Y a eso obedece el sentido común de los estudiantes que están planteando la desmunicipalización para tener un proyecto país.



¿Qué quiere hacer el Gobierno? Entregar a los que tienen más, más todavía, y con ello agravar las diferencias y hacer mucho más profundas las inequidades entre un niño que pertenece a una comuna pobre y otro de una comuna rica. Más encima les vamos a entregar a esta última mayor cantidad de recursos, con lo cual se acrecentará la desigualdad.



Entonces, me parece que nos encontramos ante un problema de convicciones profundas. 



Yo no comparto la posición de algunos colegas que ponen la táctica por delante, la estrategia; es decir, se transan los valores fundamentales en pos de pequeños acuerdos. Nosotros debemos reponer en Chile un debate de fondo. Si no se puede hacer hoy día, lo haremos en las próximas elecciones parlamentarias.



Quiero señalar también que el problema de fondo radica en que hay que escuchar a la gente. Se ha banalizado y ridiculizado a los estudiantes y a sus dirigentes. Se sostiene que estamos manejados por ellos. ¡Que aquí hay sordera! Yo prefiero escuchar a la ciudadanía y a los movimientos sociales en lugar de a los poderosos intereses económicos que muchas veces están detrás de estas políticas, que quieren más prebendas, que no quieren pagar impuestos. 



El Senador Chahuán lo dijo: ¡se elude el pago de tributos! Entonces, eliminemos el FUT, colega, si de verdad quiere avanzar en esta materia. ¡Pero no hagamos más triquiñuelas! 



Por ello, lamento que el Gobierno haya desechado el diálogo con la sociedad; que el Gobierno no quiera conversar; que el Gobierno se quiera atrincherar; que el Gobierno quiera reprimir. Deploro que a jóvenes estudiantes mujeres -esto no puede dejarnos en un silencio cómplice- se las desnude en los calabozos, donde se violan sus derechos fundamentales. 



¡Esas prácticas debemos erradicarlas!



Tenemos que realizar un debate. Si no se puede efectuar ahora, habrá que llevarlo a cabo en el marco de la próxima elección presidencial. 



Pero lo que no haremos es transar nuestros principios, porque las convicciones no se negocian, como sí lo ha hecho hoy día el Gobierno. 



¡Yo no transo mis convicciones! Prefiero la honestidad del Senador Coloma, quien reconoce que hay diferencias y señala que es preciso discutir para llegar a acuerdos. Pero, si no podemos resolver  nuestras discrepancias, será la sociedad la que dirima en las próximas elecciones presidenciales cuál es el país en el que desea vivir. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, votaré en contra de este proyecto, primero, porque no responde a las necesidades del país de avanzar integralmente para disminuir la desigualdad. Chile requiere medidas urgentes no solo en educación, sino también en salud, en vivienda, en desarrollo urbano y en previsión, entre otros aspectos que no se resuelven con este ajuste tributario. 



Segundo, porque no permite avanzar significativamente en la solución del problema educacional chileno. Apenas se consiguen los recursos para acometer los compromisos pendientes en materia de becas y créditos. 



Por otra parte, la recaudación fiscal que se obtendría con esta iniciativa es baja: no más de 1.230 millones de dólares. Es una cantidad bastante menor a los 3 mil millones de dólares de utilidades que obtuvo, por ejemplo, la Minera Escondida el año pasado. 



El proyecto persiste en inaceptables franquicias y beneficios tributarios para sectores de altos ingresos, con las cuales, como ya señalé, las desigualdades se incrementan, luego de la comparación de ingresos disponibles antes y después del pago de impuestos y del acceso a bienes y servicios. 



Tales franquicias son: 



-La rebaja de impuestos personales a contribuyentes con altos ingresos.



-La devolución de aportes en educación, principalmente focalizados en sectores acomodados. Ello agudizará la crisis de la educación pública al constituir un incentivo directo a la modalidad particular subvencionada. 



-La disminución del impuesto de timbres y estampillas, cuyo uso se concentra en las grandes empresas. 



Además, el texto propuesto no contiene mejoramientos relevantes en justicia tributaria para evitar la elusión y evasión. Es cierto que se consideraban mecanismos de este tipo en el primer proyecto que el Gobierno envió a la Cámara de Diputados. Sin embargo, en el que ahora nos ocupa se nota la ausencia de disposiciones para impedir la evasión y elusión de impuestos. 



Señor Presidente, esta iniciativa, indudablemente, no sirve a los intereses del país. 



Nosotros, como Oposición, reclamamos una reforma tributaria que ayude a avanzar en educación y a combatir la desigualdad. Pero se somete a nuestra consideración un ajuste menor que no contribuye a superar los problemas de la educación -especialmente de la pública, la cual recibe un golpe letal con el incentivo directo a los establecimientos particulares subvencionados-, y que tampoco aporta a resolver la desigualdad. Por el contrario, incrementa la brecha, después de impuestos, entre los deciles de menores y mayores ingresos. 



Este es un ajuste insuficiente y que beneficia a los mismos de siempre: no a la clase media, como el Gobierno ha querido hacer ver, sino a los sectores de más altos ingresos. 



Por lo expuesto, señor Presidente, Honorables colegas, reitero mi intención de votar en contra. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina. 

El señor ESPINA.- Señor Presidente, después de escuchar las intervenciones de algunos parlamentarios de Oposición, me queda claro que sus palabras demuestran -y lo digo con todo respeto- una incoherencia absoluta respecto de lo ocurrido hoy día en la Sala. 



Critican al Gobierno permanentemente: que no abre espacios de diálogo; que impone los proyectos; que nunca tiene disposición a escuchar y a conversar. Pero hoy día el Ejecutivo y los Senadores de la Alianza, sabiendo que lo más probable es que la votación implique ir a la Comisión Mixta, hemos planteado hacer algo que en el Senado se considera válido para generar el diálogo que reclaman; esto es, decir: “Propiciemos que la iniciativa vaya a dicho órgano, y ahí hagamos un esfuerzo por alcanzar acuerdos en una materia tan trascedente para el país como es conseguir los recursos que se requieren para resolver los problemas de la educación y, simultáneamente, realizar una reforma tributaria”.



Sin embargo, cuando el Ministro de Hacienda muestra toda la disposición para generar tal acuerdo, se le dice que es incoherente y que no defiende sus principios. Y si dicho Secretario de Estado hace lo contrario y persiste en sacar adelante el proyecto del Gobierno, se le acusa de intransigente. “Palos porque bogas, palos porque no bogas”. 



Yo les quiero decir que esa no es la forma de hacer política.



En cambio, sí valoro y aprecio la disposición de parlamentarios de la Concertación que han dicho: “Perfecto, démonos ese espacio para ver la posibilidad de generar un acuerdo”. ¿Significa eso transar principios? ¡Por favor, no hablemos leseras! Hemos dicho claramente que, si en la Comisión Mixta no somos capaces de llegar a un entendimiento, cada cual defenderá el proyecto educacional y tributario que considere bueno para Chile. 



¡Entonces, no le mientan a la gente! ¡Aquí nadie ha transado principios! Buscar acuerdos no significa negociar convicciones; consiste en tener el talento, la capacidad y la visión de Estado para hacer coincidentes posiciones políticas antagónicas, a fin de generar entendimientos. 



¡Así crecen los países! ¡Así surgen los países! 



A nuestro juicio, la iniciativa que nos ocupa es una gran propuesta, porque alza el impuesto a las empresas de 17 a 20 por ciento y logra una importante recaudación tributaria (mil millones de dólares), que se requiere para la educación. 



Cuando este Gobierno asumió, contaba con un presupuesto de 7 mil millones de dólares y, en menos de dos años, está gastando 12 mil millones de dólares.



La iniciativa dispone que el millón de familias pertenecientes a la clase media chilena podrá descontar de los impuestos que paga hasta 100 mil pesos por hijo, cuando el grupo familiar perciba en total un ingreso no superior a 1 millón 400 mil pesos. ¡No me digan que con esa norma se está ayudando a los ricos!



Una familia compuesta por dos profesores en Chile, con sueldos de 600 mil pesos, podrán descontar de su carga impositiva hasta 100 mil pesos por hijo. ¡Cómo dicen que eso ayuda a los ricos! 



De ahora en adelante, ¿son ricos quienes ganan 400 o 500 mil pesos, en circunstancias de que representan a la clase media chilena? 



Y se les anuncia que no se puede entregar tales recursos. ¿Por qué? Porque deben hacer fila frente a autoridades burócratas para que les digan: “Su hijo estudiará en un colegio público; el de usted, en uno privado”. ¡Si son los padres quienes libremente deciden dónde se educarán los hijos! Al aparato estatal no le corresponde determinar tal situación.



¡Y se señala que no se han aumentado los recursos para la educación pública!



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Ruego a las tribunas guardar silencio. 

El señor ESPINA.- A la educación pública, señor Presidente, sí se le han incrementado los recursos al duplicar el monto de la subvención escolar preferencial. Además, se propone crear una subvención escolar especial para la clase media y se ha establecido, por primera vez en la historia de Chile, la Agencia Acreditadora de la Calidad de la Educación y una Superintendencia de Educación, encargada de que los dineros se gasten bien. 



Adicionalmente, se subsidia a los alumnos que postulan a Pedagogía con más de 600 puntos en la PSU. Ellos podrán estudiar gratis y, si el puntaje es mayor, incluso tendrán el beneficio de perfeccionarse en el extranjero.



Señor Presidente, nosotros no rehuimos ese debate ni por un segundo. Y mantenemos nuestros principios. Pero estimamos que generar un espacio de entendimiento es lo mínimo que puede hacer un Parlamento que esté a la altura de las circunstancias que vive el país.



Esa es la razón por la cual hemos facilitado la posibilidad de que la iniciativa vaya a Comisión Mixta. Y esperamos que la mayoría de los Senadores de la Oposición que así lo quiso honre su palabra e intente generar un acuerdo. Si no, los esperamos en un debate democrático, de buena fe, entre todos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar.

El señor LARRAÍN.- Ya intervino.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No me he referido al proyecto; hablé sobre un asunto reglamentario.



Señor Presidente, realmente, estoy muy confundido. 



Yo me iba a abstener de votar, porque había llegado al convencimiento de que en Comisión Mixta o en la Sala se podía hacer la misma tarea para llegar al mismo objetivo: aprobar las alzas y rechazar las rebajas.



Ese era mi planteamiento.



Sin embargo, hace poco vino a hablar conmigo el Senador Hernán Larraín y, luego, los Ministros Larroulet y Felipe Larraín -y acabo de escuchar al colega Espina-, quienes plantearon: “Por qué no tomar el camino de llevar de inmediato el proyecto a Comisión Mixta”. Yo consideré que ese era un camino plausible. Lo conversamos entre nosotros y después lo dijimos públicamente en la Sala. 



Lo que no estoy entendiendo es por qué en las bancas de la Derecha hay quienes están votando en forma distinta de lo acordado. ¡Hay Senadores que se pronunciarán a favor, y no en contra! La idea era que todos rechazáramos la iniciativa en general  para llevarla a Comisión Mixta. Tal fue el acuerdo adoptado; al menos eso se vino a conversar conmigo. Por lo tanto, yo asumo la responsabilidad.



Ahora me referiré al contenido del texto propuesto.



Hablemos claro.



Primero, no se trata de un proyecto de reforma tributaria. El propio Gobierno habla de “ajuste”.



Segundo, es insuficiente, porque no proveerá los recursos necesarios para hacer una reforma educacional de verdad. Lo sabemos. El Senador Hernán Larraín, con quien he concordado en este punto, lo ha señalado aquí: se requieren muchos más recursos para mejorar la educación pública y para llevar a cabo la reforma educacional que se precisa.



Se dice que el actual Gobierno es el único que ha presentado una reforma tributaria; que en los Gobiernos de la Concertación no se hizo ninguna, salvo la efectuada en el de Patricio Aylwin.



Ello es efectivo. Pero en la Administración de Patricio Aylwin se hizo una reforma tributaria en serio: correspondía a 3 puntos del PIB. La propuesta que nos ocupa representa un 0,3 por ciento del PIB. ¡Es una mini, mini, mini, minirreforma o ajuste tributario! ¡No más que eso!



¿Y cuál es la finalidad del proyecto? Yo leí el mensaje. Dice que el objeto es entregar recursos para atender la educación pública y la educación del país. 



Por lo tanto, debemos ser coherentes con ese objetivo. Seamos francos: no se buscaba rebajar impuestos. 



¿Por qué la tramitación de la iniciativa estuvo detenida más de tres meses? ¡Porque había discrepancias al interior del propio sector de la Alianza! Yo escuché aquí al Senador Novoa plantear lealmente su posición, en orden a que no era necesario aumentar los tributos. Lo mismo señalaron el Senador Coloma y otros colegas de Gobierno que veo aquí. 



Eso fue lo que inmovilizó el proyecto en la Cámara de Diputados. 



Y el Ministro de Hacienda -entiendo su accionar- tuvo que transar entre las alzas y las rebajas para intentar poner de acuerdo a su sector. 



Y cuando nosotros ayer le expresamos a ese Secretario de Estado: “Retire la parte del texto que se refiere a la bonificación para la educación a través de la rebaja en el impuesto global complementario, y con eso facilitamos la tramitación de la iniciativa, dejando a cada uno votar en su mérito el resto del articulado”, se nos dijo que no.



Entonces, ¿qué se requiere? ¿Cuál es la urgencia? ¿Cuál es el objeto del proyecto? Contar con más recursos para la educación.



Bueno, procedamos de la siguiente manera: aprobemos el alza de impuestos y rechacemos las rebajas. 



¿Para qué se proponen rebajas? Para disminuirle los impuestos a gente que seguramente necesita algún respaldo por un tiempo. 



Pero resulta que a las personas que ganan 2 millones de pesos al mes se les descontará de impuestos 100 mil pesos anuales por hijo, y a las que perciban 5 millones, un millón 500 mil pesos al año. ¡A nosotros, a los parlamentarios se nos concedería una rebaja tributaria de un millón 500 mil pesos, en circunstancias de que para quienes ganan entre 500 mil y un millón de pesos el beneficio ascendería solo a 20 mil pesos anuales!



¡Cuál es la finalidad de eso! ¡Cuánto vale tal medida! Se resta la posibilidad de entregar recursos a la educación por 500 millones de dólares. ¡Eso es lo que significa la rebaja de impuestos! Además, implica entregarle a la gente de más altos ingresos ¡250 millones de dólares!



¡Para qué reducir ahora el impuesto de segunda categoría! No es el momento para ello. A lo mejor en un tiempo más podremos estudiar esta idea. Ahora significa una menor recaudación de 160 millones de dólares.



En esos dos puntos ya tenemos 660 millones de dólares menos. 



De otro lado, la reducción del impuesto de timbres y estampillas, que beneficia a quienes solicitan préstamos -en realidad, favorece más a los que pidan mayor número de créditos, y no al mayor número de deudores-, implica 290 millones de dólares.



Yo propongo lo siguiente: ¿por qué no tomamos estos 1.000 millones de dólares -adicionales a los 1.000 millones que recaudaría el proyecto- y los destinamos a la educación pública, a través de la creación de un Fondo Común Municipal N° 2? Así se les entregaría a las municipalidades, sobre todo a las más pobres y a las de sectores rurales, los recursos necesarios para atender en buena forma la demanda por educación en los establecimientos que tienen a su cargo.



¡Son 1.000 millones de dólares más que podríamos usar para ese propósito! ¡Por qué hemos de destinarlos a otro objetivo!



Ese es el motivo por el cual estamos planteando mantener el tributo a las empresas. Porque, seamos francos: no se aumenta el impuesto a la renta de primera categoría; se mantiene la tasa en 20 por ciento, luego de una baja transitoria. 



¡En aquello hay 1.000 millones de dólares disponibles y la iniciativa genera otros 1.000 millones! Nos acercamos a la cifra que me señalaba el Senador Hernán Larraín, en su momento, cuando discutíamos sobre el tema. 



Contamos con 2.000 millones de dólares.



Esa es una manera de resolver la situación. Yo concuerdo con el colega en que es necesario y urgente obtener mayores recursos para afrontar el mejoramiento de la educación.



Esas son las razones por las cuales sustentamos nuestra posición. Y no estamos renunciando a ningún principio. Hubiéramos querido zanjar el asunto aquí, en la Sala. Sin embargo, nos convencimos, por insinuación de los Senadores y personeros de Gobierno, que era mejor llevar el proyecto a Comisión Mixta. Pero ahora me doy cuenta de que algunos de ustedes, como a menudo sucede, no comparten tal procedimiento. 



Sería bueno que se pusieran de acuerdo, porque para gobernar se necesita mucha unidad y, en especial, mucho cuidado en cómo tratar a quien es el jefe. No me voy a referir a los últimos episodios conocidos en relación con el Presidente, a quien han calificado de “pelusa” y respecto del cual han manifestado que tiene “incontinencia verbal”.



--(Manifestaciones en tribunas).



En lo personal, propongo que nos pongamos de acuerdo: vamos a la Comisión Mixta y saquemos un buen proyecto, uno que permita recaudar la mayor cantidad de recursos posible para destinarlos a la educación pública, a fin de que realmente haya equidad en ese ámbito.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.



--(Manifestaciones en tribunas).



Les pido a los asistentes en las tribunas dejar intervenir con tranquilidad al señor Senador.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, yo nunca he rehuido los debates y he sido siempre bastante claro en mis planteamientos. 



Creo que ahora implicaría extenderse demasiado si nos abocáramos a debatir si la única forma de allegar recursos para financiar las políticas públicas es aumentar los impuestos o si es mucho mejor hacerlo a través del crecimiento del país, como ha quedado demostrado. 



Desde luego, en los últimos diez años los ingresos tributarios -no incluyo el último aumento de impuestos- se duplicaron o triplicaron sin aumento de tasas.



No voy a rehuir, en su momento, el debate en cuanto a si los problemas de la educación pública se generan por la falta de recursos, porque, en realidad, en los últimos 20 años se han multiplicado varias veces los dineros destinados a la educación sin que su calidad haya mejorado.



Tampoco eludiré la discusión relativa a que por existir educación particular subvencionada la pública está mal. Pienso que las razones por las cuales esta no mejora son otras y no son atingentes al debate habido acá.



No puedo dejar de hacerme cargo de varios planteamientos que se han hecho en la Sala y que considero errados. Me parece bien que se haya formulado una postura y que nosotros podamos sostener una contraria.



En primer término, se dice que el proyecto se inmovilizó en la Cámara de Diputados porque algunos de nosotros no éramos partidarios de los aumentos de impuestos. En realidad, eso no es efectivo, pues entiendo que los Diputados iban a votar a favor. Pero recuerdo que hubo muchas críticas sobre la rebaja de aranceles, los impuestos verdes y los tributos a los alcoholes y, en definitiva, el Gobierno optó por reformular la iniciativa.



Muchas de esas críticas no venían de parte nuestra, sino de la Oposición.



Por lo tanto, decir que el Gobierno no oye, no es cierto.



En segundo lugar, aquí se hace gran escándalo porque un proyecto de reforma o ajuste tributario contiene rebajas de impuestos. Y lo que se propuso fue incrementar la recaudación entre 700 millones y mil millones de dólares. Y eso se consigue calculando la diferencia entre los impuestos que suben y los que bajan. Aquí no hay ninguna trampa, ni nada escondido. Desde el primer día se dijo: “Vamos a incrementar el impuesto de primera categoría, a rebajar la carga impositiva a las personas e, incluso, a eliminar los aranceles, y a adoptar otras medidas”. 



Por consiguiente, no es nada del otro mundo que estemos discutiendo acá un incremento de la recaudación, teniendo en cuenta las alzas menos las rebajas.



También se ha señalado que son injustas las rebajas de impuestos a las personas.



Deseo manifestar que en Chile la tasa máxima aplicada a las personas es de 40 por ciento, la que se mantiene, pero es elevada. Y cabe señalar también que rápidamente se llega a los tramos altos.



La tasa del primer tramo -el de las personas que ganan menos- se rebaja en 15 por ciento; la del segundo, en 12,5 por ciento; un 10 por ciento en los tramos restantes, y cero por ciento en el nivel máximo. ¿Cuántos son los más beneficiados? Un millón 300 mil contribuyentes.



Se dice que nuestro sistema tributario es injusto, porque el IVA recauda más que el impuesto a las personas. Sin embargo, eso no es culpa de dicho sistema, sino del grado de desarrollo existente en Chile, porque solo un 18 por ciento de la población son contribuyentes. Desgraciadamente no tenemos el nivel de ingresos, por ejemplo, de Noruega, donde el 85 por ciento contribuyen al erario. Entonces, en una nación en que este porcentaje de personas recibe un ingreso suficiente para poder pagar tributos, por cierto que el impuesto a la renta rinde más que el IVA. Pero ese no es un problema de la estructura tributaria, sino del nivel de desarrollo del país. 



Se indica también que el crédito que se otorga a los contribuyentes que gastan en educación es injusto y regresivo.



Cabe destacar que el 40 por ciento de los más pobres en Chile tienen derecho a la subvención escolar preferencial, que alcanza a 76 mil pesos por persona. El 53 por ciento restante -reitero: el 53, porque solo un 7 por ciento puede mandar a sus hijos a colegios privados-, que debe enviarlos o al sistema municipal o al particular subvencionado, recibe una subvención escolar de 52 mil pesos. La diferencia que se produce entre 52 mil y 76 mil pesos, muchas familias la deben cubrir con cofinanciamiento. ¿Por qué? Porque el costo de la educación es superior a los 52 mil pesos que otorga la subvención.



¿Quiénes tienen beneficio tributario en esta materia? Alrededor de un millón de personas que se encuentran en el primer tramo del impuesto a la renta. No son los sectores más ricos; ni siquiera los de clase media acomodada. Como se dijo aquí, una familia donde el padre y la madre son profesores no tendría derecho, por la suma de sus rentas, a devolución de este tributo. 



Por ende, oponerse a lo planteado es actuar sobre la base de un concepto o una doctrina que, si bien respeto, es completamente equivocada. No vamos a mejorar la educación pública castigando a las familias que tienen la posibilidad de cofinanciar la educación de sus hijos.



Le pido, señor Presidente, que me conceda 30 segundos más para terminar mi intervención.



Por lo tanto, considero que las críticas que se hacían al proyecto y la manifestación de voluntad de la mayoría de este Senado -porque nosotros, desgraciadamente, no somos mayoría aquí- al decir: “Vamos a aprobar los aumentos y rechazar las rebajas de tributos”, constituía un profundo error. Significaba terminar con un texto mutilado; dar una señal al país de que nunca se podrán disminuir los impuestos a las personas o de que nunca se permitirá un financiamiento compartido.



Ante ese evento, prefiero que esto lo zanjemos en una Comisión Mixta.



Yo voté a favor del proyecto en la Comisión de Hacienda, a pesar de ser contrario al alza de impuestos. Y ahora me voy a abstener, porque entiendo que hay un acuerdo y pienso que en la Comisión Mixta podemos llegar a una solución.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, si realmente quisiéramos atender al objetivo declarado por parte del Gobierno desde el proyecto primitivo, bastaría con que tuviera una sola línea y no las 70 y tantas páginas del texto original, ni las 50 y tantas del simplificado, entre comillas. Y esa línea diría: “Auméntese el impuesto a las utilidades de las empresas de 17 a 20 por ciento”. No se trata de una redacción literal, sino del concepto. Y punto.



Ahí están los mil millones de dólares. Y se acabó el problema.



Entonces, en medio de esta tramitación que ha sido engorrosa, uno empieza a preguntarse y a reflexionar sobre cuál es el verdadero objetivo no declarado del proyecto. No digo que alguien nos esté mintiendo o engañando.



A mi juicio, en algún momento esta iniciativa se enredó y, tal vez,  tenga un vicio en su origen. La verdad es que la tramitación ha sido muy confusa y su contenido bastante dudoso. Seamos claros. Yo trato de ser objetivo en esta materia. Hay noticias buenas y malas. No me gusta ver las cosas en blanco y negro.



Primero, está bien subir el impuesto a las utilidades de las empresas de 17 a 20 por ciento. ¡Bien! Ahí hay entre 700 millones y mil millones de dólares.



Segundo, la eliminación del impuesto al software, aunque sean 20 millones de dólares, constituye una buena señal para la sociedad del conocimiento e innovación. ¡Bien!



Tercero, el segundo proyecto presentado elimina -quiero destacarlo; nadie lo ha mencionado- la reducción paulatina del arancel aduanero que contemplaba el texto inicial y que era una aberración no solo porque el Estado dejaba de percibir 469 millones de dólares, sino porque variaba toda la estrategia de inserción económica y comercial internacional de Chile, que consiste en bajar los aranceles vía tratados de libre comercio. Por lo tanto, me parece bien.



Cuarto, se atenúa la rebaja del impuesto de timbres y estampillas -mejor que en el proyecto inicial- a un máximo de 0,4 por ciento, en vez del 0,2. Esto significa una mayor recaudación de 230 millones de dólares. Y yo creo que eso es bueno.



Hay, por lo menos, cinco puntos que quisiera destacar como positivos de este proyecto en su versión original y en la revisada.



¿Dónde está el problema?



Primero, en el tema de la elusión. La segunda iniciativa retrocede respecto de la primera, que permitía una mayor recaudación de 520 millones de dólares. 



Y también está lo relativo al término de los retiros en exceso en las sociedades de personas, entre otros aspectos.



Ahora bien, el gran problema de este proyecto es el objetivo no declarado públicamente, porque el Gobierno dice: “Mire, necesitamos una reforma tributaria que nos provea de mil millones de dólares para financiar la reforma educacional”. Eso es lo que todo el país ha entendido. Y yo digo que para eso basta con una sola línea.



¿Por qué se plantea una rebaja de impuestos? Desde un punto de vista conceptual, más allá de los números, Chile no está en condiciones de disminuirlos, porque nuestra carga tributaria como país, que llega a los 16 o 17 mil dólares per cápita, está entre el 18 y el 19 por ciento del producto interno bruto. No es una carga impositiva alta. 



Por lo tanto, tengo un reparo conceptual en cuanto a la rebaja de tributos, sin perjuicio de estudiar dónde sería posible establecer una disminución en tal sentido. Teóricamente, estoy dispuesto a analizar en especial lo relativo a los impuestos a las personas.



En consecuencia, hay una confusión sobre la materia.



Yo felicito al Senador Jovino Novoa porque desde el principio ha dicho que “un Gobierno de Derecha o de Centro Derecha no sube impuestos; los baja”. Por eso mi felicitación, ya que lo considero coherente. Y la UDI, en el primer proyecto, fue coherente con su marco ideológico.



Hemos visto que se han formulado críticas. En los dos primeros meses de tramitación de esta iniciativa los verdaderos contendores del Gobierno no fuimos nosotros -nosotros tomamos palco-, sino las propias bancadas oficialistas, particularmente la UDI. Digamos las cosas como son.



Yo entiendo que este es un problema conceptual o ideológico para un Partido como aquel. No lo señalo ni peyorativamente ni con ironía, ni siquiera como crítica. Lo constato.



En definitiva, se cayó ese proyecto. En el “gallito” entre el Gobierno y la UDI ocurrió eso. Y ahora hay una segunda iniciativa, en la que salieron las normas de elusión. Quien sabe qué tipo de presiones hubo. ¿Empresariales? No lo sé. Pero se cayó, y estamos abocados a este otro proyecto.



En él se plantea una rebaja por concepto de deducción de impuestos a los gastos en educación; una disminución de las tasas de impuesto de segunda categoría, el que se aplica a las personas. 



Ahora bien, conceptualmente, en general, no es conveniente disminuir tributos, porque la carga tributaria en Chile es baja: 18 o 19 por ciento del PIB. Por eso nuestra propuesta como Oposición de marzo-abril dice que se requiere subirla tres o cuatro puntos del producto de aquí al 2020 -porque somos gente sensata, responsable-, en forma gradual, pero no rebajarla.



Entonces, fijémonos en lo concerniente al impuesto a las personas, donde efectivamente existe un problema con la clase media. Hay que reconocerlo. No obstante, el Fisco dejará de percibir 500 millones de dólares al año, en régimen. Menos impuestos.



La menor recaudación por concepto de impuesto de segunda categoría que se aplicará a las personas beneficia en 340 millones de dólares -¡340 millones!; vale decir, dos tercios de esos 500 millones de dólares- al 3 por ciento de los contribuyentes de más altos ingresos del país -¡el 3 por ciento de más altos ingresos!- y en solo 160 millones de dólares al 97 por ciento restante. O sea, es un mecanismo regresivo dentro de lo regresivo. 



Si ya es dudoso rebajar tributos a las personas -aunque el debate es válido-, ¡entonces no incurramos en el despropósito de beneficiar al 3 por ciento de más altos ingresos! Estoy hablando de cifras; ni siquiera emito un comentario.



En consecuencia, como dijo el Senador Zaldívar, habrá un millón de contribuyentes que ahorrarán 20 mil pesos al año y 21 mil personas que ahorrarán un millón y medio en el mismo lapso, entre ellos, por cierto, nosotros, los parlamentarios. 



¡Eso es verdaderamente impresentable!



Por otro lado, también hay un problema fiscal, relacionado con los gastos e ingresos permanentes, con una sana política fiscal.



El asunto es el siguiente. 



El gasto público disponible, luego de considerar el gasto comprometido hoy día, alcanza al 0,8 por ciento del PIB -esto es, 2013 al 2015-, ¡al 0,8 por ciento! Y ha sido de 4 por ciento, en promedio, en los últimos cinco años.



Entonces, señor Presidente -y con esto termino-, creo realmente que el Gobierno nos está pasando “gato por liebre”, con las mejores intenciones de financiar la educación -ni siquiera se trata de letra chica, sino de letra grande; corresponde a los dos tercios del proyecto-, al rebajar impuestos más que subirlos.



Por eso, me pronuncio en contra.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, he querido fundamentar mi voto porque la reacción que se ha tenido respecto de la voluntad de buscar algún acuerdo en la Comisión Mixta me parece que ha sido equivocada.



Cuando intervine anteriormente hice presente las inquietudes que a mí me despierta esta iniciativa, porque, si se trata de una reforma tributaria para la educación, quizás el esfuerzo debe ser mayor. Estamos frente a una verdadera demanda ciudadana, y no podemos responder en forma tímida.



También señalé que estos beneficios eran positivos en la medida en que solo se reservaran a la clase media, entendida por tal aquella que percibe ingresos entre los 500 mil y un millón y medio de pesos, aproximadamente. Pero a nadie más. Y eso podía corregirse.



Existen diversas opiniones sobre la materia: tanto entre nosotros como en la Oposición. No hay un solo parecer al respecto. Tan así es que muchos parlamentarios de la Concertación, probablemente la mayoría, votarán en contra; algunos se van a abstener; otros se pronunciarán a favor. ¿Por qué? Porque hay aquí un tema complejo: el país necesita que haya una reforma tributaria.



 Sin embargo, a lo anterior yo le agregaría algo: las reformas tributarias no pueden ser meramente impuestas por la mayoría de turno, porque, cuando eso ocurre, cuando la mayoría cambia, entonces viene una nueva reforma impositiva. Y eso es muy negativo para el país. Chile necesita en esta materia estabilidad, y ella se logra manteniendo las reglas del juego en el tiempo. Adicionalmente, si el objetivo es la educación, con mayor razón se necesita estabilidad.



Aquí se requiere un esfuerzo gigantesco para darle calidad a la educación. Y debe hacerse rápido, con una verdadera creación de igualdad de oportunidades, igualdad de acceso, igualdad de calidad, igualdad de trato, igualdad de consideración, desde la cuna hasta la sepultura.



¡Ese es nuestro gran desafío, porque Chile presenta un problema de desigualdad! 



Y tiene razón el Senador Girardi al reclamar en contra de ella, pero no cuando dice que “el nuestro es el país más desigual del planeta”. 



Ese es mi comentario respecto de su afirmación. 



No obstante, sí creo que es escandalosa la distribución que hay en Chile y, también, que existen responsabilidades.



Los Gobiernos de la Concertación hicieron muchas cosas en sentido positivo, pero este asunto no lo abordaron. Las explicaciones podrán venir. Sin embargo, ello está pendiente y hoy día tenemos que asumirlo como país.



¿Es mucho pedir que este esfuerzo lo hagamos en conjunto? 



¿Denigra al mundo político el buscar un acuerdo?



A mi juicio, de eso se trata. Ello no significa renunciar a las posiciones, sino que existen intereses superiores del país que nos inducen a buscar una mejor reforma tributaria y un proyecto más preciso, para ver a qué vamos a destinar los recursos en materia de educación. Y de paso le podemos dar una señal a la clase media de que también nos interesa su situación. ¿Por qué no? 



Y en ello agregaría a las pymes, porque el problema que presenta el alza del impuesto de primera categoría es que no distingue entre empresas. Afecta igual a las grandes y a las chicas. Las grandes saben cómo defenderse; las otras, no.



En consecuencia, aquí hay una cuestión que, a mi juicio, debería ser revisada.



Lo he dicho una y otra vez. Lamentablemente, todavía no he podido convencer a nadie de aquella situación. Y eso, seguramente, habla mal de mi capacidad de persuasión, pero no de mis convicciones, porque persistiré en ellas, señor Presidente.



Continuaré haciendo el máximo esfuerzo para que este proceso termine con una reforma tributaria que entregue la mayor cantidad de recursos a la educación, porque esta es el vehículo principal para lograr las mayores igualdades sociales -y entendiendo por educación aquella que permite efectivamente que en Chile no haya diferencias como las que existen hoy día-; a fin de que si alguien nace en determinada situación cuente con un mundo de oportunidades abiertas, porque si nace en otra condición ¡no las tiene! Ello ocurre con demasiada gente en nuestro país.



Y ese es un llamado. 



No los vamos a igualar. No existe la posibilidad de tener una sociedad igualitaria; pero sí una sociedad donde exista en el ámbito social un piso de igualdades básicas de calidad.



¿Es eso pedir demasiado? ¿No podemos hacer tal esfuerzo? 



A lo mejor no somos muchos los que creemos en ello. Pero si permite una postergación -y por eso me voy a abstener y no votaré a favor- para lograr dicho objetivo, lo hago con gusto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, estimo que las últimas intervenciones van centrando el debate que hemos tenido esta tarde para los efectos de asumir todos -el Congreso (particularmente el Senado) y también el Gobierno- la responsabilidad de lo que significa rechazar este proyecto.



Yo voy a votarlo en contra -ya lo había decidido-, primero, porque tenemos diferencias relevantes en lo concerniente a sus objetivos.



Esta iniciativa es engañosa, por lo que aquí se ha dicho con tantos argumentos, en el sentido de que por un lado sube y por otro rebaja impuestos. Y, como la justificación es que se requieren mayores recursos para la educación, surge la diferencia más de fondo en cuanto a qué entendemos como prioritario en el país para mejorar la enseñanza.



Esa es la primera gran diferencia. Aún persiste, y se ha manifestado acá.



El señor Ministro de Hacienda nos reiteró que este es un buen proyecto, según él. Algunos Senadores de Gobierno lo han defendido. Y me parece bien: es su proyecto.



Sin embargo, tenemos discrepancias, y profundas.



Entonces, la pregunta es si con el rechazo que estamos concretando hoy día existe alguna posibilidad de avanzar en un diálogo que permita perfeccionar sustancialmente esta iniciativa, acorde con el espíritu de la mayoría.



La respuesta, lamentablemente, no la tenemos nosotros, los Senadores de Oposición, sino el Gobierno.



Y digo “lamentablemente” porque hasta el momento, pese a haber querido entrar en el debate con el Gobierno para generar mejorías significativas en el proyecto y conseguir el objetivo a que aspira la mayoría de los chilenos, cual es destinar muchos más recursos a la educación, y particularmente a educación pública de calidad, el Ejecutivo ha sido hasta el momento -como sostuvo el Senador Larraín- inconmovible.



Entonces, me parece que la invitación al diálogo entre nosotros debe estar presente siempre. El problema estriba en que si en la invitación no se halla el Gobierno, quien tiene la iniciativa para los efectos que se persiguen, nuestro intento se hace infructuoso y la discusión sostenida acá empieza a carecer de sentido para la gente de afuera, que va a entender que, por mayoría de la Oposición, hoy se rechazó la idea de legislar sobre una reforma tributaria o ajuste tributario que busca recaudar más recursos para la educación pública.



Y es curioso -como manifestó el Senador Zaldívar-, porque el rechazo corre por cuenta de la Oposición, mientras en determinado momento del debate los Senadores oficialistas y el propio Gobierno nos dicen: “Sí, es mejor que rechacen y vayamos a la Mixta”.



En consecuencia, la pregunta concreta que debemos hacernos todos es si el Ejecutivo estará dispuesto de verdad a desarrollar un diálogo que considere los puntos de vista que hemos manifestado aquí. De lo contrario, esto va a ser un mal chiste. Y, lamentablemente, estamos acostumbrados a un Gobierno que hace chistes malos y que para el país son tremendamente negativos.



Señor Presidente, es posible que alguien llegue a pensar mal. Porque si el Gobierno en cierto momento pide que rechacemos el proyecto, debe ser por algo.



“No puede ser verdad tanta belleza”, dice el refrán. O sea, el propio Ejecutivo nos solicita que rechacemos un proyecto que consideramos malo.



Más de algún malpensado dirá: “¡Ah! A lo mejor el Gobierno no quiere que haya proyecto, no desea que exista un alza tributaria”. 



Porque, curiosamente, la rectificación o el raciocinio en aquel sentido tuvo lugar en algunos cuando nosotros debimos manifestar con claridad que, como la reforma nos parecía insuficiente y engañosa -varios colegas dieron acá las razones: el proyecto por un lado suma y por otro resta-, íbamos a apoyar todo aquello que sumara y a rechazar cuanto restara. Y es evidente que, en tal caso, se genera un desequilibrio en la propuesta del Gobierno.



Eso es así. Y seguirá siendo así. Porque si en la Comisión Mixta no existe una modificación importante del punto de vista gubernativo, es obvio que votaremos con la misma lógica. E imagino que los parlamentarios oficialistas lo harán de acuerdo a la del Ejecutivo.



Entonces, señor Presidente, el punto radica en si de verdad el Gobierno va a entrar a un diálogo significativo, a un diálogo respetuoso, donde se escuchen seriamente las sugerencias que debemos hacer.



Nosotros planteamos hace tiempo nuestra propia propuesta tributaria. Como no tenemos iniciativa en esta materia, dijimos: “Bueno, serán los ciudadanos quienes definan en la elección presidencial del próximo año. Esta materia va a formar parte del debate público”.



Con plena razón, señor Presidente, toda reforma tributaria requiere amplios consensos. No es posible aprobarla por una mayoría circunstancial, por un voto que se descuelga por ahí.



Tampoco resulta admisible pensar que cada año vamos a efectuar un ajuste tributario o una reforma tributaria. Proceder así es poco serio. Le hace mal al país, genera inestabilidad, es malo para el desarrollo de cualquier sociedad.



Por lo tanto, para una enmienda de tal índole se precisan consensos significativos. Y, hallándose involucrada una reforma educacional, con mayor razón. Porque los resultados de lo que decidamos hoy en materia de educación se verán solo en diez a doce años. Para ello se necesitan políticas públicas permanentes, con financiamientos permanentes, sustentadas por Gobiernos sucesivos, aunque sean de distinto signo. Y para que eso se respete son indispensables consensos máximos.



En consecuencia, si la invitación de todos nosotros acá -también de los colegas Espina y Hernán Larraín, quienes hicieron intervenciones en esa línea- es a establecer sobre bases sólidas un diálogo que avance en los objetivos que hemos expuesto, ¡encantado! Nadie puede negarse a eso.



Pero -lo digo con el debido respeto- mi pregunta (la hemos hecho en oportunidades anteriores) sigue vigente: ¿El Gobierno va a estar dispuesto a eso? ¿O escucharemos otro chiste de mal gusto que después deberá explicarse?



Yo todavía tengo fe. Veamos. Pero no engañemos a la opinión pública.



Vamos a ir a una Comisión Mixta donde, para conseguir objetivos y resultados, necesitamos el pronunciamiento positivo del Gobierno.

El señor ESCALONA (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.



Su Señoría dispone de un minuto más.

El señor PIZARRO.- Si no ocurre así, el rechazo de ahora con los votos de la Concertación no solo lo expresarán en la Comisión Mixta la Oposición o la Alianza, sino que lo hará presente el país entero, que va a entender que no hubo únicamente un mal chiste, sino asimismo una historia de opereta, de cosas mal hechas, de políticas mal definidas, en la creencia de que con soluciones de parche es factible enfrentar las coyunturas.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señores Senadores, necesito solicitar de la Sala dos acuerdos.



El primero, para que presida la sesión el Honorable señor Zaldívar, pues deseo hacer uso de la palabra. Y el segundo, a fin de que, de confirmarse lo que ya se visualiza en la pantalla -o sea, el rechazo de la idea de legislar-, una vez que llegue el oficio de la Cámara de Diputados el Presidente del Senado, que es quien convoca a la Comisión Mixta, esté autorizado para este efecto.

El señor LARRAÍN.- ¿Cuál es la razón?

El señor ESCALONA (Presidente).- En el caso del Senado integran la Comisión Mixta los miembros de la Comisión de Hacienda. En el de la Cámara de Diputados sus representantes tienen que ser nombrados; en consecuencia, debemos recibir el oficio pertinente.



¿Les parece a Sus Señorías?



--La Sala adopta por unanimidad ambos acuerdos.

El señor ESCALONA (Presidente).- Senador señor Zaldívar, por favor, suba a la testera.



--Pasa a presidir la sesión el Honorable señor Zaldívar, en calidad de Presidente accidental. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero compartir la confusión que usted manifestó hace algunos minutos en su intervención, porque no cabe duda de que acá se ha producido un sorpresivo cambio en el curso de los acontecimientos.



Con mucha franqueza, quiero reservar mi juicio acerca de lo que finalmente va a ocurrir, pues durante las últimas semanas hubo una sistemática descalificación a nuestro deseo de dialogar.



Nosotros lo manifestamos en reiteradas oportunidades, y se nos dijo que estábamos pauteados por los estudiantes. O sea, con esa figura no solo se trataba de descalificar a los interlocutores políticos, sino además (lógico) al propio movimiento estudiantil; se hacía también un esfuerzo sistemático para deslegitimar a este movimiento.



Entonces, ahora, después de tantas veces -incluso, hace pocas horas- en que manifestamos nuestro deseo de abrir un proceso de diálogo, me sorprendo con este repentino cambio de los acontecimientos.



Tengo también, por tanto, el derecho a pensar que ello obedece a razones que uno puede deducir y a otras que no necesariamente se encuentran presentes acá, en la Sala. Una de estas es una movilización estudiantil, según afirman sus dirigentes, de cerca de 200 mil personas.



En otras palabras, sean las 50 mil que dijo Carabineros o las 200 mil que señalaron los dirigentes estudiantiles, se ha producido en el Senado un hecho social que cambió en consecuencia, desde mi punto de vista, la conducta de la bancada de Gobierno.



Incluso más, si a nosotros se nos dijo que estábamos pauteados, yo creo que la conducta de la bancada de Senadores oficialistas es, definitivamente, la de actuar sobre la base de una demostración de fuerza que le resultó irresistible.



No tengo otra explicación.



Porque posibilidades de arribar a un acuerdo existieron, y múltiples.



Ahora, también quiero deslindar responsabilidades, pues el país está pendiente.



Porque, si se hubiese aprobado la idea de legislar y se hubiesen rechazado en particular las rebajas tributarias y el subsidio impositivo a la educación particular subvencionada que pretendía el Ejecutivo, en la Comisión Mixta este no dispondría de capacidad para reponer los artículos pertinentes. Así, hubiésemos tenido en dicha instancia, sin que el Gobierno contara con mayoría, un proyecto con los aumentos impositivos aprobados y con las rebajas tributarias rechazadas. Entonces, el Ejecutivo habría estado obligado a reponer estas por la vía del veto en la Cámara de Diputados, en busca de un quórum de dos tercios que no tiene.



Entonces, yo deslindo responsabilidades. Porque lo que podría ocurrir en el curso de los próximos días sería que el Gobierno pretendiera, en la Comisión Mixta, amarrar de nuevo los aumentos de impuestos con las rebajas impositivas y, ante la imposibilidad de llegar a acuerdo en ese plano, dada la correlación de fuerzas existente en la referida instancia, se encontrara simplemente con cinco votos a favor y cinco en contra. Y, como dice la Ley Orgánica Constitucional del Congreso, en caso de empate en la Comisión Mixta el proyecto se desecha.



Por tanto, yo me veo en la obligación de deslindar responsabilidades.



Porque acá -seamos francos- el Ejecutivo tenía los votos para aprobar este proyecto. Pero de pronto cambió de posición.



¿Lo hizo cambiar la movilización de los estudiantes o solo el afán de esperar que en la Comisión Mixta haya un clima en que ya no esté la presencia de los estudiantes y pueda tratar de reponer las rebajas amarradas al aumento de impuestos?



Señor Presidente, nosotros dijimos que solicitábamos -ya lo expresó el Senador Lagos Weber- retirar “un” artículo del proyecto (nuestra petición se rechazó): el que entrega un beneficio impositivo a las familias que tienen niños en la educación particular subvencionada. Y ello, porque entendíamos que eso significaba desfondar definitivamente la educación pública.



Era tan importante ese hecho para nosotros que llegamos a señalarle al señor Ministro de Hacienda que pretendíamos votar en particular contra la rebaja tributaria, pero que estábamos dispuestos a apoyar la idea de legislar si él retiraba el artículo que beneficiaba a la educación particular subvencionada. Se nos dijo que no. Se rechazó esa posibilidad de acuerdo, pocas horas antes de esta sesión.



Lo que quiero destacar es que para nosotros era tan relevante terminar con el esfuerzo sistemático hecho durante el último tiempo con el propósito de menoscabar la educación pública que tuvimos la más amplia disposición para llegar a acuerdo. Y el Gobierno nos dijo que no.



Estimados colegas, yo sé que mis palabras pueden resultar ingratas; no son agradables. Pero en las semanas anteriores pasó mucha agua bajo los puentes.



Voy a esperar hasta la próxima semana para emitir un juicio definitivo respecto al brusco y sorprendente giro que tomaron los acontecimientos en esta sesión del Senado.



Sin embargo, debo expresar desde ya que no entiendo ni me explico la conducta del Gobierno, y en particular -quiero decirlo muy derechamente-, la del señor Ministro de Hacienda, aquí presente.



Siento que acá, ante el Congreso Nacional y frente a la opinión pública, el Gobierno ha quedado en una completa y total desautorización. Se jugó con todos los recursos que tenía a su disposición para imponer determinado proyecto, y lo dejó caer sin pena ni gloria en un momento en que, al parecer, las cuentas de los votos con que contaba le fallaron.



No se gobierna así a un país, estimados colegas.



El Presidente de la República nos acusó, hace pocos días, de que habíamos empujado a Chile a 20 años de decadencia.



Debo decirles que nosotros nunca gobernamos al país de esta manera; nunca improvisamos así; nunca actuamos con visiones de tan corto plazo y pensando exclusivamente en el paso siguiente. Siempre fuimos capaces de mirar más allá de lo que venía, de la próxima sesión del Parlamento y de la siguiente cuña mediática.



Yo creo que se ha confirmado que nosotros no fuimos los que empujaron el país a la decadencia.



¡Para hablar en los términos en que lo hizo el Presidente de la República se necesita -lo digo sinceramente- otro Gobierno! ¡Porque el actual no da el ancho para acusarnos a nosotros de haber llevado al país a la decadencia!



Gracias.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Les ruego a los presentes en las tribunas evitar las manifestaciones.



Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro, para fundamentar su voto.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero manifestarle a Su Señoría que en ningún instante hubo un compromiso por parte de los Senadores de la Alianza para votar en contra de este proyecto a fin de que fuera a Comisión Mixta. Lo que se hizo fue permitir su paso a esa instancia al objeto de procurar llegar allí a un acuerdo.



Eso es muy importante, pues no escuché en ningún momento, ni al Ministro ni a ningún parlamentario, decir que íbamos a votar en bloque contra esta iniciativa. Porque, sin duda, no es el propósito nuestro: lo que queremos es que se apruebe.



Sí, algunos Senadores vamos a abstenernos, justamente para permitir lo que se conversó con la Concertación.



Y, al respecto, debo dejar absolutamente claro que queremos llegar a un acuerdo. Ese es el ambiente, ese es el ánimo.



Inclusive, los Senadores Letelier y Tuma plantearon tales posibilidades. Nosotros, también. Junto con otros colegas, hemos recogido la idea a fin de conseguir en este Senado, que es un lugar para los acuerdos, que la reforma tributaria o ajuste tributario -como se quiera decir- sea una realidad que ayude definitivamente a nuestra educación, que adolece de una desigualdad muy grande.



Tales son el ánimo y el ambiente en que todos queremos avanzar.



Ahora bien, el Senador Ignacio Walker -no lo veo en este instante- afirmó que no estamos en un país donde sea factible rebajar impuestos.



Pero, si eso es así, yo pregunto por qué ustedes redujeron tributos cuando fueron Gobierno.



Hoy día dicen que no sería posible, pero la tasa máxima del impuesto a las personas alcanzaba a 50 por ciento cuando asumió el Presidente Aylwin y la disminuyeron hasta el 40 por ciento en 2003. En tal sentido, me habría gustado observar más coherencia cuando ellos ejercieron el Poder.



Nosotros siempre hemos expuesto que queremos que las personas de clase media y de trabajo soporten una menor carga tributaria. Y es por eso que el impuesto a las grandes empresas sube de 17 por ciento a 20 por ciento.



Por otro lado, creo que es importante mencionar, con relación al impuesto de timbres y estampillas, que 2 millones 800 mil contribuyentes son personas naturales que están hoy día pidiendo créditos, en su mayoría de consumo; que se encuentran agobiados, y que necesitan ayuda del Estado. Esa cantidad corresponde al 88,3 por ciento del total. Las pymes son 366 mil y el 0,3 por ciento dice relación con la gran empresa. ¿Me van a decir que el apoyo en ese aspecto no es relevante para adquirir una casa? Es muy importante justamente para la clase media y mucha gente que quiere emprender.



Incluso el propio Gobierno de la Concertación eliminó en forma transitoria, en 2009, un porcentaje del tributo.



Por lo tanto, no comprendo todo lo que he escuchado aquí. Me cuesta explicarme lo de ser Oposición en esa forma.



Pregunto: ¿cabe imaginarse lo que nos habrían dicho cuando eran Gobierno si nos hubiéramos opuesto a la rebaja que propiciaron? Hoy día rasgan vestiduras.



Cuando se afirma que existía unidad para pronunciarse en contra, se está reconociendo que en la propia Concertación había votos para aprobar la idea de legislar. Y lo que usted presentó, señor Presidente, junto con otros Senadores, decía relación con una posibilidad de llegar a acuerdo. Es preciso tomarse el tiempo necesario para que en la Comisión Mixta tengamos luz verde y podamos respaldar precisamente lo que todo el país espera.



Estamos rebajando de 6 a 2 por ciento la tasa de interés del crédito con aval del Estado que ha mantenido agobiadas a cientos de miles de familias. Esas personas han sufrido y siguen en la misma situación.



Se requiere trabajar para que los deudores Corfo obtengan una solución.



En ese sentido tenemos que avanzar.



Pero creo que, con el ánimo existente, no están dadas las condiciones para llegar hoy día a un tercer trámite. Considero que lo más prudente es tomarnos unos días y adelantar en lo que el país necesita para apoyar la educación.



Señor Presidente, deseo pedirle que bajemos el ánimo confrontacional. Lo que Chile quiere son respuestas concretas y el apoyo a lo más importante de una familia, que son sus hijos y la educación que reciben. Una educación de buena calidad es el legado de mayor relevancia que ella les puede dejar.



En consecuencia, me voy a abstener, para cumplir con el esfuerzo que todos tenemos que hacer para llegar al gran acuerdo que el país espera.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.



Su Señoría es el último inscrito.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, también deseo intervenir.

El señor URIARTE.- Me sumo a la lista.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, el Primer Mandatario sostuvo hace algunas horas en Quirihue que la multitudinaria marcha de la mañana le hace bien a Chile. Lo cito porque es probable que sea uno de los elementos determinantes de que el Ministro de Hacienda y la Derecha adoptaran el camino que hemos observado.



A mi juicio, es preciso dejar claras estas cosas, porque aquí se ha sostenido a ratos que estamos frente a un acuerdo. No existe ninguno. Y quiero ser extremadamente preciso al respecto, porque lo peor que podemos hacer en circunstancias en que las encuestas señalan que el 60 por ciento de los chilenos no les cree a las coaliciones es insistir en generar expectativas cuando lo cierto es que hoy solo estamos chuteando un problema para adelante.



No sabemos qué va a pasar en la Comisión Mixta.



El Presidente del Senado acaba de instalar una duda que no es menor, en el sentido de que el Gobierno va a insistir probablemente en atar, en vincular, el alza de los impuestos a las empresas a la baja de los impuestos a las personas.



Por tanto, estamos en un callejón sin salida. Y lo único que ello refleja es la improvisación con la cual el segundo ha actuado en materia tributaria, de comienzo a fin, con todos los cambios introducidos.



Entonces, llama la atención que se señale aquí que va a haber un acuerdo cuando todos los Senadores de Oposición hemos sido claros. Deseo notificarle al Gobierno que hemos coincidido en rechazar las disminuciones de impuestos en la discusión particular y en aprobar los aumentos, particularmente con relación a las empresas. Vamos a desechar todos los aspectos regresivos, nocivos, negativos, que le hacen mal al proyecto, al país y a la educación.



Hace un rato, un señor Senador reparó en que los Gobiernos de la Concertación redujeron el impuesto a las personas. Claro. Al pertenecer a la OCDE, tenemos que aceptar las cosas que nos gustan y las que no nos gustan. Lo cierto es que se bajó al 40 por ciento por ser ese el estándar en dicho ámbito, como lo es una cifra superior al 20 por ciento para las empresas. Entonces, si vamos a cumplir con tales pautas, hagámoslo en todos los casos. No hay razón para seguir disminuyendo el impuesto a las personas, porque ya nos encontramos en el nivel que hemos suscrito internacionalmente.



Aquí no estamos discutiendo una política pública cualquiera, banal. Lo que nos ocupa es un proyecto con un fuerte componente ideológico, como ha quedado claro en el debate. Entonces, no nos hagamos los lesos. Lo que va a ocurrir en el próximo paso, en la Comisión Mixta, es probablemente lo que está en la cabeza de algunos: el Gobierno quiere dejar caer la iniciativa.



Y al final se va a imponer la tesis, probablemente no de la Derecha política, ni la del Presidente de la República en Quirihue, ni la de los Ministros, ni siquiera la del titular de Educación -ausente hoy día, cuando se supone que la reforma es para financiarla-, sino la de Libertad y Desarrollo, de la UDI y de quienes siempre han estimado inconveniente subir los impuestos.



Entonces, lo que tenemos aquí, señor Presidente, es una mala iniciativa, un mamarracho al cual se le han agregado una serie de colgajos que desvirtúan completamente su naturaleza original.



Por eso, voto en contra. Y lo seguiré haciendo con relación a todos aquellos aspectos que contemplen bajas y sean regresivos.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, la política -usted bien lo sabe- es un arte: el de lo posible. No es un oficio o algo que uno pueda comprar en el comercio: en una farmacia, en un supermercado. Y para poder cultivarlo -obviamente, muchas veces supone llegar a acuerdos- es preciso tener claro que ello implica, entre otras cosas, capacidad para contenerse, para medirse, para autorregularse, para transar y también para defender principios, intereses legítimos. Eso es la política, en el fondo: la posibilidad de conciliar principios con intereses, de acuerdo con lo que uno cree y estima en conciencia.



Desde luego, lo anterior no resulta fácil. Es una tremenda y titánica labor de todos los días. Y en eso se juega la coherencia quien practica el oficio de tratar de gobernar políticamente.



La tarea no se halla ajena a tentaciones, a riesgos. Uno de ellos, por ejemplo, en el calor y fragor de una discusión como esta, es entusiasmarse argumentando cuestiones no pertinentes, en un intento de confundir al interlocutor o al adversario.



Otro de los grandes peligros es el de equivocarse y, definitivamente, sostener cosas que no corresponden o que son falsas, como la de que el Gobierno no escucha, o no negoció, o no recurrió a la Oposición para poder conocer en qué posición se encontraba.



Todos los que han argumentado en contra del proyecto de ley saben que el Gobierno se tomó el tiempo necesario para analizar y debatir en detalle, si no con todos, con casi todos los miembros de la Oposición. En algunas situaciones lo hizo de manera privada, con mucha reserva, así como también con gran respeto, además, por las posturas distintas. Y en la mayor parte de los casos procedió con claridad en el sentido de mantener un criterio que defendió desde el primer momento: llevar a cabo una reforma para financiar la educación. Ello, sobre la base de instrumentos que fueron variando en el tiempo, en verdad, pero todos destinados a recaudar fondos para mejorar la calidad en ese ámbito.



Eso es lo que ha estado en juego desde el primer momento.



Por tal motivo, no puedo aceptar afirmaciones que no corresponden, como la de justificar la existencia de un fondo especial, el que, por lo demás, fue el mismo que el propio Ejecutivo defendió en el Hemiciclo cuando discutimos el proyecto de Ley de Presupuestos y que la propia Oposición desechó por tratarse de un ordenamiento especial, anual, transitorio. Y ahora, cuando el cuerpo legal revestirá un carácter permanente, igualmente es rechazado, pero, además, se le vincula a hechos públicos conocidos por todos nosotros, como las movilizaciones.



La verdad es que media un intento serio por llegar a un acuerdo -es algo que no siempre se puede lograr en una instancia como la discusión general, en la que nos encontramos ahora- y perfeccionar la reforma. Todos queremos mejorar la educación con normas concretas que apunten a la clase media, que se hagan cargo realmente de demandas pendientes desde mucho tiempo atrás y que es el minuto de sacar adelante.



Por tal razón, el señor Ministro de Hacienda y varios Senadores de la Alianza llamamos a la Oposición en la mañana a apoyar la iniciativa. Con la misma firmeza y claridad formulo ahora el mismo requerimiento. Da lo mismo si la sacamos en esta discusión o en un tercer trámite. Lo que importa es darle a Chile recursos de los que hoy carece para mejorar la educación.



Por ese motivo, me abstengo en esta oportunidad, con la esperanza de que en el tercer trámite o en la Comisión Mixta podamos aprobar el proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quisiera dejar claro en la historia de la ley lo que ha pasado, porque es probable que quienes nos están viendo no comprendan absolutamente nada.



Durante meses se planteó un proyecto de reforma tributaria. Así se señaló. Nosotros advertimos que era pésima. Después se efectuaron dos arreglos que la dejaron peor. Y hoy día teníamos claro que íbamos a perder la votación de la idea de legislar. Esa es la realidad: la Oposición reunía 15 votos y la Derecha, con los pronunciamientos de algunos parlamentarios, podía lograr perfectamente la aprobación. Entonces, ¡no vengan con cuentos de si existen o no acuerdos! Lo que pasó es que sabían que si votábamos en particular desecharíamos todas las rebajas y acogeríamos todas las alzas. Eso es lo que el Gobierno estimó imposible aceptar.



Lo que han hecho, en consecuencia, es facilitar el rechazo de la idea de legislar para llegar, en definitiva, a una Comisión Mixta. ¿Y qué pasará en esta última instancia? Creo que el Ejecutivo va a dejar caer el proyecto. No va a permitir que sus parlamentarios lo aprueben, ya que no interesa aumentar los impuestos, sino compensarlos. ¡Porque no vengan con que mil millones de dólares son la solución para la educación!



Si quieren un acuerdo, hablemos en serio. ¿Qué es hacerlo en serio? Consideremos el Fondo de Utilidades Tributarias. ¿Cuánto significa? Unos 200 mil millones de dólares respecto de los cuales no se pagan hoy día impuestos. Si ello se hiciera, se recaudarían 30 mil millones de dólares. Ahí sí que podemos hacer referencia a una reforma tributaria en serio, que ayudaría al cambio en el sistema educacional.



¿Cuánto significan los fondos de inversión privada? Son 11 mil millones de dólares sobre los cuales no se tributa y ni siquiera sabemos quiénes son los titulares. Eso implica que se evaden 400 millones o 500 millones de dólares.



Y en cuanto a la proposición del Gobierno respecto de las facturas electrónicas, ¡se recuperarían 400 millones de dólares por la elusión!



¡Esos aspectos llevarían a una reforma tributaria en serio!



Sumado todo lo anterior, el país podría recibir más de 30 mil millones de dólares sin afectar en absoluto su desarrollo económico. Sin embargo, nos ocupamos en una “reformita” de 700 millones de dólares. Por lo menos no cuenten con nosotros para un acuerdo.



¡Si vamos a tratar en serio una reforma tributaria, hagámoslo!



Resolvamos el problema del crédito CORFO. ¿Por qué nadie se preocupa de hacerlo cuando miles de familias de estudiantes no tienen cómo pagarlo? ¿Por qué ello no se incluye en la discusión? Esta podría contemplarlo perfectamente. Se trata de cantidades mínimas dentro del contexto.



Entonces, ¡por favor!, si lo desean, hagamos referencia en serio a acuerdos tributarios, pero a aquellos que les afecten realmente a los que pueden pagar y a que los recursos que se obtengan, en definitiva, se destinen -lo dije antes y lo repito- a la educación pública, gratuita y de calidad, desde la preescolar a la universitaria. Para que sea gratuita con relación a todos los chilenos se necesitan 8 mil 500 millones de dólares adicionales.



¡Eso sí que estamos dispuestos a discutirlo! ¡Sobre eso sí que estamos preparados para llegar a acuerdos, no sobre “reformitas” o pequeñas soluciones que solo contribuyen a la desigualdad, como la pretensión de que las personas con hijos en colegios pagados tengan la posibilidad de recibir recursos, mas no las que los envían a establecimientos municipales! ¡Respecto de esto último, nosotros, por lo menos, no nos encontramos en situación de coincidir! Es distinto el caso de reformas serias, como la relativa al FUT y a 200 mil millones de dólares con relación a los cuales no se tributa.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, ya emití mi voto, que fue en contra, en todo caso; pero en mi intervención anterior expuse que sentía cierta perplejidad ante la propuesta del Honorable señor Espina y tengo ganas de develar un poco las cosas.



Si algo nos ha pasado a ratos la cuenta a la clase política es no haber sabido marcar las diferencias en temas fundamentales. Eso es. Porque una democracia de los acuerdos -a veces era casi imposible no llegar a ellos, porque no reuníamos los votos suficientes- y la percepción ciudadana de que todo tiene que ser producto de una coincidencia, sin confrontarse posiciones distintas, borra las disparidades entre quienes estamos sentados acá. Los que están afuera se preguntan cuáles son estas últimas y para qué votar. Porque todos parecemos iguales. Y si bien logramos marcarlas en muchas oportunidades, tengo la percepción de que a ratos eso se fue diluyendo a lo largo de los años.



Hoy día, entonces, llegamos a la reforma tributaria en examen, que le fue impuesta al Gobierno. A este le costó mucho negociarla al interior de su equipo económico, de sus aliados políticos, de sus parlamentarios. Presentó la propuesta y tuvo que retirarla después de tres meses, en una bochornosa situación. Envió una nueva y se vio precisado a modificarla el mismo día, para conseguir el voto de uno o dos parlamentarios, con una indicación respecto al impuesto de segunda categoría.



¿A qué nos hemos enfrentado hoy? Como bien lo expresaron el Senador señor Gómez y otros Honorables colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, los que queríamos rechazar la idea de legislar estábamos destinados a perder, porque no contábamos con los votos suficientes para ello. Incluso algunos de los nuestros se encontraban dispuestos a apoyar la idea de legislar, por consideraciones que mantenían legítimamente.



Pero lo que me parece inaceptable es que lleguemos a un minuto en que se trata de borrar la diferencia planteando que todos llegamos ahora a un acuerdo para ir a una Comisión Mixta a fin de darnos la oportunidad de flexibilizar. ¡Ha habido seis meses para ello!



Lo que hay de por medio es un cálculo superclaro. Si hoy se acogía la idea de legislar, mañana se habría votado el texto en particular y se habrían aprobado todas las alzas -así lo queremos muchos de los que estamos acá y entiendo que también el Gobierno-, mas se habrían rechazado las rebajas. Y esta última habría sido la única diferencia entre la Cámara de Diputados y el Senado. La iniciativa hubiera ido de vuelta con la siguiente tentación -es con miras a entenderlo- para la otra rama del Congreso: desechadas las rebajas, existirían más de 900 millones de dólares adicionales. Eso se habría aprobado en un dos por tres, y sería ley. 



Entonces, este Gobierno, o algunos de quienes lo apoyan, no quisieron enfrentar ese dilema. Y prefieren jugar a la ruleta rusa en la Comisión Mixta en el siguiente aspecto: “Vamos a negociar, mi amigo”. Porque antes no había nada que negociar. Solo había que discutir las rebajas -que representaban la diferencia-, que se iban a perder y, por tanto, no existir.



Y ahora el Ejecutivo pone en igual nivel sus deseos y ansias de financiar la educación pública con mil millones de dólares, a través del alza de los impuestos a las empresas, y las rebajas, que pasarían a valer lo mismo.



¡Eso es lo que ha hecho el Gobierno al ir a Comisión Mixta! Porque ahora no se conocen los resultados que se producirán en esa instancia. Vamos a tener que negociar.



En todo caso, le garantizo algo al Ministro de Hacienda, que ahora no está presente en la Sala: yo no voy a aprobar ninguna rebaja tributaria. Y no vale -aprovecho de responderlo acá- decir: “Es que antes lo hicieron distinto”. 



Todos los contextos son diferentes. Este país tiene hoy día un ingreso per cápita de 15 mil dólares, mientras que cuando se llevó a cabo la primera reforma tributaria el año 90 esa cifra era de 5 mil dólares; además, el impuesto a las empresas era de 10 por ciento, y el correspondiente a las personas, de 55 por ciento. Claramente, la diferencia era excesiva. Y se ha ido reduciendo.



En la reforma del año 2003 o 2005 sí se bajaron los tributos personales de 45 a 40 por ciento, para nivelarlos con el promedio de la OCDE. Pero además hicimos algo que este Gobierno no incluye: aumentar el tramo exento.



En resumen, yo esperaría que el Gobierno y la Derecha le dieran un apoyo cerrado a esta propuesta del Presidente de la República. De lo contrario, se trataría de un cálculo -perdonen que lo diga así- menor y ramplón. 



Tienen que aprobar esto. Después veremos si se llega a acuerdo. Pero que se marque la diferencia. Y la diferencia está en que algunos expresan que alcanzamos un acuerdo. Yo no llegué a ninguno, ni mi bancada tampoco, y dijimos: “¡Marquen la diferencia!”.



Entiendo que el Senador Chahuán va a aprobar el proyecto. ¡Bien por él, porque va a defender a su Gobierno! Otros manifiestan: “Me abstengo para dar la oportunidad de negociar”. ¡Le dimos todas las oportunidades al Ejecutivo para hacerlo! Incluso, a las 2 de la tarde de hoy se le dijo: “Retire el crédito tributario a la educación y le aprobamos la idea de legislar; después veremos si le apruebo o no lo del impuesto de segunda categoría”. Y respondió que no.



Entones, ¿saben qué? Esto ha sido una impericia mayúscula. No sé qué explicación tendrá para afuera. No sé si alguien va a entender todo lo que ha ocurrido acá. Pero lo que sí debe comprender la gente es que no pensamos igual. Y esa es la parte fundamental.



Hay que estar orgulloso de lo que uno piensa, aunque se pueda estar equivocado o no ser popular. 



Lo otro constituye una negación de la política, señor Presidente.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza en general el proyecto (19 votos en contra, 6 a favor, 7 abstenciones y un pareo).



Votaron por la negativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Pizarro, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Chahuán, Coloma, García, Larraín (don Carlos) y Prokurica.



Se abstuvieron la señora Von Baer y los señores Espina, García-Huidobro, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis y Uriarte.



No votó, por estar pareado, el señor Horvath.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor HORVATH: 



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole considerar RECOMENDACIONES DE NO DEMOLICIÓN DE PUENTE BULNES SOBRE RÍO LAMAS, COMUNA DE OSORNO. Y al señor Comandante en Jefe de la Armada, pidiéndole INCLUSIÓN DE LOCALIDADES DE MELINKA, PUERTO AGUIRRE Y CALETA TORTEL EN PRÓXIMO VIAJE A AYSÉN DE BUQUE “SARGENTO ALDEA” (ambos de la Undécima Región).

)---------------(



--Se levantó la sesión a las 21:18.









Manuel Ocaña Vergara,








Jefe de la Redacción
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUMENTA LAS SUBVENCIONES DEL ESTADO A LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES 

(8070-04)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de emitir su segundo informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A  la sesión que celebró la Comisión asistieron los siguientes invitados:

Del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Harald Beyer; el Asesor, señor Raúl Figueroa y el Periodista, señor Sebastián Encinas.

Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia: los Asesores, señora Constanza Castillo y señor Omar Pinto. 

De la Dirección de Presupuesto DIPRES: el Abogado, señor Patricio Espinoza.

De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN: la Asesora, señora Macarena Lobos.

De Educación 2020: la Asesora Legislativa, señora Patricia Schaulsohn.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Luis Castro.

Del Instituto Igualdad: el Asesor Jurídico, señor Nicolás Guzmán.

De la Oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer: la Asesora, señora Constanza Hube.

De la Oficina del Honorable Senador Quintana: el Asesor, señor Alberto Espinoza.

De la Oficina del Honorable Senador Escalona: el Asesor, señor Felipe Barnachea.

Del Diario El Mercurio: la Periodista, señora Alejandra Muñoz.

Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite dispuesto por la Sala del Senado.

- - -

Cabe consignar que la Fundación Descúbreme, la Vicaría para la Educación del Arzobispado de Santiago, el Centro de Políticas Comparadas de Educación de la Universidad Diego Portales, el Centro de Desarrollo de Tecnologías para la Inclusión de la Universidad Católica, el Colegio Institución Teresiana, el Movimiento Ciudadano Educación 2020, la Fundación Asperger Chile y la Fundación Mis Talentos hicieron llegar a la Comisión una minuta con las observaciones de esas entidades respecto del proyecto de ley en estudio. Dichos documentos fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión y se contienen en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículo 1° y  artículos primero, segundo y tercero transitorios.

2.-Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 2.

3.-Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 3, 5 y 7.

4.-Indicaciones rechazadas: número 4.

5.-Indicaciones retiradas: ninguna.

6.-Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1 y 6.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación se efectúa una transcripción o descripción, según el caso, de los artículos del proyecto sobre los que recayeron indicaciones, en los términos en que fueron aprobados en general por el Senado, las indicaciones formuladas a dichos preceptos, la discusión surgida con ocasión de ellas y los acuerdos adoptados.

Artículo 2º

La letra a) del numeral 1 del artículo 2 del proyecto de ley en estudio busca introducir ciertas modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 2 de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales. Concretamente, apunta a aumentar el valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidad de subvención educacional (U.S.E.) en los términos siguientes:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 9° (incluye incrementos fijados por leyes Nos. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. por aplicación del factor artículo 7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	2,09826
	0,17955
	2,27781

	Educación Parvularia (2° Nivel Transición)
	2,09826
	0,17955
	2,27781

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,81401
	0,17997
	1,99398

	Educación General Básica (7° y 8°)
	1,96884
	0,19546
	2,16430

	Educación Especial Diferencial
	5,79658
	0,59727
	6,39385

	Necesidades Edu-cativas Especiales de carácter Transitorio
	4,96143
	0,59727
	5,5587

	Educación Media Humanístico-Científica
	2,19850
	0,21818
	2,41668

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,25842
	0,32402
	3,58244

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,54190
	0,25252
	2,79442

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,27993
	0,22634
	2,50627

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,71879
	0,13317
	1,85196

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,93046
	0,13317
	2,06363

	Educación Media Humanístico-Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,36078
	0,18363
	2,54441

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,89313
	0,18363
	3,07676

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,1371
	0,18363
	2,32073

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,22211
	0,18363
	2,40574

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823


Sobre este artículo recayó la indicación número 1, de los Honorables Senadores señores Lagos y Walker, don Ignacio, para sustituir los guarismos relativos al valor unitario mensual de la subvención por alumno, de la educación especial diferencial y de las necesidades educativas especiales de carácter transitorio, aumentándolos. El objetivo de la aludida indicación es evitar posibles disminuciones de los aportes para las Necesidades Educativas Especiales de los niños.





Los nuevos valores propuestos por la indicación se contienen en el siguiente cuadro:

	Educación Especial Diferencial
	6,02036
	0,59727
	6,61763

	Necesidades Educativas Especiales de carácter Transitorio
	5,15598
	0,59727
	5,75325






- El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 de la LOC del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación ya que ella incide en la administración presupuestaria y financiera del Estado, materia que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República, corresponde a la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República.

Artículo 3º

Esta disposición fue incorporada al proyecto de ley durante su discusión en la Honorable Cámara de Diputados
 y ella pretende incorporar la obligación que los sostenedores de establecimientos particulares de enseñanza subvencionada por el Estado y los establecimientos de educación técnico profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley N° 3.166, de 1980, informen al Ministerio de Educación, a más tardar el último día del mes de febrero de cada año, la nómina y monto de los aguinaldos, bonos y reajustes de remuneraciones que reciban cada uno de los trabajadores del respectivo establecimiento y que dicha cartera, a su vez, envíe la referida información a las Comisiones de Hacienda de ambas Cámaras de manera que tanto el Ministerio como el Congreso Nacional tengan control sobre los dineros entregados.

Esta disposición fue objeto de la indicación número 2, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Orpis y Uriarte, a fin de suprimir del futuro texto legal la obligación mencionada.

En relación con esta indicación, el señor Ministro de Educación hizo ver que de conformidad a la nueva arquitectura vigente para la educación escolar, la obligación contenida en el artículo 3° del texto aprobado en general es de competencia de la Superintendencia de Educación Escolar. En efecto, explicó que la ley N° 20.529, sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización establece, en los artículos 54 y siguientes, que los sostenedores de establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado deberán rendir cuenta del uso de todos recursos. Agregó que la incorporación de esta función significaría desconocer la institucionalidad que se ha creado, estableciendo una duplicidad normativa que no tiene sentido.

Por su lado, el Honorable Senador señor Escalona recordó que el artículo en estudio tuvo su origen en una indicación presentada en la Cámara de Diputados que buscaba asegurar que la información relativa al uso de los recursos llegara a conocimiento del Ministerio de Educación y del Congreso Nacional. Por ello, agregó, una norma de esta naturaleza es de vital importancia, especialmente en consideración a la existencia de ciertos hechos que se han divulgado recientemente, como, y aunque corresponde a la educación superior, lo sucedido en la Universidad del Mar. A mayor abundamiento, recalcó que el precepto en estudio se limita a imponer la obligación de informar a la cartera aludida, sin crear una nueva función para el organismo público. Además, destacó que el objetivo final es que, informado el referido Ministerio, éste informe, a su vez, al Parlamento, de manera de evitar abusos en el uso de los recursos. En consecuencia, dijo compartir absolutamente el tenor del artículo y desestimar la indicación en estudio. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en tanto, dejó constancia que si bien compartía los argumentos manifestados por el Honorable Senador señor Escalona, no debía desconocerse la existencia de regulación legislativa para la obligación exigida a los sostenedores y el rol que en esta materia corresponde a la Superintendencia de Educación Escolar, y, por lo tanto, no ser necesario, desde el punto de vista de la técnica legislativa, la reiteración normativa en este proyecto de ley.

La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, estimó importante respetar la institucionalidad creada por medio de la ley N° 20.529. Aseguró que el respecto a ella la transformará en acreedora de la legitimidad necesaria para cumplir sus funciones. Por último, insistió en que, en esta nueva institucionalidad, la información relativa al uso de los recursos la recaba la Superintendencia de Educación Escolar y no el Ministerio del ramo.





- Puesta en votación la indicación número 2 esta fue aprobada por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y uno en contra, del Honorable Senador señor Escalona.
Artículo 4º

El artículo 4° de la propuesta de ley aprobada en general busca asegurar que los posibles aumentos de subvención que sugiera el Ejecutivo en el futuro se funden en estudios de la realidad y recomendaciones del Consejo Nacional de Educación
. Su tenor literal reza de la siguiente manera:

“Artículo 4°.- El Ministerio de Educación conjuntamente con el Ministerio de Hacienda, cada dos años, encargará a expertos independientes la realización de un estudio destinado a estimar el valor de una subvención escolar costo-efectiva para cada uno de los niveles y modalidades educativas de la educación regular. Dicho estudio podrá utilizar diversas modalidades de análisis empírico y, o prescriptivo a partir de tipologías de establecimientos educativos modelo.

El Ministerio de Educación deberá someter el estudio a que se refiere el inciso anterior a la consideración del Consejo Nacional de Educación quien emitirá, dentro del plazo de 45 días contado desde el requerimiento, un informe que contenga recomendaciones respecto de la pertinencia y oportunidad de posibles incrementos en el valor de las distintas subvenciones escolares de la educación regular.

Los aumentos de subvención que proponga el Ejecutivo al Parlamento deberán fundarse en los resultados del estudio y en las recomendaciones del informe a que se refieren los incisos anteriores. En caso de que los aumentos de subvenciones no recojan los resultados y, o recomendaciones se deberá justificar fundadamente dicha decisión.

A fin de garantizar que los estudios a que se refiere el inciso primero cuenten con la información necesaria para su realización, los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado y que sean seleccionados para efectos de los mismos deberán otorgar toda la información necesaria que sea requerida.

En caso de incumplir la obligación señalada en el inciso anterior, los establecimientos quedarán sujetos a las sanciones previstas en la ley N° 20.529 para el caso de establecimientos que dificultan o impiden la acción fiscalizadora de la Superintendencia de Educación.

La Superintendencia de Educación brindará el apoyo necesario a los expertos para la realización de los estudios, poniendo a disposición la información disponible y colaborando en el procesamiento de la información recabada con ocasión de los levantamientos efectuados.

Los estudios y el informe realizados de conformidad a este artículo deberán estar disponibles en la web del Ministerio de Educación y remitirse a la Comisión de Educación del Senado y la Cámara de Diputados, al inicio del año escolar inmediatamente siguiente a su emisión.”

En relación con este precepto, se presentó la indicación número 3, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Orpis y Pérez Varela, que propone suprimir esta disposición.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio expresó su opinión contraria a la indicación, puesto que el artículo en el cual recae forma parte de la esencia del sistema educacional que se pretende configurar en nuestro país. Sentenció que los estudios de expertos independientes permitirán determinar el valor de la subvención escolar costo-efectiva para cada uno de los niveles y modalidades educativas de la educación regular. Remarcó que la determinación del monto al que debieran aspirar las subvenciones ha sido un tema ampliamente discutido en los últimos años en el Congreso Nacional y su análisis permitirá determinar con precisión la cantidad de recursos que se requieren para educar a un niño en nuestro país. Asimismo, destacó que el estudio en comento será un importante insumo para el Ministerio de Educación.

En sintonía con lo anterior, estimó trascendental el que la cartera referida pudiera contar con un estudio de tales características cada dos años, cuestión que, por lo demás, hizo ver, facilitará la labor del Ministerio. 

Por otro lado, puso de relieve que el precepto aludido, al imponer la obligación que los estudios y el informe realizado estén disponibles en la página web del Ministerio de Educación, dota de transparencia al sistema al poner a disposición de todos los chilenos los datos tenidos a la vista para determinar el monto de las subvenciones.

Por su parte, el señor Ministro de Educación, enfatizó, en primer término, que el artículo en comento adolece de inconstitucionalidad, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República, ya que impone un gasto para el Ejecutivo al obligarlo a encargar un estudio de esas características, lo que afecta la administración financiera del Estado. 

Por otra parte, subrayó que involucra al Consejo Nacional de Educación en la revisión del estudio, en circunstancia que la ley no entrega facultades al referido Consejo para este propósito. Además, apuntó que el texto propuesto obliga a que los aumentos de subvenciones que en futuro se propongan se funden en los estudios aludidos, es decir, limita la libertad tanto del Ejecutivo como del Congreso Nacional para tener una discusión respecto al monto de las subvenciones. Por los argumentos legales y prácticos reseñados, sugirió aprobar la indicación que permite la supresión del artículo 4° del proyecto de ley en informe.

La Honorable Senadora señora Von Baer, del mismo modo, hizo presente que la aprobación del artículo en los términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados limitará en sus potestades tanto al Ejecutivo como al Congreso Nacional para proponer políticas públicas respecto a las subvenciones escolares, cuestión de especial importancia si se tiene en consideración la diversidad presente en el mundo de la educación.

Puntualizó que si bien compartía con el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, la necesidad de contar con estudios de expertos respecto a la materia, y que ellos se discutan y transparenten, aseguró que se involucran en el texto legal distintas entidades del Estado, imponiéndoles cargas y gastos para este último, lo que hace, además, que la norma aprobada en general sea inadmisible.

Por su parte, el Honorable Senador señor Escalona consideró que el precepto en estudio era inadmisible, puesto que influye en la administración financiera del Estado, por un lado, y, por otro, impone funciones para organismos del Estado, materias que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 65 de la Carta Fundamental, son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Con todo, hizo ver que el precepto fue aprobado por la Cámara de Diputados y que el Presidente de la Comisión de esta Cámara carece de la facultad para declararlo inadmisible y, en consecuencia, sólo quedaría el pronunciamiento del Tribunal Constitucional. 

A mayor abundamiento, dijo llamarle la atención que el Ejecutivo no hubiera hecho presente esa inadmisibilidad en el primer trámite constitucional del proyecto.

En la misma argumental del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, el Honorable Senador señor Quintana destacó la conveniencia de que los aumentos de las subvenciones escolares que proponga el Ejecutivo se funden en estudios de la realidad llevados a cabo por expertos independientes, puesto que, recalcó, los incrementos aludidos no pueden quedar entregados a la mera discrecionalidad del Gobierno de turno. Añadió que es razonable que el Ejecutivo explique cada vez que proponga aumentar los recursos para las subvenciones qué justifica tales decisiones. Sin embargo, estimó que la redacción de la norma debiera perfeccionarse de manera que los estudios sean informativos, y no vinculantes para el Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio puntualizó que el Ejecutivo no manifestó la inconstitucionalidad del precepto en tiempo y forma y que nada puede hacer esta Comisión al respecto. 

Insistiendo en su planteamiento anterior, recalcó la trascendencia de que el aumento de la subvenciones consideren estudios que determinen y justifiquen los valores que se propongan en cada caso. No obstante ello, reconoció la necesidad de dotar de cierta libertad al Ejecutivo, desde el punto de vista financiero, para poder determinar los aumentos que se consideren, por lo que fue partidario de disminuir el nivel de exigencia contemplado en la indicación, de manera de disponer que dichos estudios sean uno de los tantos elementos que el Ministerio tenga a la vista a la hora de proponer modificaciones, y, por lo tanto, enmendar la redacción de la norma en estudio de forma tal de evitar que sea vinculante.

Continuando con el desarrollo de su planteamiento, propuso sustituir la redacción actual del inciso tercero del artículo 4° por el siguiente:

“Los aumentos de subvención que proponga el Ejecutivo al Congreso Nacional deberán considerar, entre otros, los resultados del estudio y las recomendaciones del informe a que se refieren los incisos anteriores. En caso de que los aumentos de subvenciones no recojan los resultados y, o recomendaciones se deberá justificar fundadamente dicha decisión.”

El Honorable Senador señor Cantero expresó su acuerdo con el precepto en discusión, ya que estimó pertinente que los aumentos de subvenciones se justifiquen en estudios realizados por expertos independientes. No obstante, aseguró no compartir el inciso segundo de la disposición, que involucra al Consejo Nacional de Educación, imponiéndole una nueva función, como tampoco el inciso tercero de la norma aludida, al hacer vinculante el referido estudio al aumento de la subvención que se proponga, ya que de esta manera impide la adecuada discusión que debe darse en esta materia entre los órganos colegisladores.

Habida consideración de lo dispuesto anteriormente, propuso eliminar el inciso segundo y modificar el inciso tercero, que pasaría a ser el segundo, en los términos siguientes:

“Los aumentos de subvención que proponga el Ejecutivo al Congreso Nacional deberán considerar, entre otros, los resultados del estudio a que se refiere el inciso anterior. En caso de que los aumentos de subvenciones no recojan los resultados del estudio se deberá justificar fundadamente dicha decisión.”

El señor Ministro de Educación planteó eliminar el inciso segundo del artículo 4° al no contar el Consejo Nacional de Educación con competencias para desarrollar dichas funciones. Respecto del inciso tercero, propuso recoger la sugerencia del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, pero con la siguiente modificación:

“Los aumentos de subvención que proponga el Ejecutivo al Congreso Nacional deberán considerar, entre otros, los resultados del estudio a que se refiere el inciso anterior.“

- La Comisión estuvo conteste con la propuesta formulada por el Ejecutivo, reproducida precedentemente, en el sentido de eliminar el inciso segundo del artículo 4° y considerar la redacción anteriormente transcrita para el inciso tercero, por lo que la indicación número 3 resultó aprobada, con las modificaciones consignadas, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Escalona, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo 5º

El artículo 5° del proyecto aprobado en general, al igual que las normas contenidas en los dos artículos anteriores, surgió de una indicación aprobada en la Cámara de Diputados, de autoría de los Honorables Diputados señores Auth, Jaramillo, Lorenzini, Montes y Ortiz y busca que el monto máximo que los establecimientos particulares subvencionados puedan cobrar a título de financiamiento compartido se exprese utilizando como unidad monetaria el peso, y no en Unidad de Subvención Escolar, fijando su monto máximo en ochenta mil, a fin de congelar el monto máximo de los copagos.

Sobre este artículo recayó la indicación número 4, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Orpis y Pérez Varela, que propone suprimir el aludido precepto.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio explicó su opinión en orden a rechazar la indicación en análisis, de manera de mantener el precepto aprobado en general. Precisó que se ha podido observar en una parte significativa de la ciudadanía la legítima aspiración de que a medida que aumente la subvención o aporte estatal disminuya en forma proporcional el monto que a título de financiamiento compartido pueden cobrar los establecimientos, de manera de llegar en algún momento hasta su total extinción. Por lo tanto, consideró una buena medida consignar el monto máximo del financiamiento compartido en pesos y no en Unidad de Subvención Escolar, ya que cada vez que ella se incrementa crece, a la vez, el monto máximo que pueden cobrar los establecimientos particulares subvencionados a título de copago.

El señor Ministro de Educación, por su lado, reseñó que, durante la tramitación de la iniciativa de ley en la Cámara de Diputados, el Ejecutivo hizo presente que el precepto agregado era inadmisible. Sin embargo la opinión en la referida rama del Congreso fue la contraria.

Más allá de la discusión legal, comentó que, en la práctica, se puede advertir que el financiamiento compartido ha ido disminuyendo. En efecto, sostuvo que al aumentarse el monto de las subvenciones, el valor máximo que cobran los establecimientos educacionales a título de copago ha decrecido, en términos reales. Así, recordó que hasta hace cinco años atrás la subvención promedio alcanzaba a $ 41.000 y el monto máximo de financiamiento compartido a $72.000, mientras que hoy la subvención se ha incrementado hasta alcanzar a $83.000, considerando la subvención especial, y el monto máximo de financiamiento compartido sólo llega a $77.000, cifra que, en términos reales es menor a la existente en aquel tiempo. Por lo tanto, precisó, se ha producido una disminución en el último tiempo y añadió que a medida que las subvenciones sigan creciendo el copago perderá relevancia .

Por otro lado, puso de relieve que la existencia del financiamiento compartido adquiere especial importancia tratándose de la clase media, la que al no poder acceder a la subvención escolar preferencial, logra incrementar los recursos para sus hijos para la educación a través de la herramienta citada. Añadió que si bien el Gobierno está consciente de que esta es una materia pendiente, para los grupos medios es la vía para allegar más recursos a la educación.

Profundizando la línea argumental del Ejecutivo, la Honorable Senadora señora Von Baer dijo compartir la esperanza que a medida que aumente el monto de las subvenciones disminuyan los montos máximos que se cobren a título de financiamiento compartido, ya que permitirá alivianar la carga de las familias. Pese a ello, remarcó que el criticado instrumento es la vía para que la clase media inyecte más recursos a la educación de sus hijos. En consecuencia, dijo no compartir la propuesta de congelar estos montos. Además, acotó que los padres deben tener la libertad necesaria para aportar a la educación de sus hijos, que, finalmente, redundará en mejores estándares de calidad.

Por su parte, el Honorable Senador señor Cantero explicó que la familias están dispuestas a aportar en la educación de sus hijos, ya que se ven obligadas a asumir que el Estado no aporta los recursos que supone alcanzar el estándar de educación esperado. Agregó que la presencia de este instrumento ha sido ampliamente cuestionada y rechazada por gran parte del país. Asimismo, hizo notar que, en el escenario anterior, aquellas familias que no tienen la capacidad de aportar en la educación de sus hijos quedan condenadas a una educación de mala calidad.

Con todo, consideró que no era una adecuada técnica legislativa establecer valores nominales, y, por lo tanto, se inclinó por permitir que los valores puedan reajustarse. 

Finalmente, sentenció que si bien las familias tienen el derecho de aportar en la educación de sus hijos, el Estado tiene la obligación ineludible e intransferible de dar a todos los chilenos, el financiamiento adecuado para la educación impartida, habida consideración que se esconde detrás de ella un bien público.

El Honorable Senador señor Quintana, en tanto, puso de manifiesto que si bien como técnica legislativa no pareciera adecuado fijar montos en términos nominales en un texto legal, fue esa la única vía que vio la Honorable Cámara de Diputados para poner límites al monto máximo que se cobra por financiamiento compartido. Subrayó que ese instrumento, a través del cual los padres colaboran en la educación de sus hijos, se ha transformado en el principal causante de la segregación que experimenta el sistema escolar del país. En este sentido, precisó que continuar con el criterio vigente implicará profundizar en esa lamentable consecuencia.

Añadió que el Estado debiera hacerse cargo de financiar la totalidad de la educación para quienes pertenecen a la clase media de nuestro país y puntualizó que el financiamiento compartido, en términos generales, no contribuye a mejorar la calidad de la educación impartida, sino sólo profundiza la segregación de la educación escolar, cuestión que, aseguró, menoscaba la calidad de la educación.

Por último, insistió en que pese a no ser la fórmula ideal, la redacción de la propuesta de ley es la vía para poner fin a la segregación y acabar con el sistema regresivo conocido.

Finalmente, el Honorable Senador señor Escalona señaló que desde su establecimiento, ha expresado su opinión totalmente contraria a la existencia del financiamiento compartido, puesto que es un mecanismo de segregación de la educación. Aseveró que el aporte que cada padre puede hacer se ve reflejado, en definitiva, en la calidad de la educación que su hijo recibe, lo que hace que, en definitiva, el nivel que se obtenga dependerá de la condición económica de la familia del alumno.

Por otro lado, puntualizó que la creación de este instrumento no ha sido más que la invención de un impuesto que queda encubierto bajo la denominación de financiamiento compartido, ya que supone cobrar un tributo a los pobres por la educación que reciben.

Asimismo, agregó que cambiando el guarismo de la ley se busca poner un límite al copago, cuestión que, por las razones expresadas anteriormente, comparte.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, hizo notar que los datos proporcionados por el señor Ministro de Educación en orden a que el monto del financiamiento compartido en la práctica ha disminuido dado los aumentos de las subvenciones, no responden a la realidad de la circunscripción que representa, la que dista mucho de ser esa. Al respecto, comentó que en muchas comunas de la V Región el copago alcanza a $ 55.000 y, probablemente, siga aumentando, acercándose a los valores de la educación particular pagada. Añadió que, actualmente, no existe incentivo alguno para que en la medida que se aumenten las subvenciones disminuya el financiamiento compartido, aspiración que, por la vía de la propuesta de ley, se pretende alcanzar.

Por otra parte, destacó que la creación del financiamiento compartido se justificó en su momento debido a los escasos montos que alcanzaba la subvención. Sin embargo, acotó que la realidad ha cambiado y, en ese contexto, nada justifica mantener un tope tan alto.

-Puesta en votación la indicación número 4 fue rechaza por tres votos en contra, de los Honorables Senadores señores Escalona, Quintana y Walker, don Ignacio, uno a favor, de la Honorable Senadora señora Von Baer, y una abstención, del Honorable Senador señor Cantero.

- - -

Enseguida, la Comisión discutió de manera conjunta las indicaciones números 5, de los Honorables Senadores señores Lagos y Walker, don Ignacio, y número 7, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Orpis y Uriarte, por incidir en materias relacionadas. 

La indicación número 5 consulta un artículo 6°, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 6º.- Para el solo efecto del cálculo del fraccionamiento a que se refiere el artículo 83 del decreto supremo N° 170, del Ministerio de Educación, del año 2010, se considerará el valor de la subvención regular sin el incremento que contempla la presente ley.”.


La indicación número 7, en tanto, agrega una disposición transitoria, nueva, al proyecto, conforme a la cual se dispone que los aumentos de subvenciones dispuestos en la presente ley no disminuirán el monto efectivo que se entrega a los establecimientos acogidos a los Programas de Integración Escolar.
El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, destacó la importancia de los temas que se pretenden regular con estas indicaciones. Recordó los planteamientos efectuados por muchos establecimientos y fundaciones dedicados a la formación de niños con necesidades educativas especiales en el sentido que el texto legal aprobado en general producirá un detrimento para este tipo de educación. Explicó que el aumento de las subvenciones propuesta acarrea una disminución de los recursos con los que contarán estos establecimientos para implementar programas de integración educativa, ya que ellos se financian con lo que la ley denomina “fraccionamiento” y equivale al diferencial entre la subvención especial y la general. De esta manera, prosiguió, al subir sólo la última, dicho diferencial disminuye incrementando con esto las barreras de entrada que deben sortear los establecimientos educacionales para ofrecer educación inclusiva. Ejemplificando la situación, aseveró que el monto en el caso de la educación parvularia caería un 7% y de primero a sexto básico un 2,1%.

En ese mismo orden de ideas, continuó, la indicación número 7 apunta a un aspecto similar ya que intenta dar solución al menoscabo que se producirá. Enfatizó, sin embargo, que el tema debe abordarse en los artículos permanentes del texto legal y no en los transitorios.

Por su lado, la Honorable Senadora señora Von Baer remarcó que la situación descrita ha sido materia de preocupación para diversas instituciones abocadas a la educación de niños con necesidades educativas especiales. Aseveró que producto del aumento de las subvenciones y según la fórmula establecida para financiar los programas de integración educativa, los recursos para ellos asignados disminuyen. A fin de subsanar el problema anterior, relató, se presentó la indicación número 7. 

Con todo, y sin perjuicio de lo apuntado precedentemente, puso de relieve que al parecer estas dos indicaciones implican mayores gastos para el Estado y, en consecuencia, debieran ser declaradas inadmisibles, conforme lo dispone el artículo 65 de la Carta Fundamental, por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República. En esa virtud, solicitó al Ejecutivo el patrocinio de la indicación a fin de dar solución a estas instituciones educacionales que integran niños con necesidades educativas especiales.

En tanto, el Honorable Senador señor Escalona estimó que las indicaciones números 5 y 7 debieran ser declaradas inadmisibles, ya que suponen la alteración de la administración financiera del Estado, materias que, según lo establecido en el inciso tercero  del artículo 65 de la Constitución Política de la República, son de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

El señor Ministro de Educación, en tanto, hizo presente que, según la interpretación del Poder Ejecutivo, la iniciativa legal al aumentar las subvenciones no reduce los recursos que se asignaran a los estudiantes con necesidades educativas especiales. Comentó que la conclusión que obtienen las instituciones involucradas corresponde a una interpretación errónea del reglamento. A mayor abundamiento, aseguró que el espíritu del Gobierno no es reducir el monto de esos recursos, sino mantener los actuales.

Añadió que entre los años 2005 y 2009 el número de niños con necesidades educativas especiales creció a un 36% superando la cifra de 13% conocida hasta entonces. 

En este mismo orden de ideas, insistió en que el propósito del Ejecutivo es mantener esos valores y no reducirlos, pero tampoco aumentarlos. Con todo, remarcó que así como debiera dejarse claramente establecido que los programas de integración educativa no verán disminuidos sus recursos fruto del aumento de las subvenciones, tampoco los verán incrementados. En consecuencia, fue enfático en señalar que si bien el Ejecutivo quiere mantener los recursos para los aludidos programas, descarta la intención de aumentarlos. A mayor abundamiento, recalcó que una alternativa tal sería inadmisible, puesto que influye en la administración financiera o presupuestaria del Estado, materia que, de conformidad a lo dispuesto en el inciso 3° del artículo 65 de la Carta Fundamental, es de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

En ese sentido, puntualizó que si, a pesar de la explicación anterior, quisiera igualmente precisarse este aspecto en el texto legal, debiera preferirse la indicación número 7, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Orpis y Uriarte, puesto que la indicación número 5 involucra al reglamento de la ley.

El Honorable Senador señor Cantero, en su calidad de Presidente de la Comisión, y conforme lo establece el artículo 25 de la LOC del Congreso Nacional, puntualizó que, según su parecer, las indicaciones números 5 y 7 no son inadmisibles, por lo que no efectuaría tal declaración. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio señaló que, de conformidad a los cálculos que él dispone, los recursos con los que se financian los programas de integración escolar disminuyen producto del aumento de las subvenciones. En consecuencia, estimó conveniente dejar claramente establecido en el texto legal que ello no será así. Refiriéndose a la propuesta formulada por el señor Ministro de Educación, enfatizó que si bien el espíritu de la indicación número 7, es por todos compartido, debiera establecerse esa norma dentro de los artículos permanentes del texto legal.

El Honorable Senador señor Quintana puso de relieve que a lo que se aspira es a impedir que baje la subvención para los establecimientos que imparten programas de integración educativa.

Con todo, sentenció que lo que no puede ocurrir es que estos mayores recursos vayan, en definitiva, no a reales necesidades educativas especiales de los niños, sino al lucro de los establecimientos de educación escolar.

El Honorable Senador señor Cantero propuso alcanzar un texto de consenso que refunda las indicaciones número 5 y número 7, en donde quede de manifiesto que el monto de los recursos para los programas de integración escolar se mantendrá, no disminuyendo ni aumentando.


En esa virtud, el Ejecutivo propuso la siguiente redacción para esta materia, consignando la norma como un artículo 5°, nuevo, de la iniciativa de ley:


“Artículo 5°: La aplicación de la presente ley no significará aumento de la subvención de la educación especial diferencial y de las necesidades educativas especiales de carácter transitorio. Sin perjuicio de lo anterior, para el solo efecto del cálculo del fraccionamiento destinado a financiar los programas aprobados de integración escolar se considerará el valor de la subvención regular vigente a agosto del año 2012.”.

El Honorable Senador señor Escalona, igualmente, insistió en su planteamiento, en el sentido que las indicaciones en discusión debieran ser declaradas inadmisibles por vulnerar lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental, razón por la cual se abstendría de votar a favor de ellas.

-Puestas en votación las indicaciones número 5 y 7, refundidas, con las modificaciones consignadas en la redacción precedentemente transcrita, fueron aprobadas por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Quintana y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Honorable Senador señor Escalona.

- - -

Finalmente, la Comisión analizó la indicación número 6 de los Honorables Senadores señores Lagos y Walker, don Ignacio, que propone incorporar como artículos 7° y 8°, nuevos, los siguientes:

“Artículo 7º.- Durante 2012, el Ministerio de Educación deberá encargar a expertos independientes la realización de un estudio respecto de los costos que implica a los establecimientos educacionales cumplir la normativa en materia de Educación Especial Diferencial y de Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, en especial, respecto de la normativa que regula a los programas de integración escolar. El estudio deberá considerar características de los establecimientos tales como su tamaño en términos de matrícula y su ubicación geográfica, entre otros. Los resultados del estudio deberán ser públicos e informados a las Comisiones de Educación del Senado y de la Cámara de Diputados. Un estudio de similares características deberá ser encargado con una periodicidad no inferior a 2 años.

Artículo 8º.- En función de los resultados del estudio a que se refiere el artículo anterior, el Ministerio de Educación deberá ajustar el título V que corresponde a fraccionamiento del Decreto N° 170 reemplazando el concepto de fraccionamiento por el de subsidio para integración educativa. Dicho ajuste deberá implementarse en un plazo no superior a seis meses una vez entregado el estudio señalado en el artículo anterior.”.





- El señor Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Cantero, en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 de la LOC del Congreso Nacional, declaró inadmisible la indicación ya que ella modifica la actuales funciones del Ministerio de Educación, materia que, de conformidad a lo dispuesto en el número 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República, corresponde a la iniciativa legal exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República.

- - -

MODIFICACIONES

En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado.

Artículo 3º

Eliminarlo.

(Mayoría 4x1. Indicación número 2)

Artículo 4º

Pasa a ser artículo 3°, con la siguiente redacción:


“Artículo 3°.- El Ministerio de Educación conjuntamente con el Ministerio de Hacienda, cada dos años, encargará a expertos independientes la realización de un estudio destinado a estimar el valor de una subvención escolar costo-efectiva para cada uno de los niveles y modalidades educativas de la educación regular. Dicho estudio podrá utilizar diversas modalidades de análisis empírico y, o prescriptivo a partir de tipologías de establecimientos educativos modelo.




Los aumentos de subvención que proponga el Ejecutivo al Congreso Nacional deberán considerar, entre otros, los resultados del estudio a que se refiere el inciso anterior.




A fin de garantizar que los estudios a que se refiere el inciso primero cuenten con la información necesaria para su realización, los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado y que sean seleccionados para efectos de los mismos deberán otorgar toda la información necesaria que sea requerida.




En caso de incumplir la obligación señalada en el inciso anterior, los establecimientos quedarán sujetos a las sanciones previstas en la ley N° 20.529 para el caso de establecimientos que dificultan o impiden la acción fiscalizadora de la Superintendencia de Educación.




La Superintendencia de Educación brindará el apoyo necesario a los expertos para la realización de los estudios, poniendo a disposición la información disponible y colaborando en el procesamiento de la información recabada con ocasión de los levantamientos efectuados.




Los estudios y el informe realizados de conformidad a este artículo deberán estar disponibles en la web del Ministerio de Educación y remitirse a la Comisión de Educación del Senado y la Cámara de Diputados, al inicio del año escolar inmediatamente siguiente a su emisión.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 3)

Artículo 5°


Pasa a ser artículo 4°, sin modificaciones.

- - -


Consultar el siguiente artículo 5°, nuevo:


“Artículo 5°: La aplicación de la presente ley no significará aumento de la subvención de la educación especial diferencial y de las necesidades educativas especiales de carácter transitorio. Sin perjuicio de lo anterior, para el solo efecto del cálculo del fraccionamiento destinado a financiar los programas aprobados de integración escolar se considerará el valor de la subvención regular vigente a agosto del año 2012.”.

(Mayoría 4x1 abstención. Indicaciones números 5 y 7).

Disposiciones Transitorias


Artículo segundo


Reemplazar la expresión numérica “4°” por “3°”. (Unanimidad, artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones aprobadas por vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, precedentemente transcritas, el texto del proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 20.248, que establece la Ley de Subvención Escolar Preferencial de la siguiente forma:

Reemplázase el cuadro de Valor Subvención en U.S.E., contenido en el artículo 14, por el siguiente:
	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A:

Establecimientos educacionales autónomos
	1,694
	1,694
	1,129
	1,129

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,847
	0,847
	0,5645
	0,5645


2) Reemplázase el cuadro del artículo 16, por el siguiente:


	Tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios del Establecimiento Educacional
	Desde el 1° nivel de transición hasta 4° año básico (U.S.E.)
	5° y 6° año básico (U.S.E.)
	7° y 8° año básico (U.S.E.)
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media (U.S.E.)

	60% o más
	0,302
	0,302
	0,202
	0,202

	Entre 45% y menos de 60%
	0,269
	0,269
	0,179
	0,179

	Entre 30% y menos de 45%
	0,202
	0,202
	0,134
	0,134

	Entre 15% y menos de 30%
	0,118
	0,118
	0,078
	0,078


3) Reemplázase el inciso tercero del artículo 20 por el siguiente:

“Este aporte adicional será de 0,847 U.S.E. por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 6º año de la educación general básica; de 0,5645 U.S.E. por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica; y de 0,5645 U.S.E. por los alumnos que cursen desde el 1° hasta 4° año de enseñanza media.”.

4) Sustitúyese el artículo duodécimo transitorio por el siguiente:

“Artículo duodécimo.- Los niveles de 1° año de enseñanza media a 4° año de enseñanza media se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios y de los aportes adicionales establecidos en esta ley, a razón de un nivel por año, comenzando el año escolar 2013 con el 1° año de enseñanza media.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:

1) Modifícase el artículo 9°, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:

"Artículo 9°.- El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 9° (incluye incrementos fijados por leyes Nos. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. por aplicación del factor artículo 7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	2,09826
	0,17955
	2,27781

	Educación Parvularia (2° Nivel Transición)
	2,09826
	0,17955
	2,27781

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,81401
	0,17997
	1,99398

	Educación General Básica (7° y 8°)
	1,96884
	0,19546
	2,16430

	Educación Especial Diferencial
	5,79658
	0,59727
	6,39385

	Necesidades Edu-cativas Especiales de carácter Transitorio
	4,96143
	0,59727
	5,5587

	Educación Media Humanístico-Científica
	2,19850
	0,21818
	2,41668

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,25842
	0,32402
	3,58244

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,54190
	0,25252
	2,79442

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,27993
	0,22634
	2,50627

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,71879
	0,13317
	1,85196

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,93046
	0,13317
	2,06363

	Educación Media Humanístico-Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,36078
	0,18363
	2,54441

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,89313
	0,18363
	3,07676

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,1371
	0,18363
	2,32073

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,22211
	0,18363
	2,40574

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823


b) Sustitúyese el inciso noveno, por el siguiente:

"En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en factor artículo 9° en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes N°s. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,52450
	0,24655
	2,77105

	Educación Media Humanístico-Científica
	3,01381
	0,29481
	3,30862

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	4,06671
	0,40013
	4,46684

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	3,18177
	0,31177
	3,49354

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	3,01381
	0,29481
	3,30862






Artículo 3°.- El Ministerio de Educación conjuntamente con el Ministerio de Hacienda, cada dos años, encargará a expertos independientes la realización de un estudio destinado a estimar el valor de una subvención escolar costo-efectiva para cada uno de los niveles y modalidades educativas de la educación regular. Dicho estudio podrá utilizar diversas modalidades de análisis empírico y, o prescriptivo a partir de tipologías de establecimientos educativos modelo.




Los aumentos de subvención que proponga el Ejecutivo al Congreso Nacional deberán considerar, entre otros, los resultados del estudio a que se refiere el inciso anterior.




A fin de garantizar que los estudios a que se refiere el inciso primero cuenten con la información necesaria para su realización, los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado y que sean seleccionados para efectos de los mismos deberán otorgar toda la información necesaria que sea requerida.




En caso de incumplir la obligación señalada en el inciso anterior, los establecimientos quedarán sujetos a las sanciones previstas en la ley N° 20.529 para el caso de establecimientos que dificultan o impiden la acción fiscalizadora de la Superintendencia de Educación.




La Superintendencia de Educación brindará el apoyo necesario a los expertos para la realización de los estudios, poniendo a disposición la información disponible y colaborando en el procesamiento de la información recabada con ocasión de los levantamientos efectuados.




Los estudios y el informe realizados de conformidad a este artículo deberán estar disponibles en la web del Ministerio de Educación y remitirse a la Comisión de Educación del Senado y la Cámara de Diputados, al inicio del año escolar inmediatamente siguiente a su emisión.




Artículo 4°.- Para sustituir en el inciso primero del artículo 24 del decreto con fuerza N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, la expresión "4 U.S.E."  por “$ 80.000”.


Artículo 5°: La aplicación de la presente ley no significará aumento de la subvención de la educación especial diferencial y de las necesidades educativas especiales de carácter transitorio. Sin perjuicio de lo anterior, para el solo efecto del cálculo del fraccionamiento destinado a financiar los programas aprobados de integración escolar se considerará el valor de la subvención regular vigente a agosto del año 2012.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia a contar del mes subsiguiente de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- El primer estudio que se realice de conformidad a lo prescrito en el artículo 3°, se realizará al inicio del año académico siguiente al de entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo tercero.- El mayor gasto que represente esta ley durante el año 2012 se financiará con cargo a la partida 09 Ministerio de Educación, del Presupuesto del Sector Público.”.

- - -

Acordado y tratado en sesión celebrada el día 8 de agosto de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Camilo Escalona Medina, Jaime Quintana Leal e Ignacio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 13 de agosto de 2012.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D

Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUMENTA LAS SUBVENCIONES DEL ESTADO A LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES 

(8070-04)

HONORABLE SENADO:

La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su segundo informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A  la sesión que celebró la Comisión asistieron los siguientes invitados:

Del Ministerio de Educación, el Ministro, señor Harald Beyer; el Jefe de Gabinete del señor Ministro, señor Pablo Eguiguren; y el asesor, señor Raúl Figueroa.

Del Ministerio de Hacienda, la asesora, señorita Carmina Hernández.

De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, el abogado, señor Patricio Espinoza.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Tomás Celis.

El asesor de la Honorable Senadora señora Rincón, señor Josué Vega.

- - -

Cabe hacer presente que la iniciativa en estudio fue analizada previamente, en segundo informe, por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología. 

- - -

Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda no realizó enmiendas respecto del texto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación se efectúa una relación o transcripción, según el caso, al tenor del texto despachado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, de aquellas disposiciones que fueron introducidas o enmendadas en relación con el texto aprobado en general por el Senado. Del mismo modo, se da cuenta de los acuerdos al efecto adoptados.

- - -





El artículo 3° aprobado en general por el Senado incorporaba la obligación, para los sostenedores de establecimientos particulares de enseñanza subvencionada por el Estado y de establecimientos de educación técnico profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley N° 3.166, de 1980, de informar al Ministerio de Educación, a más tardar el último día del mes de febrero de cada año, la nómina y monto de los aguinaldos, bonos y reajustes de remuneraciones que reciban cada uno de los trabajadores del respectivo establecimiento. Asimismo, prescribía que la referida cartera debía enviar esa información a las Comisiones de Hacienda de ambas Cámaras del Congreso Nacional, antes del 31 de marzo de cada año. 





Este artículo fue eliminado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, en virtud de la aprobación de la indicación número 2. Como consecuencia de esta enmienda, se ajustó la numeración de los artículos subsiguientes del proyecto.

El Ministro de Educación, señor Harald Beyer, explicó que establecer la obligación de información contenida en el artículo 3° implicaba, en realidad, duplicar el deber que ya se ha previsto en relación con la Superintendencia de Educación Escolar, órgano encargado de reunir todos esos antecedentes. A la vez que redundante, agregó, suponía volver a involucrar al Ministerio de Educación en la tarea de recopilar información, en circunstancias que, conforme a lo dispuesto por la ley N° 20.529, sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, tal deber ya estaba radicado en otra institución.

La Honorable Senadora señora Rincón destacó la importancia de que la información en comento debiera ser enviada a las comisiones de Hacienda del Senado y la Cámara de Diputados. Así, por lo demás, se contempla en una serie de disposiciones legales actualmente en vigor. 

El señor Ministro de Educación consignó que toda la información a que aludía el artículo 3° es pública, y se podrá encontrar en la página web de la citada Superintendencia.

El Honorable Senador señor Novoa señaló que no resulta plausible que la información que contenía el artículo 3° sea enviada el Congreso, habida cuenta de los escasos medios con que se cuenta para procesar ese nivel de detalle y de que, en la práctica, difícilmente sería objeto de una minuciosa revisión. 





Puesta en votación la eliminación del artículo 3° del texto despachado en general por el Senado, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

- - -

Artículo 3º


En su segundo informe, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología lo aprobó en los siguientes términos:


“Artículo 3°.- El Ministerio de Educación conjuntamente con el Ministerio de Hacienda, cada dos años, encargará a expertos independientes la realización de un estudio destinado a estimar el valor de una subvención escolar costo-efectiva para cada uno de los niveles y modalidades educativas de la educación regular. Dicho estudio podrá utilizar diversas modalidades de análisis empírico y, o prescriptivo a partir de tipologías de establecimientos educativos modelo.




Los aumentos de subvención que proponga el Ejecutivo al Congreso Nacional deberán considerar, entre otros, los resultados del estudio a que se refiere el inciso anterior.




A fin de garantizar que los estudios a que se refiere el inciso primero cuenten con la información necesaria para su realización, los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado y que sean seleccionados para efectos de los mismos deberán otorgar toda la información necesaria que sea requerida.




En caso de incumplir la obligación señalada en el inciso anterior, los establecimientos quedarán sujetos a las sanciones previstas en la ley N° 20.529 para el caso de establecimientos que dificultan o impiden la acción fiscalizadora de la Superintendencia de Educación.




La Superintendencia de Educación brindará el apoyo necesario a los expertos para la realización de los estudios, poniendo a disposición la información disponible y colaborando en el procesamiento de la información recabada con ocasión de los levantamientos efectuados.




Los estudios y el informe realizados de conformidad a este artículo deberán estar disponibles en la web del Ministerio de Educación y remitirse a la Comisión de Educación del Senado y la Cámara de Diputados, al inicio del año escolar inmediatamente siguiente a su emisión.”.

Cabe hacer presente que, en relación con el texto despachado en general por el Senado, y como consecuencia de la aprobación con modificaciones de la indicación número 3, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología sólo suprimió el inciso segundo del artículo original, y en el inciso tercero, que pasó a ser inciso segundo, incorporó una nueva redacción. 

El señor Ministro de Educación expresó que la supresión del inciso segundo –relativo al deber para el Ministerio de someter a la consideración del Consejo Nacional de Educación el estudio destinado a estimar el valor de una subvención escolar costo efectiva-, pasa por el hecho que dicho Consejo no cuenta con competencias para llevar a cabo una evaluación como la que se le estaba encargando.

En relación con el inciso tercero, que pasó a ser segundo, indicó que la redacción primigenia prescribía que los aumentos de subvención que el Ejecutivo realice, “deberán fundarse” en los resultados del estudio antes establecido. Se imponía, de esa forma, una obligación sobre la forma en que debía dicho poder del Estado realizar un gasto fiscal. De ahí que se haya llegado, finalmente, a la redacción que aprobó la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.     





La Comisión aprobó el artículo 3°, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 5°

Es del siguiente tenor:


“Artículo 5°: La aplicación de la presente ley no significará aumento de la subvención de la educación especial diferencial y de las necesidades educativas especiales de carácter transitorio. Sin perjuicio de lo anterior, para el solo efecto del cálculo del fraccionamiento destinado a financiar los programas aprobados de integración escolar se considerará el valor de la subvención regular vigente a agosto del año 2012.”.

Este artículo fue incorporado en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en virtud de la aprobación, con enmiendas, de las indicaciones números 5 y 7.

La Honorable Senadora señora Rincón observó que el contenido del artículo 5° recoge los reparos realizados con motivo del primer informe de la Comisión de Hacienda, acerca de la situación de los niños con necesidades educativas especiales (NEE), que podrían resultar afectados por la disminución, en virtud del presente proyecto de ley, de los recursos para el financiamiento de los Programas de Integración Escolar (PIE).

Sin perjuicio de que se considerará el valor de la subvención regular vigente al mes de enero de 2012, consultó de qué manera piensa el Ejecutivo abordar, de aquí en más, el financiamiento de los niños que se encuentren en esa situación.

El señor Ministro de Educación consignó que el Ejecutivo se encuentra en vías de encargar la realización de un estudio que permita determinar cuáles han sido los fundamentos del notable crecimiento del número de niños atendidos por NEE, que precisan de establecimientos educacionales habilitados para recibirlos.  





La Honorable Senadora señora Rincón expresó comprender la necesidad de contar con un diagnóstico sobre la cantidad de usuarios del sistema y cuáles son sus necesidades especiales. Ello, sin embargo, no responde a la pregunta sobre cuáles serán los montos a que tendrán acceso, en el futuro, quiénes califiquen en esa categoría.   





El señor Ministro de Educación señaló que el momento en que el Ejecutivo decida el envío de un nuevo proyecto de ley sobre subvención educacional, será también la oportunidad para proponer un eventual aumento de la que se entrega a niños con NEE. Cada aumento de subvención, recordó, debe ser aprobado por ley.





En el intertanto, regirá el sistema vigente, de acuerdo también con lo dispuesto en el artículo 5° que se está analizando. Ello implica, por cierto, que cada vez que se reajuste la Unidad de Subvención Educacional (USE), cuestión que ocurre cada vez que tiene lugar el reajuste del sector público, aumentará también la subvención para niños con NEE. 





El artículo 5° fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

Disposiciones Transitorias


Artículo segundo

Dispone que el primer estudio que se realice de conformidad a lo prescrito en el artículo 3° de la ley que el presente proyecto propone, se realizará al inicio del año académico siguiente al de entrada en vigencia de la misma.


La enmienda realizada en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en mérito de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, consiste en que la referencia al artículo 4° debe ser hecha, en realidad, al artículo 3°, en virtud de los ajustes en la numeración de los artículos del proyecto.





El artículo segundo transitorio fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa.

- - -

INFORME FINANCIERO

Se reproduce, al efecto, el mismo informe financiero incluido en el primer informe de la Comisión de Hacienda sobre el proyecto de ley de la referencia. Corresponde al elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 29 de noviembre de 2011, cuyo tenor es el que sigue:

I Antecedentes.

El presente proyecto de ley incrementa los aportes del fisco por la subvención a estudiantes que asisten a los establecimientos de educación municipal y particular subvencionados.

En primer lugar se aumenta el monto de la subvención escolar preferencial para los alumnos que asisten a 5° y 6° año de Educación General Básica, de modo de igualarlo al que hoy se paga por los alumnos desde el primer nivel de transición de Educación Parvularia al 4° año de Educación General Básica.

Adicionalmente, el proyecto propone duplicar el monto que reciben actualmente los establecimientos educacionales por subvención escolar preferencial, para los cursos de 7° año de Educación General Básica a 4° año de Enseñanza Media.

Finalmente, se establece un incremento de la subvención general en 3,5%, que incluye un incremento especial (de 15%) para la subvención del primer y segundo nivel de transición de Educación Parvularia que aún no está en jornada escolar completa.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El costo mensual de este proyecto para el año 2012 y medido en moneda de ese año, se estima en $12.077 millones, según el siguiente detalle:

- El numeral 1) del artículo 1° propone incrementos del valor de la Subvención Escolar Preferencial (SEP), que implica un aumento estimado mensual de gasto fiscal de $4.176 millones.

- El numeral 2) del artículo 1° incrementa el monto de la Subvención por Concentración de Alumno Prioritario, que se estima representará un mayor gasto fiscal mensual por este concepto de $1.147 millones. En suma el artículo 1° implica un mayor gasto fiscal mensual por $5.323 millones.

- Por su parte, el artículo 2° establece un aumento de 3,5% del valor de la subvención general establecida en el artículo 9° del Decreto con Fuerza de Ley N°2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, incluido el incremento especial (de 15%) para la subvención del primer y segundo nivel de transición de educación parvularia. Ello representa un mayor gasto fiscal mensual estimado en $6.754 millones, de los cuales $5.395 millones corresponden al aumento general de 3,5% y $1.359 millones al aumento de 15% para primer y segundo nivel de transición.

El proyecto de ley establece, en su artículo transitorio, que entrará en vigencia a contar del mes subsiguiente a su publicación en el Diario Oficial. Por ello, el monto total del mayor gasto Fiscal que irrogará esta ley durante el año 2012, dependerá del mes en que ella entre en vigencia. En cualquier caso, la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2012, recientemente aprobada por el Congreso Nacional, contiene en el presupuesto del Ministerio de Educación, los recursos necesarios para hacer frente al financiamiento del proyecto de ley en comento asumiendo que entra en vigencia durante el primer semestre del año.

Adicionalmente, cabe precisar que el numeral 4) del artículo 1° propone adelantar la entrada en régimen de la subvención escolar preferencial para 1° de enseñanza media desde 2014 a 2013, lo que tiene un costo extra para 2013 de $14.426 millones (SEP y concentración).

Así el gasto total del proyecto (suponiendo que entra en vigencia en junio de 2012) queda establecido de acuerdo al siguiente cuadro:

Cuadro 1: Gasto Proyecto de Ley de Subvenciones

(En millones de $ 2012)

	
	2012
	2013
	2014

	Subvención de Escolaridad
	37.765
	64.127
	63.503

	Subvención Extra de 15% Kínder y Pre-Kínder
	9.513
	17.251
	18.217



	Adelanto Subvención Ed. Media


	0
	14.426
	14.426

	Incrementos SEP (incluye concentración
	37.261
	63.875
	78.308

	Total
	84.539
	159.680
	174.455


En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Hacienda tiene a honra proponer la aprobación del presente proyecto de ley en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 20.248, que establece la Ley de Subvención Escolar Preferencial de la siguiente forma:

Reemplázase el cuadro de Valor Subvención en U.S.E., contenido en el artículo 14, por el siguiente:
	
	Desde 1° nivel de transición hasta 4° año de la educación básica
	5° y 6° año básico
	7° y 8° año básico
	Desde 1° hasta 4° año de enseñanza media

	A:

Establecimientos educacionales autónomos
	1,694
	1,694
	1,129
	1,129

	B: Establecimientos educacionales emergentes
	0,847
	0,847
	0,5645
	0,5645


2) Reemplázase el cuadro del artículo 16, por el siguiente:


	Tramos según el porcentaje de alumnos prioritarios del Establecimiento Educacional
	Desde el 1° nivel de transición hasta 4° año básico (U.S.E.)
	5° y 6° año básico (U.S.E.)
	7° y 8° año básico (U.S.E.)
	Desde 1° año hasta 4° año de enseñanza media (U.S.E.)

	60% o más
	0,302
	0,302
	0,202
	0,202

	Entre 45% y menos de 60%
	0,269
	0,269
	0,179
	0,179

	Entre 30% y menos de 45%
	0,202
	0,202
	0,134
	0,134

	Entre 15% y menos de 30%
	0,118
	0,118
	0,078
	0,078


3) Reemplázase el inciso tercero del artículo 20 por el siguiente:

“Este aporte adicional será de 0,847 U.S.E. por los alumnos que cursen desde el primer y segundo año de transición de la educación parvularia y hasta el 6º año de la educación general básica; de 0,5645 U.S.E. por los alumnos que cursen 7º y 8º año de la educación general básica; y de 0,5645 U.S.E. por los alumnos que cursen desde el 1° hasta 4° año de enseñanza media.”.

4) Sustitúyese el artículo duodécimo transitorio por el siguiente:

“Artículo duodécimo.- Los niveles de 1° año de enseñanza media a 4° año de enseñanza media se incorporarán gradualmente a la percepción de la subvención escolar preferencial, de la subvención por concentración de alumnos prioritarios y de los aportes adicionales establecidos en esta ley, a razón de un nivel por año, comenzando el año escolar 2013 con el 1° año de enseñanza media.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales:

1) Modifícase el artículo 9°, en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:

"Artículo 9°.- El valor unitario mensual de la subvención por alumno para cada nivel y modalidad de la enseñanza, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), corresponderá al siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 9° (incluye incrementos fijados por leyes Nos. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. por aplicación del factor artículo 7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación Parvularia (1° Nivel de Transición)
	2,09826
	0,17955
	2,27781

	Educación Parvularia (2° Nivel Transición)
	2,09826
	0,17955
	2,27781

	Educación General Básica (1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 6°)
	1,81401
	0,17997
	1,99398

	Educación General Básica (7° y 8°)
	1,96884
	0,19546
	2,16430

	Educación Especial Diferencial
	5,79658
	0,59727
	6,39385

	Necesidades Edu-cativas Especiales de carácter Transitorio
	4,96143
	0,59727
	5,5587

	Educación Media Humanístico-Científica
	2,19850
	0,21818
	2,41668

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	3,25842
	0,32402
	3,58244

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	2,54190
	0,25252
	2,79442

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	2,27993
	0,22634
	2,50627

	Educación Básica de Adultos (Primer Nivel)
	1,29547
	0,13317
	1,42864

	Educación Básica de Adultos (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,71879
	0,13317
	1,85196

	Educación Básica de Adultos con oficios (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	1,93046
	0,13317
	2,06363

	Educación Media Humanístico-Científica de adultos (Primer Nivel y Segundo Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Primer Nivel)
	2,36078
	0,18363
	2,54441

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Agrícola y Marítima (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,89313
	0,18363
	3,07676

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Primer Nivel)
	2,1371
	0,18363
	2,32073

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Industrial (Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,22211
	0,18363
	2,40574

	Educación Media Técnico-Profesional de Adultos Comercial y Técnica (Primer Nivel, Segundo Nivel y Tercer Nivel)
	2,0946
	0,18363
	2,27823


b) Sustitúyese el inciso noveno, por el siguiente:

"En el caso de los establecimientos educacionales que operen bajo el régimen de jornada escolar completa diurna, el valor unitario mensual por alumno, para los niveles y modalidades de enseñanza que se indican, expresado en unidades de subvención educacional (U.S.E.), será el siguiente:

	Enseñanza que imparte el establecimiento
	Valor de la subvención en factor artículo 9° en U.S.E. (incluye incrementos fijados por leyes N°s. 19.662 y 19.808)
	Valor de la subvención en U.S.E. factor artículo 7° ley N° 19.933
	Valor de la subvención en U.S.E.

	Educación General Básica 3° a 8° años
	2,52450
	0,24655
	2,77105

	Educación Media Humanístico-Científica
	3,01381
	0,29481
	3,30862

	Educación Media Técnico-Profesional Agrícola Marítima
	4,06671
	0,40013
	4,46684

	Educación Media Técnico-Profesional Industrial
	3,18177
	0,31177
	3,49354

	Educación Media Técnico-Profesional Comercial y Técnica
	3,01381
	0,29481
	3,30862






Artículo 3°.- El Ministerio de Educación conjuntamente con el Ministerio de Hacienda, cada dos años, encargará a expertos independientes la realización de un estudio destinado a estimar el valor de una subvención escolar costo-efectiva para cada uno de los niveles y modalidades educativas de la educación regular. Dicho estudio podrá utilizar diversas modalidades de análisis empírico y, o prescriptivo a partir de tipologías de establecimientos educativos modelo.




Los aumentos de subvención que proponga el Ejecutivo al Congreso Nacional deberán considerar, entre otros, los resultados del estudio a que se refiere el inciso anterior.




A fin de garantizar que los estudios a que se refiere el inciso primero cuenten con la información necesaria para su realización, los establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado y que sean seleccionados para efectos de los mismos deberán otorgar toda la información necesaria que sea requerida.




En caso de incumplir la obligación señalada en el inciso anterior, los establecimientos quedarán sujetos a las sanciones previstas en la ley N° 20.529 para el caso de establecimientos que dificultan o impiden la acción fiscalizadora de la Superintendencia de Educación.




La Superintendencia de Educación brindará el apoyo necesario a los expertos para la realización de los estudios, poniendo a disposición la información disponible y colaborando en el procesamiento de la información recabada con ocasión de los levantamientos efectuados.




Los estudios y el informe realizados de conformidad a este artículo deberán estar disponibles en la web del Ministerio de Educación y remitirse a la Comisión de Educación del Senado y la Cámara de Diputados, al inicio del año escolar inmediatamente siguiente a su emisión.




Artículo 4°.- Para sustituir en el inciso primero del artículo 24 del decreto con fuerza N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, la expresión "4 U.S.E."  por “$ 80.000”.


Artículo 5°: La aplicación de la presente ley no significará aumento de la subvención de la educación especial diferencial y de las necesidades educativas especiales de carácter transitorio. Sin perjuicio de lo anterior, para el solo efecto del cálculo del fraccionamiento destinado a financiar los programas aprobados de integración escolar se considerará el valor de la subvención regular vigente a agosto del año 2012.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia a contar del mes subsiguiente de su publicación en el Diario Oficial.

Artículo segundo.- El primer estudio que se realice de conformidad a lo prescrito en el artículo 3°, se realizará al inicio del año académico siguiente al de entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo tercero.- El mayor gasto que represente esta ley durante el año 2012 se financiará con cargo a la partida 09 Ministerio de Educación, del Presupuesto del Sector Público.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 14 de agosto de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.

Sala de la Comisión, a 20 de agosto de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL,  QUE APRUEBA EL “PROTOCOLO DE MODIFICACIÓN DE LA CONVENCIÓN RELATIVA A LA ORGANIZACIÓN HIDROGRÁFICA INTERNACIONAL” 

(8214-10)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 9 de diciembre de 2011, con urgencia con carácter de “suma”.

Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 18 de abril de 2012, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Subsecretario, señor Fernando Schmidt; el Director de Asuntos Jurídicos, señor Hernán Salinas, y el Subdirector de la Dirección de Medio Ambiente, señor José Fernández. A su vez, concurrieron del Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada, SHOA: el Director, Capitán de Navío señor Patricio Carrasco, y el Jefe del Departamento de Hidrografía, Capitán de Corbeta señor Felipe Barrios.

- - -

Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES

1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".

b) Convención relativa a la Organización Hidrográfica Internacional, promulgada por decreto supremo N° 494, de 30 de junio de 1971, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 31 de julio de 1971.

c) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.

2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje señala que la Convención relativa a la Organización Hidrográfica Internacional fue suscrita en Mónaco, el 3 de mayo de 1967, y entró en vigor internacional el 22 de septiembre de 1970. Añade que en Chile fue promulgada por decreto supremo N° 494, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 30 de junio de 1971, publicado en el Diario Oficial de 31 de julio de 1971.

Agrega el Ejecutivo que el propósito de dicha Convención fue fundar la Organización Hidrográfica Internacional (OHI) con carácter consultivo, exclusivamente técnico, cuyos objetivos fueron, entre otros, procurar la coordinación de actividades de los servicios hidrográficos  nacionales y propender a la mayor uniformidad posible en las cartas de navegación y documentos náuticos. Actualmente, la Organización Hidrográfica Internacional, con sede central en Mónaco, cuenta con ochenta y tres Estados Partes.
Indica el Mensaje que en el año 2002 la Conferencia Hidrográfica Internacional, instancia que agrupa a todos los miembros de la Organización, decidió impulsar los estudios necesarios para introducir cambios estructurales en la misma, a fin de hacer su trabajo más efectivo en términos de gestión y capacidad de adaptación a los nuevos escenarios y desafíos de la hidrografía actual.

Así, en la III Conferencia Hidrográfica Internacional Extraordinaria de la Organización Hidrográfica Internacional, celebrada en Mónaco en el mes de abril de 2005, se acogieron los cambios propuestos para avanzar hacia una mejor organización y se decidió aprobar, de conformidad con el artículo XXI de la Convención, enmiendas a la misma, las que figuran en el “Protocolo de Modificación de la Convención relativa a la Organización Hidrográfica Internacional”. Dichas enmiendas simplifican el ingreso a la Organización, modernizan sus objetivos, el proceso de toma de decisiones y acortan el período entre Conferencias, entre otras.

El Ejecutivo hace presente que las modificaciones que introduce el Protocolo entrarán en vigor, para todas las Partes Contratantes, tres meses después de que el Depositario reciba las notificaciones de aprobación de dos tercios de los Estados Miembros.

3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 21 de marzo de 2012, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 3 de abril de 2012 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe.


Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 17 de abril de 2012, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (100 votos a favor).

4. Instrumento Internacional.- El Protocolo contiene 20 artículos que se reseñan a continuación.

El artículo 1 modifica el Preámbulo de la Convención. En primer lugar, cambia su encabezamiento, al suprimir la palabra “Gobiernos”, que se reemplaza por el término “Estados Partes”. Seguidamente, se incorporan nuevos párrafos que acentúan la función de la Organización, atendida la necesidad de contar con una estructura más moderna que pueda cumplir con los nuevos requerimientos que se imponen en la actualidad.

A su vez, el artículo 2 reformula el artículo II de la Convención precisando que la Organización tiene un carácter consultivo y técnico y que incorpora nuevos objetivos, básicamente orientados a promover el uso de la hidrografía para la seguridad de la navegación, perfeccionar las capacidades y potencialidades de las ciencias y técnicas hidrográficas, proporcionar a los Estados mejor orientación en materias hidrográficas, desarrollar las actividades hidrográficas entre los Miembros y mejorar la cooperación entre los Estados a nivel regional.

El artículo 3 cambia el artículo III de la Convención de modo de consignar que los Estados Miembros de la Organización son los Estados Partes de la Convención.

Por su parte, los artículos 4 al 8 introducen una serie de modificaciones a los artículos IV, V, VI, VII y VIII de la Convención referidas a los nuevos órganos que componen la Organización, a saber: la Asamblea, el Consejo, la Comisión de Finanzas, la Secretaría y cualquier órgano subsidiario, estableciendo sus respectivas funciones, composición y periodicidad de las sesiones.

El artículo 9 enmienda al artículo IX de la Convención introduciendo el procedimiento aplicable a la toma de decisiones cuando no existe consenso.

Luego, el artículo 10 modifica el artículo X de la Convención, que regulaba el Comité Directivo, disponiendo ahora que la Organización podrá cooperar con Organizaciones Internacionales, cuyos propósitos tengan relación con la Organización.

El artículo 11 reforma el artículo XI de la Convención estipulando que el funcionamiento de la Organización se detallará en el Reglamento General y en el Reglamento Financiero, los que se adjuntan a la Convención, pero no son parte integral de la misma.

Seguidamente, el artículo 12 enmienda el artículo XIII de la Convención previendo que la Organización tendrá personalidad jurídica y gozará, dentro del territorio de cada uno de los Estados Miembros y previo acuerdo, de los privilegios e inmunidades que sean necesarios para el ejercicio de sus funciones.

El artículo 13 modifica el artículo XIV de la Convención en su letra a), reemplazando el término “Gobiernos Miembros” por “Estados Miembros”; y en la letra b), reemplazando “Comisión de Finanzas” por “Asamblea”.

A continuación, el artículo 14 cambia el artículo XV de la Convención, regulando la mora por parte de los Estados Miembros en el pago de los aportes y sus consecuencias.

El artículo 15 enmienda el artículo XVI de la Convención, reformulando las funciones del depositario.

A su vez, el artículo 16 rectifica el artículo XVII de la Convención, cambiando la frase “Comité Directivo” por “Secretario General de la Organización.”.

El artículo 17 modifica el artículo XX de la Convención contemplando la adhesión de cualquier Estado Miembro de las Naciones Unidas y el procedimiento en caso de que el Estado adherente no sea miembro de la referida organización internacional.

Por su parte, el artículo 18 enmienda el artículo XXI de la Convención, relativo a las propuestas de enmiendas a ésta, la adopción y vigencia de la misma.

El artículo 19 altera el artículo XXII de la Convención en relación con el mecanismo y efectos de la denuncia de la Convención.

Finalmente, el artículo 20, preceptúa, en su primer párrafo, que no entrarán en vigencia en lo sucesivo las modificaciones adoptadas durante las Asambleas XIII y XV que no hayan entrado en vigor en conformidad con el artículo XXI 3) de la Convención, y en el segundo, que las modificaciones contenidas en el Protocolo entrarán en vigor para todas las Partes Contratantes tres meses después que el depositario reciba las notificaciones de aprobación de dos tercios de los Estado Miembros.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, colocó en discusión el proyecto.


El Subsecretario de Relaciones Exteriores, señor Fernando Schmidt, expresó que la Convención relativa a la Organización Hidrográfica Internacional fue suscrita en 1967. Añadió que en el año 2002 la Conferencia Hidrográfica Internacional decidió impulsar estudios para cambiar estructuralmente la organización, a raíz de lo cual el año 2005 se aprueba este Protocolo de Modificación de la Convención relativa a la Organización Hidrográfica Internacional.


Agregó que se trata de un Protocolo destinado a hacer más operativa esta organización internacional, introduciéndole cambios estructurales para hacer más efectiva la gestión, capacidad de adaptación a los nuevos desafíos y escenarios de la ciencia hidrográfica. Dentro de estos temas están la mayor uniformidad posible en las cartas de navegación, y la promoción del uso de la hidrografía para la seguridad de la travesía, perfeccionando las capacidades y potencialidades de las ciencias técnicas hidrográficas, a objeto de proporcionar a los Estados mejores orientaciones en dichas materias. Añadió que sólo Brasil ha ratificado el Protocolo dentro de los países latinoamericanos.


A continuación, el Director del Servicio Hidrográfico y Oceanográfico de la Armada (SHOA), Capitán de Navío señor Patricio Carrasco, manifestó que el cambio en la Convención relativa a la Organización Hidrográfica Internacional es de vital importancia, producto de que en Latinoamérica Chile es líder en materia de hidrografía y navegación. Indicó que este Protocolo modifica la Convención, dándole a la organización un estatus más moderno, a semejanza de lo que es la Organización de Naciones Unidas. Precisó que con la modificación materia de este proyecto de acuerdo, para ser miembro basta con ser miembro de las Naciones Unidas, suscribir el Protocolo y pagar los costos que significan ser parte de esta organización.


Agregó que este Protocolo mejora ampliamente la coordinación hidrográfica para aquellos países que son productores de cartografía náutica, en cuanto a la seguridad de la navegación. Destacó que es deseable que todos los países sean miembros de esta organización para que la cartografía que se genere sea compatible en todos los buques que navegan en las costas y aguas internacionales. Expresó que no implica un mayor costo para el país, por cuanto ya se contribuye con 22 mil euros anuales a la organización.


El Honorable Senador señor Pizarro consultó cuál era la razón por la que este Protocolo no ha sido ratificado por otros países latinoamericanos, a excepción de Brasil.


El Director del SHOA, señor Carrasco, respondió que la razón se debe a que el resto de los países esperan que Chile lo ratifique primero, por cuanto nuestro país es líder en materia de hidrografía dentro de Latinoamérica.


Luego, el Honorable Senador señor Tuma preguntó cuál es la principal función de la Organización Hidrográfica Internacional.


El Director señor Carrasco contestó que la Organización Hidrográfica Internacional se dedica a normar todo el ámbito hidrográfico, que tiene que ver con la confección de la cartografía náutica principalmente.


El Subdirector de la Dirección de Medio Ambiente de la Cancillería, señor José Fernández, sostuvo que la Organización Hidrográfica Internacional es un organismo consultivo y técnico. Es decir, no hay factores políticos que pudieran incidir negativamente para nuestros intereses. Por tanto, para la Cancillería su ratificación sólo implica ventajas para nuestro país.

El Honorable Senador señor Letelier agradeció el trabajo que hace la Armada, por cuanto es muy importante la función que desempeña el Servicio Hidrográfico y Océanográfico de la Armada, el cual ha estado en cuestionamiento por situaciones recientes. Sin embargo, expresó que a pesar de que la ciencia oceanográfica no es precisa, es importante ir modernizado estas instituciones.


A su vez, el Honorable Senador señor Pizarro hizo presente que los cambios en cuestión se refieren principalmente a modificaciones administrativas, toma de decisiones, etc. No hay modificaciones sustanciales a los objetivos de la organización. A su vez, inquirió si hay sede de dicha organización en Chile.


El Director señor Carrasco señaló que existe un representante en Chile que es el Servicio Hidrográfico y Océanográfico de la Armada, y que la sede se encuentra en la ciudad de Mónaco.

Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma.

- - -


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo de Modificación de la Convención relativa a la Organización Hidrográfica Internacional”, aprobado por Resolución de 14 de abril de 2005 en la III Conferencia Hidrográfica Internacional Extraordinaria de la Organización Hidrográfica Internacional, celebrada en Mónaco.”.
- - -


Acordado en sesión celebrada el día 14 de agosto de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Carlos Kuschel Silva, Jorge Pizarro Soto y Eugenio Tuma Zedán.


Sala de la Comisión, a 14 de agosto de 2012.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo

Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 20.599, QUE REGULA LA INSTALACIÓN DE TORRES SOPORTE DE ANTENAS EMISORAS 

(8366-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Hasbún; Arenas; Auth; García, don René Manuel; Latorre; Pérez, don Leopoldo; Urrutia; Venegas, don Mario, y de las Diputadas señoras Sepúlveda, doña Alejandra, y Zalaquett, doña Mónica, con urgencia calificada de “suma”, el 14 de agosto de 2012.

- - - - - - 


Cabe destacar que esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado. 

- - - - - - - - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





La letra b) del artículo 2°  de este proyecto de ley debe ser aprobada como norma de rango orgánica constitucional, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República, y del artículo 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.





Hacemos presente que la Honorable Cámara de Diputados, mediante oficio Nº 094/2012, de 3 de junio del año en curso, en virtud de las normas anteriormente señaladas, acordó remitir a la Excma. Corte Suprema de Justicia el texto del proyecto de ley en estudio, solicitando su parecer e informe sobre esta iniciativa legal, toda vez que ella incide en las atribuciones y organización de los tribunales de justicia.





La Excma. Corte Suprema mediante oficio Nº 88-2012, acordó informar desfavorablemente el proyecto de ley en estudio con los votos de los señores Muñoz, Dolmestch, Valdés, Pierry, Carreño, Künsemüller y señoras Pérez, Maggi y Saldías y con el voto en contra de los Ministros señores Segura, Araya, Brito y Silva, señora Sandoval y suplente señor Escobar, quienes fueron de parecer de informarlo favorablemente.

- - - - - - - 


Durante el estudio de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz; del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Jorge Attón; de la Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Daniela González y del Asesor Legislativo del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Andrés Rodríguez. 

OBJETIVOS DEL PROYECTO





Tiene por objeto modificar la ley N°20.599, referida a los mecanismos sobre resolución de conflictos, frente a las controversias que se susciten entre los operadores, respecto del monto que deben pagar por la colocalización para no generar eventuales problemas interpretativos relacionados con el plazo para interponer oposiciones ante la Subsecretaría de Telecomunicaciones, conforme lo dispone el artículo 15 de la Ley General de Telecomunicaciones, y el plazo del que dispondrán los concesionarios para ajustar las torres ya instaladas en zonas de interés turístico, así como en lo relativo a la referencia que el artículo 19 bis debe realizar a la regulación relativa a las torres de reemplazo que resulta aplicable en la especie.  

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley N° 20.599, del11 junio de 2011, que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones.


Artículo 4° transitorio.


2.- Ley N° 18.168, del 2 de octubre de 1982, General de Telecomunicaciones. 

Artículos 15 y 19 bis.


3.- Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 232.


4.- Sentencia Rol N° 2191-2012 del Tribunal Constitucional de fecha 16 de mayo de 2012.


II. ANTECEDENTES DE HECHO


La moción que dio origen a esta iniciativa legal señala que la aprobación de la ley N° 20.599, que regula la instalación de torres soporte de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones, demandó un gran esfuerzo legislativo y constituyó un gran logro para el país, tras una década de debate público y cuatro años de proceso legislativo.


Sin embargo, el Tribunal Constitucional, en sentencia Rol N° 2191-2012- CPR, de fecha 16 de mayo de 2012, declaró inconstitucionales los incisos sexto y séptimo del artículo 19 bis que el proyecto de ley sometido a control de constitucionalidad pretendía introducir a la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, arguyendo que éstos serían propios de la ley orgánica constitucional, conforme al artículo 77 de la Carta Fundamental.


Dichos incisos pretendían establecer un mecanismo expedito de resolución de conflictos frente a las controversias que se suscitaran en torno al precio a pagar en caso de colocalización. El procedimiento formaba parte de una regulación cabal y armónica de la figura de la colocalización que la ley pretende fomentar, como un mecanismo que permita conciliar tanto el respeto por el entorno urbano, como el adecuado desarrollo de las telecomunicaciones, en un esquema de racionalidad económica del despliegue de la red.


De no corregirse esa situación, señala la Moción, rigen las normas generales en materia de competencia de los tribunales de justicia, resultando las materias originalmente entregadas al conocimiento de un árbitro arbitrador, sometidas al conocimiento de tribunales ordinarios, y ello conforme a procedimientos también ordinarios, lo que no se condice con el grado de experiencia técnica y rapidez que requiere la resolución de conflictos que pueden, potencialmente, ser numerosos y frecuentes.


Por lo tanto, los autores de esta iniciativa plantearon la urgente necesidad de reponer los incisos individualizados.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto de ley en estudio está estructurado sobre la base de dos artículos, constando el segundo de ellos de dos letras.


El artículo 1° modifica la referencia que se hace al inciso sexto del artículo 4º transitorio por inciso noveno.


El inciso sexto se refiere al plazo de 90 días para presentar a la Dirección de Obras Municipales del certificado que acredita la notificación por carta certificada a la Junta de Vecinos y a los propietarios respecto de las medidas de mejoramiento del espacio público que se propone.


El inciso noveno se refiere al plazo para realizar las obras de mejoramiento del entorno urbano que es de 6 meses contado desde la fecha de pronunciamiento del Consejo Municipal o de la certificación de la Dirección de Obras Municipales.


El inciso duodécimo del artículo cuarto transitorio de la ley Nº 20.599 aumenta el plazo de 90 días a 6 meses para que el concesionario que haya instalado una torre soporte de antena en zona de interés turístico, ajuste dicha torre. 


El artículo 2° mediante dos literales, introduce modificaciones la ley N° 18.168 General de Telecomunicaciones, en los siguientes sentidos: 


a) La letra a) en el inciso cuarto del artículo 15 aumenta el plazo, de 10 a 30 días contados desde la publicación del extracto, para que quién tenga interés pueda oponerse al otorgamiento de la concesión o modificación de la misma.


b) La letra b) agrega los siguientes incisos sexto y séptimo al artículo 19 bis que disponen que en caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto a que deben ascender los pagos por la colocalización, dentro de los 60 días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Para los efectos del fallo, el árbitro considerará que el concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. 

DISCUSIÓN EN GENERAL 

Durante la discusión en general hizo uso de la palabra la señora Daniela González Jefa de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones quien señaló que la Moción, presentada por todos los miembros de la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones de la Honorable Cámara de Diputados, apunta a dos temas en particular.

Primero, reponer dos incisos contenidos en el proyecto de ley anterior, declarados inconstitucionales por el Tribunal Constitucional, por votación dividida, en función de no haberse oficiado consultando a la Excma. Corte Suprema, no obstante tratarse de normas que en opinión de este máximoTribunal, regulan la organización de tribunales. Este proyecto reincorpora estos incisos tal como se habían aprobado. 

A su vez, en el artículo cuarto transitorio se corrigen dos referencia. En efecto, uno relacionado a las zonas de interés turístico, donde se pretendía que el plazo para adecuar las antenas o torres ya instaladas en zonas que después se declararan de interés turístico, fuera de seis meses, prorrogables por seis más. Idéntico plazo que tienen las concesionarias para mimetizar las torres de acuerdo con el artículo cuarto transitorio. Sin embargo, en función de la referencia el plazo quedó en 90 días, que corresponde al plazo para notificar a la Dirección de Obras Municipales, que no tiene aplicación en este contexto.

En otro sentido, en la Ley General de Telecomunicaciones se trató de ampliar el plazo para oponerse a la solicitud de concesión, de 10 a 30 días, para que coincidiera con los plazos de oposición o de observaciones que hagan los vecinos al Consejo. Sin embargo, cuando se aprobó la ley se cambió el plazo para hacer la publicación del extracto, pero no se cambió el plazo que motivó la discusión, que es el plazo para oponerse propiamente tal.    


- Sometida a votación la idea de legislar, este proyecto de ley fue aprobado en general, por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Cantero, Chahuán, Girardi, Letelier y Pizarro.

- - - - - - - - - 

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Reemplázase, en el inciso duodécimo del artículo 4° transitorio de la ley N°20.599, la palabra "sexto" por "noveno".


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:


a) Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 15 el guarismo "10", la primera vez que aparece, por "30".


b) Agréganse los siguientes incisos sexto y séptimo al artículo 19 bis, pasando los actuales incisos sexto, séptimo y octavo a ser octavo, noveno y décimo, respectivamente:


"En caso de no existir acuerdo entre los operadores en el monto a que deben ascender los pagos por la colocalización, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se materializó la respectiva colocalización, se deberá someter la controversia al conocimiento y fallo de un árbitro arbitrador, designado de la manera que establece el artículo 232 del Código Orgánico de Tribunales. El árbitro estará obligado a fallar en favor de una de las dos proposiciones de las partes, vigentes al momento de someterse el caso a arbitraje, debiendo aceptarla en su integridad. En consecuencia, no podrá fallar por una alternativa distinta ni contener en su fallo proposiciones de una y otra parte.


Para los efectos del fallo, el árbitro considerará que el concesionario requirente deberá hacerse cargo de todos los costos y gastos de inversión que sean consecuencia de la colocalización a que se refiere este artículo, incluyendo las inversiones adicionales que puedan ser requeridas para soportar sus nuevos sistemas radiantes. En particular, si como consecuencia de dichas inversiones adicionales, se altera la altura o la envergadura de la infraestructura de soporte de antenas, las autorizaciones y requisitos que se establecen en la ley para el emplazamiento deberán ser asumidos plenamente por el requirente. Asimismo, serán de su cuenta, a prorrata de la proporción en que utilice la parte útil de la torre soporte de antenas respectiva, tanto los costos y gastos necesarios para su operación y mantenimiento, como también el costo equivalente al valor nuevo de reemplazo de dicha torre, entendido como el costo de renovar todas las obras, instalaciones y bienes físicos necesarios para su emplazamiento, y a su vez otros, tales como los intereses intercalarios, las rentas de arrendamiento y otras semejantes, las compensaciones o indemnizaciones, los derechos o los pagos asociados a eventuales servidumbres, todo ello calculado según la tasa de descuento correspondiente.  Entre los derechos, no se podrán incluir los que haya concedido el Estado a título gratuito ni los pagos realizados en el caso de concesiones obtenidas mediante licitación.”.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en las sesión celebrada el día 27 de agosto de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahúan (Presidente), Carlos Cantero Ojeda, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 28 agosto de 2012.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL Y TIPIFICA COMO FALTA EL ENSUCIAR O PROVOCAR DAÑOS EN PLAYAS, RIBERAS DE RÍO, LAGOS Y PARQUES NACIONALES

(8179-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe.


A la sesión en que se trató esta iniciativa asistió, además de los miembros de la Comisión que más adelante se nombrarán, el Honorable Senador señor Prokurica, en su doble condición de autor del proyecto y de reemplazante del Honorable Senador señor Larraín, don Carlos.


Concurrieron, además, el asesor legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Rodrigo Bermúdez; el asesor del Ministerio General de la Presidencia, señor Juan Ignacio Gómez; los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash y Marcelo Drago, y los asesores del Honorable Senador Walker, don Patricio, señora Paz Anastasiadis y señor Fernando Dazarola.

- - -


Cabe hacer presente que, pese a tratarse de una iniciativa de artículo único, vuestra Comisión acordó discutirla y votarla solamente en general, de manera de posibilitar la presentación de indicaciones que puedan hacerse cargo de ciertos aspectos que se consideró necesario estudiar con mayor detención, lo que podrá realizarse durante la discusión en particular.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La iniciativa en informe modifica el artículo 494 del Código Penal con la finalidad de tipificar y sancionar una nueva falta, consistente en ensuciar o provocar daños en playas, riberas de río, lagos y parques nacionales.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El proyecto de ley en estudio no requiere un quórum especial para su aprobación.

- - -

ANTECEDENTES

1.- JURÍDICOS


Se relacionan con el proyecto en estudio los siguientes cuerpos normativos:


1. El Código Penal, particularmente sus artículos 485, número 6, y 494.


2. El Código Civil, especialmente sus artículos 589 y 594.


3. La ley N° 20.587, de 8 de junio de 2012, que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios, especialmente su artículo 2°.


4. El decreto con fuerza de ley N° 292, del Ministerio de Hacienda, de 5 de agosto de 1953, que aprueba la ley orgánica de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante, particularmente sus artículos 3°, letra f), 6° y 30.


5. El decreto N° 1.340 bis, del Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, de 27 de agosto de 1941, que deroga el decreto N° 211, de 1924, que aprobó el Reglamento de Policía Marítima y aprueba el Reglamento General de Policía Marítima, Fluvial y Lacustre, especialmente sus artículos 5°, 6°, 8°, 313, 314, 327, 330 y 342.


6. El decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 26 de julio de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, particularmente su artículo 3°, letra f).


7. La ley N° 18.348, de 19 de octubre de 1984, que crea la Corporación Nacional Forestal y de Protección de Recursos Naturales Renovables, especialmente su artículo 19.


8.- La ley N° 18.362, de 27 de diciembre de 1984, que crea el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado, particularmente sus artículos 2°, 3° y 39.


9. La ley N° 20.417, de 26 de enero de 2010, que crea el Ministerio, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia del Medio Ambiente, especialmente sus artículos 35 y 36.

2. DE HECHO


La Moción que dio origen a la iniciativa en estudio recuerda que según el artículo 594 del Código Civil, se entiende por playa del mar la extensión de tierra que las olas bañan y desocupan alternativamente hasta donde llegan las más altas mareas y que según el mismo cuerpo normativo, las playas, al igual que las riberas de lagos y ríos, son bienes nacionales de uso público o bienes públicos, lo que implica que su dominio y uso pertenecen a todos los habitantes de la nación. Por lo tanto, señala, no existen las playas privadas en ninguna región de nuestro país.


Destaca que en nuestro país se ha llegado a determinar, a partir de distintos estudios, que la generación de residuos en las playas proviene principalmente de fuentes locales cercanas a éstas. Informa que en la Encuesta Nacional de la Basura en las Playas, realizada por la Universidad Católica del Norte en colaboración con el Middlebury College y el Centro de Estudios Avanzados en Zonas Áridas de Coquimbo, el Muestreo Nacional de la Basura en las Playas identificó que la basura de las playas de Chile está compuesta en su mayoría por materiales plásticos que provienen principalmente de fuentes locales. Esto demostró que las comunidades cercanas a las costas y a los ríos son las que ensucian sus playas, por lo que esas mismas comunidades podrían ocuparse de disminuir la cantidad de basura.


Indica que al citado problema, se agrega la cantidad de veraneantes que, a lo largo del país, eleva la cantidad de desechos contaminantes que se depositan en el borde costero y en riberas de ríos y lagos, que son bienes públicos patrimonio de todos los chilenos.


Agrega que el estudio realizado por las mencionadas instituciones reveló que los chilenos están dispuestos a ser sancionados por ensuciar las playas, particularmente a pagar multas; que la suma considerada un mínimo justo por ello sería un promedio 30 mil pesos, y que uno de cada cuatro chilenos reconoce que bota basura en la playa.


La Moción hace presente que la responsabilidad por encontrar las respuestas y las soluciones a las preguntas sobre qué hacer con la basura, cómo sancionar, cómo retirar y reparar el daño que causan los mismo ciudadanos -que son quienes reclaman espacios públicos de recreación-, debiera ser el primero de los pasos esenciales para diseñar y generar líneas de acción que ayuden a resolver el problema de la basura en las playas y en el medioambiente. Reitera que los ciudadanos saben que son ellos mismos los que contribuyen al problema, resaltando la importancia de lo anterior, pues desde allí se acorta el camino para convencer a la gente a hacer algo.


Por estas razones, se propone establecer en el Código Penal una sanción para estas conductas que resulte efectiva -sea en forma pecuniaria o, alternativamente, mediante trabajos comunitarios de limpieza- y que sea aplicable a todas aquellas personas que ensucien o provoquen daño a las playas, riberas de ríos, lagos y parques nacionales.


Precisa que esta medida puede ser el inicio de un programa de educación permanente, ya que existe la necesidad de crear hábitos en aspectos de urbanidad en la ciudadanía y, sobre todo, de promover la práctica activa de la protección del patrimonio de todos.


Hace presente que todo lo anterior persigue sancionar un mal hábito individual que repercute y ocasiona un daño a la comunidad en general, al vulnerar el derecho de las personas a disfrutar de un ambiente limpio, dentro de espacios que son bienes públicos administrados por el Estado. Por ello, considera esencial promover simultáneamente la debida conciencia sobre esta materia dentro de la familia, el colegio y el entorno social de los ciudadanos.


Connota, a continuación, que revisando la normativa vigente, se encuentra el artículo 485 del Código Penal, cuyo numeral 6 dispone que se castigará con la pena de reclusión menor en sus grados medio a máximo y multa de once a quince unidades tributarias mensuales a los que causaren daño, cuyo importe exceda de cuarenta unidades tributarias mensuales, en puentes, caminos, paseos u otros bienes de uso público.


Al mismo tiempo, indica que los artículos 313 y 314 del capítulo XXXV, sobre Playas Balnearias, del decreto N° 1.340 bis, que contiene el Reglamento General de Orden, Seguridad y Disciplina en las Naves y Litoral de la República, castigan el entrar con vehículos a las playas designadas para baños públicos, bañar animales y arrojar basuras o desperdicios. Hace notar que, sin embargo, no se establece con claridad una sanción para vulnere estas normas.


Informa que la legislación extranjera ofrece ejemplos como el de España, que considera bien público las playas y entrega, a través del reglamento de uso de las costas, la potestad del cuidado de las mismas a los municipios, los que, a través de ordenanzas, establecen sanciones pecuniarias para quienes las dañen y ensucien. Menciona también la legislación federal mexicana, que contempla sanciones para el mal uso y el daño ambiental a las playas, incluyendo el botar basura, ingresar animales, contaminar el agua o usar vehículos, estableciendo multas equivalentes a 10 a 500 salarios mínimos.


Pone de manifiesto la ausencia en la legislación chilena de una normativa específica que establezca sanciones para cautelar la debida utilización de las playas y zonas adyacentes, como instrumento de concientización, convivencia y gestión eficaz del dominio público costero, en el ámbito territorial de los municipios, y que aborde también las competencias de organismos como CONAF, en su calidad de administrador de parques nacionales. Hace notar también la necesidad de contar con normas generales en materias tales como la higiene en las zonas de baño, el emplazamiento de actividades, la presencia de animales, la práctica de la pesca y otros juegos y deportes, y la circulación de vehículos, entre otras. Finalmente, pone de relieve la participación que le cabe al Ministerio del Medio Ambiente en materia de promoción de campañas permanentes de educación en el uso de los bienes nacionales.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, destacó el interés que ofrece el proyecto de ley en estudio y dio inicio al estudio en general del mismo.


Ofreció la palabra, en primer lugar, a su autor, el Honorable Senador señor Prokurica.

El mencionado señor Senador hizo presente que en nuestro territorio existen distintos tipos de borde costero. El primero está constituido por aquella franja del territorio que comprende los terrenos de playas fiscales situados en el litoral, ubicados dentro de una franja de ochenta metros de ancho, medidos desde la línea de la más alta marea de la costa. Añadió que un segundo tipo de borde costero corresponde a aquellas propiedades privadas que colindan con el mar, caso en el cual la entidad competente para las labores de control es Carabineros de Chile. Manifestó que una tercera clase, está conformada por los parques nacionales, fiscalizados por CONAF.


Señaló que en Chile, las playas muchas veces no son fiscalizadas ni resguardadas como corresponde a su condición de bienes nacionales de uso público, por lo que es común advertir que en estos espacios se arroja basura de manera despreocupada y reiterativa. Lo anterior, destacó, deriva de la falta de conciencia de las personas acerca del daño que esta conducta ocasiona, así como de las bajas sanciones que ello acarrea.


Indicó que la normativa aplicable a estas situaciones se encuentra repartida en distintos cuerpos jurídicos. A vía de ejemplo, mencionó el decreto N° 1.340 bis, del Ministerio de Defensa Nacional, del año 1941, que derogó el decreto N° 211, de 1924, y aprobó el reglamento general de policía marítima, fluvial y lacustre. Recordó que sus artículos 313 y 314 contemplan la prohibición de entrar con vehículos y bañar animales en las playas designadas por la Capitanía de Puerto para baños públicos, así como también la prohibición de arrojar basuras o desperdicios en las playas de los balnearios, sin que sea clara la sanción que cabe aplicar.

Agregó que, en cambio, la legislación comparada, sobre todo la de España y México, consagra duras sanciones para quienes ensucien las playas.

Explicó que, en consecuencia, haciéndose cargo de la referida situación y de la necesidad de evitar estos indeseables comportamientos y sus nocivos efectos, el proyecto plantea incorporar al artículo 494 del Código Penal, sobre faltas, un nuevo numeral en el que se establece la pena de multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales para el que ensuciare y provocare daños en playas, riberas de río, lagos y parques nacionales. Añadió que, igualmente, se ha estimado conveniente proponer que, en este caso, la pena de multa pueda sustituirse por trabajos comunitarios de limpieza en la zona afectada por un lapso determinado.


Analizando la redacción de la iniciativa en estudio, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consideró muy justificada la nueva falta que se propone incorporar al Código Penal.


Manifestó, sin embargo, que la idea de posibilitar la conversión de la pena de multa por trabajos comunitarios de limpieza en el lugar afectado en la forma sugerida, generaría un régimen distinto al que se ha consagrado en el Código Penal para esta conversión. Ello, dijo, alteraría la técnica legislativa empleada por el artículo 494 del Código Penal, el cual tipifica como faltas una serie de conductas y las castiga con una pena de multa, sin mencionar la alternativa de los trabajos comunitarios pues la posibilidad de hacer tal conversión se encuentra recogida en normas generales anteriores del mismo Código.


Sobre este particular, explicó que muy recientemente se dictó la ley N° 20.587, que justamente estableció dentro del Código Penal la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad y abrió la posibilidad de sustituir la totalidad de las penas de multa contempladas por ese Código por aquélla, lo que también se aplicaría a la nueva falta. Hizo presente, igualmente, que estas normas no han entrado en vigor pues ello depende de la dictación de un reglamento que aún está pendiente. Aun así, consideró que sería más adecuado aplicar a la falta que se propone crear esta nueva normativa general relativa a la conversión de la multa por prestación de servicios comunitarios, de manera de no alterar los criterios generales que el Código Penal contempla a este respecto.


Habida consideración de que estas reglas sobre conversión de la pena de multa están próximas a entrar en vigencia, el Honorable Senador señor Prokurica coincidió con la apreciación del señor Presidente en cuanto a este punto, destacando la conveniencia de mantener la unidad del sistema penal en esta materia.


Luego, en relación a la diversidad de disposiciones que en una u otra forma se ocupan de la suciedad o los daños que pueden provocarse a playas, riberas de lagos o ríos y parques nacionales, planteó la conveniencia de revisarlas, en especial en lo concerniente a la competencia de los distintos organismos encargados de fiscalizar dichos lugares, de manera de mantener la debida correspondencia y armonía en el sistema normativo.


El asesor legislativo de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Rodrigo Bermúdez, proporcionó a la Comisión antecedentes en relación a las distintas competencias y regulaciones recién mencionadas por el Honorable Senador señor Prokurica.


En primer lugar, en cuanto a las sanciones relativas al hecho de ensuciar playas, señaló que es aplicable el Reglamento General de Orden, Seguridad y Disciplina en las Naves y Litoral de la República, aprobado por el ya mencionado decreto supremo (M) Nº 1.340 bis, de 14 de junio de 1941, en particular, por su Capítulo XXXV, que regula las playas balnearias. Indicó que el artículo 308 entrega a los capitanes de puerto la reglamentación de estos sectores, teniendo el deber de velar por la seguridad de las personas que los frecuentan.


Agregó que en cuanto a la limpieza de las playas, el artículo 314 establece la prohibición de arrojar basuras o desperdicios en dichos lugares. En caso de incumplimiento de esta obligación, existe la posibilidad de multar a quien arroja basuras. Precisó que no existe una multa específica, razón por la cual podría ser aplicable el artículo 342, inciso primero, del Reglamento, según el cual “Toda infracción a los artículos de este Reglamento en que no se especifique la pena y toda desobediencia a las órdenes del capitán de puerto en el desempeño de sus funciones, se sujetará al contraventor a una multa discrecional que le aplicará el expresado funcionario.”. En consecuencia, del Capitán de Puerto es quien puede aplicar discrecionalmente la referida multa.


Prosiguió explicando que si bien la Contraloría General de la República, a través del dictamen Nº 142 de fecha 4 de enero de 2000, estableció que “corresponde a la Subsecretaría de Marina, la competencia privativa en materia de supervigilancia y administración de las playas de mar”, la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades en su artículo 3º, letra f), establece que a las municipalidades, en el ámbito de su territorio, les corresponde privativamente el aseo y ornato de la comuna.


Precisó que como consecuencia de lo anterior, a través de ordenanzas municipales, se han establecido obligaciones de mantención del aseo y limpieza de los bienes nacionales de uso público, dentro de los cuales se encuentran las playas.


A través de esta fórmula, indirectamente se les impone la obligación de mantener la limpieza de ellas a los concesionarios de las playas. Agregó que las multas aplicables en estos casos, serán a beneficio municipal y pueden llegar hasta las cinco unidades tributarias mensuales.


Hizo notar que la ordenanza municipal de Aseo y Ornato de la Comuna de Quintero, en su artículo 3º, establece la prohibición de arrojar, depositar o mantener basuras, residuos, escombros, despuntes vegetales o cualquier clase de desecho en las áreas públicas. Su artículo 4º, en tanto, establece la obligación del ocupante de un inmueble, a cualquier título, de entregar los desechos al servicio público de aseo para su transporte y disposición final.


En cuanto a los parques nacionales, informó que ellos forman parte de las áreas silvestres protegidas, según se desprende de los artículos 2° y 3° de la ley Nº 18.362, que crea el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.


Expresó que conforme al citado artículo 2°, "se entenderá por (…) Áreas Silvestres: Los ambientes naturales, terrestres o acuáticos, pertenecientes al Estado y que éste protege y maneja para la consecución de los objetivos señalados en cada una de las categorías de manejo contempladas en el artículo 3°.”.


Por su parte, el artículo 3° agrega: "El Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado estará integrado por las siguientes categorías de manejo: Reservas de Regiones Vírgenes, Parques Nacionales, Monumentos Naturales y Reservas Nacionales.".


Sostuvo que, sin embargo, la vigencia de esta prohibición no es clara, considerando el artículo 39 de la ley. Esta disposición establece que "la presente ley regirá a partir de la fecha en que entre en plena vigencia la ley N° 18.348, mediante la cual se crea la Corporación Nacional Forestal y de Protección de Recursos Naturales Renovables". Puntualizó que dicha disposición aún no entra en vigor, al no haber sido dictado el decreto a que se refiere el artículo 19 de la ley Nº 18.348.


Agregó que los daños que se provocan al interior de los parques nacionales podrían ser sancionados conforme con la ley que crea la Superintendencia del Medio Ambiente, bien como infracción leve o como infracción grave.


En el primer caso, se entendería que es leve por aplicación del artículo 35, letra n), de dicho cuerpo legal, que sanciona "El incumplimiento cualquiera de toda otra norma de carácter ambiental que no tenga establecida una sanción específica", en relación con el artículo 36, Nº 3, según el cual se consideran como infracción leve los hechos, actos u omisiones que contravengan cualquier precepto o medida obligatorios y que no constituyan infracción gravísima o grave, de acuerdo con lo previsto en los números anteriores.


Expresó que de considerarse que es una infracción leve la sanción puede ser amonestación escrita o multa de 1 a 1.000 unidades tributarias anuales, que serían aplicable por la Superintendencia de Medioambiente.


Concluyó diciendo que, por otra parte, podría ser considerada como infracción grave por aplicación del artículo 36, Nº 2, según el cual se consideran como tales “los hechos, actos u omisiones que contravengan las disposiciones pertinentes y que, alternativamente: […] i) Se ejecuten al interior de áreas silvestres protegidas del Estado, sin autorización.". En este caso, la sanción aplicable puede ser la revocación de la resolución de calificación ambiental o multa de hasta 5.000 unidades tributarias anuales, aplicable por la Superintendencia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que los antecedentes recibidos han permitido ahondar en aspectos de gran interés para el estudio de esta iniciativa e identificar materias que será propicio y necesario profundizar durante la discusión en particular.


Pese a tratarse de una iniciativa de artículo único, sugirió a la Comisión aprobarla solamente en general en esta oportunidad, de manera de poder introducirle los ajustes que resulten pertinentes mediante las indicaciones que se presenten durante la discusión en particular, a la cual propuso invitar a académicos penalistas y a otros expertos.


Para los efectos de poner en votación en general el proyecto, propuso que el texto del mismo incluya solamente la tipificación de la nueva falta, incorporándola como numeral 3° del artículo 494 del Código Penal, en atención a que éste fue derogado.


Sugirió, también, eliminar la alusión a la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, por las razones dadas anteriormente a este respecto.


Hubo acuerdo de parte de los miembros presentes de la Comisión en torno a estos planteamientos.


En consecuencia, se puso en votación en general el proyecto en los términos recién indicados, resultando aprobado unánimemente por los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán (Presidente), Prokurica, don Baldo, y Walker, don Patricio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión tiene el honor de proponeros la aprobación en general del siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Incorpórase, como numeral 3° del artículo 494 del Código Penal, el siguiente:


“3°. El que ensuciare y provocare daños en playas, riberas de río, lagos y parques nacionales.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 14 de agosto de 2012, con asistencia de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Baldo Prokurica Prokurica (Carlos Larraín Peña) y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 16 de agosto de 2012.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, AL PROFESOR MASSIMO TARENGHI

(8455-07)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, que concede, por especial gracia, la nacionalidad chilena al profesor italiano Massimo Tarenghi.

La presente iniciativa tuvo su origen en Moción del Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier Morel.

Se dio cuenta del proyecto en análisis en la Sala del Honorable Senado, el 17 de julio de 2012, disponiéndose su estudio por la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Cabe hacer presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley por tratarse de un artículo único y, acordó, unánimemente, proponer a la Sala que lo discuta del mismo modo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley persigue conceder, por especial gracia, la nacionalidad chilena al profesor italiano Massimo Tarenghi.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES

Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

La nacionalidad chilena, por especial gracia, se encuentra consagrada constitucionalmente en el Capítulo II, de la Carta Fundamental, denominado “Nacionalidad y Ciudadanía”, cuyo artículo 10, número 4°, dispone que son chilenos: “4º Los que obtuvieren especial gracia de nacionalización por ley.”. 

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

II.1-
Las pautas adoptadas por la Comisión para el otorgamiento de la nacionalidad, por especial gracia, que se mencionan a continuación:
a.-
La nacionalidad por gracia constituye el más alto honor que se puede conferir a un extranjero en nuestro país, en consecuencia, sólo se deberá conceder a personas notables y destacadas, que exorbiten el término regular en el estado de actividad que les es propio.

b.-
Para otorgar esta distinción especialísima deberá considerarse la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional.

c.-
Asimismo, será necesario que la actividad ejercida por el extranjero que se desea honrar se traduzca en un beneficio efectivo y relevante para el país, en el ámbito específico de que se trate y constituya un servicio destacado para la República.

d.-
Las actividades del beneficiario deberán haber alcanzado relevancia nacional independientemente de que hayan tenido lugar en una zona determinada del territorio nacional o se hayan circunscrito a un sector específico de actividad. Resulta útil al efecto recoger el concepto procesal de hecho público y notorio, que es aquél que por evidente, patente, sabido y palmario, no es necesario acreditar.

e.-
A los proyectos deberán acompañarse antecedentes escritos y documentos fundantes de la concesión de nacionalidad, pudiendo, por ejemplo, oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio del Interior con el propósito de obtener las referencias que se estimen conducentes relativas a la individualización de la persona y su permanencia en nuestro país. Asimismo, puede estimarse como un antecedente valioso para apreciar el grado de reconocimiento comunitario, el haber obtenido otros galardones que premien la labor efectuada en el ámbito respectivo.

f.-
Finalmente, debe quedar asentado que el constituyente dispone que este honor se confiera por ley y, en consecuencia, las calidades que justifiquen la dictación de la misma deberán ser expuestas y acreditadas por parte de quien inicie el proyecto de ley respectivo. De esta forma, se pretende evitar se distorsionen los fines del constituyente y que la obtención de la nacionalidad chilena, por especial gracia, pueda dar lugar a prácticas de “lobby” del todo ajenas a tal alta institución.

II.2.-
La Moción que da origen al proyecto en informe, señala que don Massimo Tarenghi nació en Monza, Italia, el 30 de julio de 1945. Desarrolló sus estudios superiores en la Universidad de Milán, reconocida como una de las mayores universidades de Italia y fue miembro de la Liga de Universidades de Investigación Europea, obteniendo en el año 1970 el grado de Licenciado en Física. Luego, entre los años 1970 y 1972, trabajó como profesor ayudante adjunto en la cátedra impartida por su carrera en la Universidad de Milán.

Comenta que se desempeñó entre los años 1972 y 1973 como becario de investigación en la Universidad de Pavia, en Italia. También, entre los años 1973 y 1975 trabajó en el Steward Observatory de Estados Unidos, que es la unidad investigativa en materias físico-astronómicas de la Universidad de Arizona. 

Refiere que llegó a Chile en el año 1977 y que entre los años 1973 y 1991 fue Gerente del Proyecto de Nueva Tecnología de ESO, en el Observatorio de La Silla, convirtiéndose en el Líder de la Coordinación y Control para el VTL (Very Large Telescope) en 1988. Ingresó a ESO (European Southern Observatory) en el año 1977 y desde el año 1979 se desempeña como miembro de su equipo internacional. Asimismo, en el período de 1985 a 1988 fue Profesor Titular de Astrofísica en la Universidad de Milán.

Destaca que fue nombrado Jefe de Ciencias del Programa VTL en enero de 1991 y se convirtió en el Gerente del Proyecto Interino para ALMA (Atacama Large Millimiter Aarray) y desde el 2003 hasta el 2008 fue su Director. Subraya que ALMA es considerado como el mayor proyecto astronómico a nivel mundial, revolucionando la astronomía moderna y plasmando sus intereses científicos, los que incluyen conglomerados de galaxias, distribución a gran escala y núcleo activo. Además, relata que el profesor Massimo  es miembro de la Accademia dei lincei, Commendatore della República Italiana y que ganó el Premio Internazionale Barsanti e Mautecci en el año 2006.

En seguida, resalta que la mirada visionaria de don Massimo Tarenghi, lo ha convertido en representante de European Southern Observatory en Chile, realizando una labor que, a través del ejercicio de la astronomía como disciplina, otorgará a nuestro país una mayor ventaja para alcanzar el desarrollo. Complementa, a continuación, que el European Southern Observatory es un organismo europeo dedicado a la astrofísica, integrado por catorce países europeos y sólo dos sudamericanos: Brasil y Chile. Precisa que nuestro país cuenta con tres observatorios en el Desierto de Atacama, a saber: el Observatorio de La Silla; el Observatorio Paranal y el Observatorio Chanjnantor, en el cual opera el radiotelescopio APEX y esperan que a fines de año esté  plenamente vigente el proyecto ALMA.

Asimismo, comenta que Massimo Tarenghi se ha dedicado a promover la construcción de grandes telescopios y a trascender internacionalmente  que el cielo de la II Región de Chile no tiene igual, por lo que ha convertido a nuestro país en el paraíso astronómico del mundo. Al efecto, informa que Chile cuenta con siete observatorios internacionales, concentrando entre un tercio y la mitad de los telescopios que hay en toda la tierra, convirtiéndose, junto con a Estados Unidos y a España, en uno de los tres centros astronómicos más importantes del planeta, posición a la que ha contribuido considerablemente don Massimo Tarenghi, a través de su destacada gestión y labor.

Por lo anterior, señala que la contribución de Massimo Tarenghi, al país, puede resumirse en tres proyectos concretos:

1.- Lideró la construcción del NTT (New Technology Telescope) en La Silla, IV Región, el primer telescopio de nueva generación que incorpora óptica adaptativa.

2.- Desde 1988, el Profesor Tarenghi fue la persona responsable de la construcción del Observatorio Paranal (VLT o Very Large Telescope), emplazado en el Desierto de Atacama, en la II Región, compuesto por un conjunto de cuatro enormes telescopios con un espejo de 8 metros cada uno. Participó desde la definición del concepto hasta la construcción completa, orquestando el trabajo de docenas de ingenieros tanto ópticos como mecánicos, civiles y electrónicos para conseguir el mejor diseño posible. Su contribución no sólo se centró en el diseño, sino que con gran energía y determinación como científico, supervisó innumerables contratos industriales asegurándose que el Observatorio fuera construido a tiempo. El Observatorio Paranal comenzó su actividad científica en 1999 y es, hasta el día de hoy, el instrumento óptico de mayor envergadura a nivel mundial, y

3.-Respecto del Proyecto ALMA, el Profesor Tarenghi participó en las discusiones finales con el Gobierno de Chile, siendo desde el año 2002 al 2008 el primer Director del Proyecto que se emplaza en San Pedro de Atacama. 

Resalta el proyecto que en atención a todos los méritos científicos reseñados, el Estado de Chile le debe un reconocimiento a su obra, a su entrega y a su gran vocación, por su activa participación en los más importantes observatorios de nuestro país, siendo un pilar fundamental en la astrofísica nacional.

Finalmente, su autor expresa que dado los antecedentes anteriores, y el importante y fecundo aporte que ha realizado en nuestro país don Massimo Tarenghi es merecedor de otorgarle, por especial gracia, la nacionalidad chilena, de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 4°, del artículo 10 de la Carta Fundamental.

III. 3.- La Comisión mediante Oficio N° 77, de 24 de julio de 2012, solicitó al Servicio de Registro Civil e Identificación antecedentes sobre la identificación, filiación y copia de la respectiva cédula de identidad para extranjeros de don Massimo Tarenghi.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

Al iniciar el estudio del proyecto de ley en informe, el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier destacó la labor desarrollada por el profesor Massimo Tarenghi, informando que lleva más de treinta años en nuestro país y que gracias a su fructífero trabajo y entrega a la ciencia, Chile es hoy una plataforma para el estudio del universo. Del mismo modo, resaltó su participación en la construcción del Observatorio La Silla, Paranal y del Proyecto ALMA.

La Comisión, luego, de conocer  los antecedentes del profesor Massimo Tarenghi, llegó a la convicción de que es merecedor de esta distinción especialísima, que considera la existencia de una vinculación real del beneficiario con la comunidad nacional, lo que constituye un hecho público y notorio, que no es necesario acreditar.

Considerando todo lo anterior, vuestra Comisión, después de analizar la iniciativa en informe y en razón de las pautas establecidas para ponderar la procedencia del otorgamiento excepcional de la nacionalidad chilena, por especial gracia, a extranjeros de actuación notable en beneficio para la comunidad nacional, se formó la convicción de que el profesor Massimo Tarenghi, por su destacado aporte a la astrofísica mundial y nacional, y por su gran dedicación por convertir a Chile en uno de los principales centros astronómicos del planeta, es merecedor del reconocimiento reservado a las personas que han prestado valiosos servicios, a los que alude la norma contenida en el número 4°, del artículo 10 de la Constitución Política de la República.


- Sometido a votación en general y en particular, el proyecto fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Pérez San Martín, y señores Larraín Fernández y Letelier.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, en los siguientes términos:


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Otórgase la nacionalidad chilena, por especial gracia, al profesor italiano Massimo GiorgioTarenghi.”.

- - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 8 y 14 de agosto de 2012, con asistencia de sus miembros Honorables Senadores señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), señora Lily Pérez San Martín y señores Hernán Larraín Fernández y Mariano Ruiz-Esquide (Jaime Pizarro Soto).


Sala de la Comisión, a 14 de agosto 2012.




(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

 


Secretario
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON EL QUE SOLICITA A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UNA INICIATIVA LEGAL QUE MODIFIQUE LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE CARABINEROS DE CHILE, CON EL OBJETO DE CREAR UN SERVICIO ESPECIALIZADO DE PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO CULTURAL 

(S 1508-12)

Considerando:

1°.-
Que el patrimonio cultural de una nación, es la genuina expresión de la memoria de su pueblo y que constituye su propia identidad.

2°.-
Que hoy en día, en que vivimos en una sociedad en la que reina el inmediatismo, la búsqueda de nuestros orígenes y raíces y el conocimiento del patrimonio cultural, se convierte en una necesidad.

3°.-
Que al entender la dimensión de lo que significa la memoria cultural para una sociedad, es obvio que el Estado debe formular políticas públicas sobre su conservación.

4°.- Que esta realidad compromete al Estado a enfrentar en forma inmediata las amenazas y riesgos de la seguridad del patrimonio cultural, con acciones enfocadas a la toma de conciencia, a la capacitación, a la formación, al fortalecimiento institucional y al debido tratamiento del tráfico ilícito de bienes culturales, razón suficiente para que nuestro Gobierno implemente políticas públicas en el ámbito de este patrimonio.

5°.- Que en este orden de ideas y siguiendo el ejemplo de otros países, se hace necesario que nuestra policía uniformada, constituida por Carabineros de Chile cuente con una Unidad de Policía Patrimonial, que tenga por objeto el resguardo y protección de la integridad de los bienes culturales, tanto muebles como inmuebles, y que se especialice en el combate al tráfico ilícito de los tesoros que conforman el patrimonio artístico y arqueológico.
6°.-
Que de esta forma y así como dicho cuerpo policial cuenta actualmente con unidades especializadas, tales como el Servicio de Encargo y Búsqueda de Vehículos o la Policía Forestal, entre otras, podrá contar con una unidad de efectivos, debidamente capacitados en la protección y resguardo integral de nuestro patrimonio cultural.

7°.-
Que para este efecto, se hace necesario modificar el artículo 3° de la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros, agregándole un nuevo inciso, estableciendo que a esta institución le corresponde esta importante función.

En mérito a lo expuesto,

EL SENADO DE LA REPÚBLICA ACUERDA:

Solicitar a S. E., el Presidente de la República, que envíe un proyecto de ley que tenga por objeto modificar el artículo 3° de la Ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile, a fin de establecer que dicha institución tendrá a su cargo, el resguardo y protección de la integridad de los bienes culturales, tanto muebles como inmuebles, y que se especialice en el combate al tráfico ilícito de los tesoros que conforman el patrimonio artístico y arqueológico, lo que permitirá crear una Unidad de Policía Patrimonial, para este importante cometido.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 18.046, PARA EXIGIR QUE EN LAS SOCIEDADES ANÓNIMAS ABIERTAS LOS APORTES DE CAPITAL NO CONSISTENTES EN DINERO SEAN APROBADOS POR LA MAYORÍA DE LOS ACCIONISTAS MINORITARIOS

(8480-03)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Pizarro.





A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Carlos Ignacio Kuschel Silva y Jorge Pizarro Soto.

Asimismo, en calidad de invitados, concurrieron, del Ministerio de Hacienda, la asesora, señorita Carmina Hernández. 

De la Superintendencia de Valores y Seguros: el Fiscal de Valores señor Armando Massarente, y el Abogado de la Fiscalía de Valores, señor Orlando Vásquez.

Del Instituto Libertad y Desarrollo: la abogada del Programa Legislativo, señorita María Teresa Muñoz, y el asesor, señor Daniel Montalva.

De la Fundación Jaime Guzmán: la asesora, señorita Cecilia Flores.

De la Secretaría General de la Presidencia: la asesora, señorita Constanza Castillo.

De la Biblioteca del Congreso Nacional: el analista del Área Económica, señor Andrés Núñez.

El asesor de la Honorable Senadora señora Rincón, señor Josué Vega.

El asesor del Honorable Senador señor Frei, señor Eugenio Fredes.

- - -





Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -
OBJETIVO DEL PROYECTO

Modificar la ley N° 18.046, para exigir que en las sociedades anónimas abiertas los aportes de capital no consistentes en dinero sean aprobados por la mayoría de los accionistas minoritarios. 

- - -

ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- La ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción señala que la ley N° 18.046, de Sociedades Anónimas, en su artículo 15 indica que "Las acciones podrán pagarse en dinero efectivo o con otros bienes. En el silencio de los estatutos, se entenderá que el valor de las acciones de pago debe ser enterado en dinero efectivo. Los directores y el gerente que aceptaren una forma de pago de acciones distinta de la establecida en el inciso anterior, o a la acordada en los estatutos, serán solidariamente responsables del valor de colocación de las acciones pagadas en otra forma. Salvo acuerdo unánime de las acciones emitidas, todos los aportes no consistentes en dinero deberán ser estimados por peritos y en los casos de aumento de capital, será necesario además, que la junta de accionistas apruebe dichos aportes y estimaciones. La falta del cumplimiento de lo dispuesto en el inciso anterior no podrá hacerse valer pasados dos años contados desde la fecha de la escritura en la cual conste el respectivo aporte. El cumplimiento de tales formalidades efectuado con posterioridad a la escritura de aporte, sanea la nulidad.".

Asimismo, indica que hace unos días, la opinión pública ha sido informada, que la empresa Enersis, filial del grupo Endesa España, planea aumentar su capital por la suma de US$ 8.020 millones. Lo anterior, fue confirmado por la compañía a través de un hecho esencial entregado a la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS). Es pertinente señalar que nuestras Administradores de Fondos de Pensiones (AFP), poseen un 13,6% de las acciones de la empresa filial de Endesa España, negocio que ha sido cuestionado no sólo por los actores políticos, sino que incluso por algunas AFP, quienes han señalado que este asunto generará graves perjuicios económicos en las cuentas de ahorro previsional de miles de chilenos. 

Expresa que, tomando en consideración lo anterior, el Senado de la República debe mostrar a la opinión pública acciones públicas y concretas, que corrijan legislativamente estos asuntos, entreguen certeza jurídica y protejan los ahorros de los chilenos depositadas en las AFP, quienes no pueden verse afectados por decisiones de política comercial de una empresa privada.

Manifiesta que, en virtud de lo señalado, propone un proyecto de ley que agregue un nuevo inciso al artículo 15 de la ley N° 18.046, Ley de Sociedades Anónimas, con el objeto de exigir que en las sociedades anónimas abiertas, los aportes que no consisten en dinero, efectuados por el controlador, deberán contar con la aprobación de la mayoría de los accionistas minoritarios, y no sólo con el informe de peritos que establece el artículo 15, inciso cuarto, de dicha ley. Lo anterior, con el objeto de cautelar los intereses de los accionistas minoritarios, salvaguardar sus dineros, y exigir que dichos accionistas, tengan posibilidades de oponerse a ciertas decisiones tomadas por las sociedades anónimas en desmedro de los intereses de los minoritarios.

- - -

DISCUSIÓN 

La Honorable Senadora señora Rincón explicó que ante la situación de los accionistas minoritarios respecto del aumento de capital propuesto para la sociedad Enersis, en la Comisión de Trabajo y Previsión Social se acordó, por unanimidad, acoger lo planteado por el Honorable Senador señor Pizarro en orden a presentar una moción que introduzca un inciso en el artículo 15 de la Ley sobre Sociedades Anónimas.

El Honorable Senador señor Pizarro expresó que frente a la citación a junta de accionistas de la sociedad Enersis para el 13 de septiembre próximo, consideraron necesario entregar a los accionistas minoritarios alguna herramienta que obligara al controlador a dialogar y lograr el acuerdo de la mayoría de los accionistas minoritarios para aprobar el aumento de capital propuesto. En dicho sentido, parece más sencillo y simple agregar un inciso al artículo 15 de la ley N° 18.046, que exija lograr la aprobación de la mayoría de los accionistas minoritarios cuando se proponga un aumento de capital en especies, dado que si el negocio propuesto es bueno para la empresa de seguro la mayoría de los accionistas estará de acuerdo, y si no es así, se cuenta con un mecanismo de protección.

Observó que el problema es más delicado aun, porque en la mayoría de los casos de este tipo de sociedades, los accionistas minoritarios más relevantes son las Administradoras de Fondos de Pensiones (AFP) que representan los dineros aportados por los trabajadores chilenos.

El Honorable Senador señor Kuschel acotó que en el caso contingente de la sociedad Enersis, los accionistas controladores poseen alrededor de un 60-65% de los votos, y necesitan conseguir apenas un 2% adicional para poder aprobar el aumento de capital propuesto. En cambio, con la norma que se propone, los controladores requieren convencer a la mitad del 35% de accionistas minoritarios para que dicho aumento se apruebe.

La Honorable Senadora señora Rincón planteó que la moción presentada en la Cámara de Diputados sobre la materia, boletín N° 8.503-03, es complementaria y se dirige a la regulación de las operaciones entre sociedades relacionadas y a la inclusión entre las causales que permiten el derecho a retiro del accionista disidente.

El Fiscal de Valores de la Superintendencia de Valores y Seguros, señor Armando Massarente, indicó que, frente a la operación de Enersis, la Superintendencia ejerció facultades interpretativas estableciendo que la referida operación es entre personas relacionadas, básicamente considerando que se trata de un acto en que el controlador de la sociedad solicita expresamente al Directorio de Enersis que cite a una junta de accionistas y evalúe la conveniencia de la operación para la sociedad. Con posterioridad, el Directorio de Enersis, en base a informes jurídicos que solicitó, decidió que el aumento propuesto es de aquellos que debe ser decidido por los accionistas y que no le correspondía pronunciarse sobre la misma. 

Acotó que la Superintendencia hizo presente que el Directorio de la sociedad está obligado a actuar en beneficio de todos los accionistas y debe actuar conforme a la diligencia que corresponde a un buen padre de familia. Asimismo, observó que los acuerdos que tome la Junta de Accionistas no salva la responsabilidad que corresponde al Directorio por acuerdos que van en perjuicio de la sociedad. Visto de otra forma, al Directorio se le considera responsable no por el resultado de la operación que se ejecuta, sino por haber o no haber empleado todos los medios a su alcance para asegurarse que la operación es beneficiosa.

Observó que las resoluciones de la Superintendencia se refieren a casos específicos y no a situaciones generales.

Respecto del proyecto de ley, expresó que la Superintendencia está de acuerdo con que se examine la normativa sobre sociedades anónimas y se hagan cambios si es necesario, pero estima que no es correcto hacerlo precipitadamente, sino tomando el tiempo necesario para un análisis ponderado de las posibles enmiendas. 

En el caso particular que se discute, manifestó que existe el mismo temor que se debatió a propósito de la última reforma de los gobiernos corporativos de empresas privadas, en el año 2009, respecto de los directores independientes, que antes eran aquellos elegidos sin los votos del controlador, y que con la reforma su designación pasó a ser obligatoria aunque requiera para ello los votos del controlador, otorgando una especie de privilegio o veto a los accionistas minoritarios, aunque representaran un porcentaje muy menor de las acciones. Observó que la misma discusión sobre el privilegio o veto de los minoritarios se replantea con la norma en discusión.

El Honorable Senador señor Pizarro planteó que, al elaborar la moción, consideraron mejor acotar la exigencia al caso del aumento de capital en especies para evitar un abuso, sin entrar a discutir si la valorización de las especies es la correcta o la responsabilidad del Directorio.

El Fiscal de Valores, señor Massarente, expresó tener claro que la motivación del proyecto de ley es el señalado precedentemente y se encuentra acotado al caso que se indica, pero de todos modos sigue generándose una situación de potencial privilegio de los minoritarios, que además pueden tener un porcentaje muy bajo de la propiedad de la sociedad.

Agregó que la otra consecuencia que se podría generar es un incentivo a cerrar la propiedad de las sociedades.

Añadió que varias universidades, como la Pontificia Universidad Católica, la Universidad de Chile y la Universidad de Los Andes, han efectuado estudios sobre gobiernos corporativos y el comportamiento del accionista controlador en las empresas, por lo que conocer dichos estudios aportaría importantes argumentos al debate parlamentario.

La Honorable Senadora señora Rincón consultó si, respecto de la iniciativa legal en discusión, la Superintendencia observa algún problema particular y específico.

El Fiscal de Valores, señor Massarente, explicó que el problema que, estiman, puede producirse es que se desincentive la apertura de la propiedad de las sociedades o se incentive el cierre de la propiedad societaria.

A continuación, el asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Daniel Montalva, inició una exposición, basada en una minuta, del siguiente tenor: 

El presente estudio tiene por objeto analizar la moción parlamentaria que propone modificar el artículo 15 de la ley de sociedades anónimas, agregando un inciso final, nuevo, que establece que en las sociedades anónimas abiertas, los aportes no consistentes en dinero efectuados por el controlador deberán contar con la aprobación de la mayoría de los accionistas minoritarios.

El análisis necesario de la materia merece el tratamiento de, a lo menos, los siguientes puntos.

1.- Objeto de la moción y cumplimiento del mismo.

2.- Necesidad de legislar en la materia.

3.- Marco normativo actual.

4.- Otras propuestas y necesidad de abrir el debate y conocer la opinión de los expertos.

1.- Objeto de la moción y cumplimiento del mismo

Respecto del primer punto, es claro el mensaje del proyecto al establecer que el objeto del mismo es "proteger a los accionistas minoritarios para operaciones en que se realicen aumentos de capital mediante aportes no consistentes en dinero.".

Este punto merece una primera observación, ya que la propuesta contenida en el proyecto no constituye la mejor forma de brindar protección a los accionistas minoritarios. Ello en consideración a que se trata de una norma bastante casuística y particular, con una solución construida íntegramente a partir del ya conocido caso de aumento de capital de la empresa Enersis, lo que resulta contrario a lo dispuesto en el artículo 63, N° 20), de la Constitución Política de la República que establece el carácter general y abstracto de la ley.

Así, la norma propuesta no emana de un principio general para perfeccionar nuestra legislación sobre gobiernos corporativos sino que más bien busca impedir que a futuro, con el riesgo de afectar una operación actualmente en curso y sobre la que se han iniciado procesos de investigación por parte del regulador, se materialice una situación muy concreta. Ello no se traduce necesariamente en una mayor protección a los accionistas minoritarios, sino simplemente en un incentivo a reducir los aumentos de capital estructurados mediante el pago con bienes no monetarios debido a lo engorroso y costoso, en términos de costos de transacción, que se haría su realización.

A su vez, al legislar de la manera propuesta no solo es incierto el cumplimiento de lo propuesto, sino que a su vez se producen efectos que pueden afectar a las sociedades, los accionistas mayoritarios y minoritarios e incluso al mercado de valores en general, ya que no es posible cuantificar las consecuencias que una proposición de este tipo puede tener para el mercado financiero y de capitales, que pueden generar, con la mejor de las intenciones, más daño que el beneficio buscado.

Así, por ejemplo, se podría traducir en una mayor emisión de títulos sin derecho a voto; un desincentivo a las sociedades a abrirse a la bolsa con objeto de obtener nuevo capital por el temor a ver coartada toda posibilidad de administración; o incluso, una nueva forma de accionista que -mediante esta real proposición de “veto de minoría”- pueda controlar en gran medida la administración de las sociedades, incluso por sobre las mayorías y el propio directorio, sin perjuicio de tener total desconocimiento del manejo de la misma y con un riesgo muy menor por el monto del capital aportado.

Debe tenerse en consideración que el accionista minoritario, al adquirir la acción conoce su condición de tal no buscando necesariamente ingerir en el manejo de la sociedad. Por su parte, tampoco resulta prudente enviar el mensaje de que la figura del accionista controlador es de suyo negativa, ya que éste cumple un rol relevante en las sociedades y no es poco frecuente que éste contribuya a monitorear a la administración, evitando problemas de otro orden. Demás está recordar en este punto que precisamente la ausencia de un controlador fue una de las causales para sindicar los problemas que se produjeron con el caso La Polar.

Es por esto que no es prudente demonizar la figura del controlador, ya que en otros casos ha probado cumplir un rol de contrapeso protegiendo tanto sus intereses, los de los accionistas minoritarios, de la sociedad y del mercado en su conjunto.

2.- Necesidad de legislar en la materia

Un segundo punto a analizar dice relación con la necesidad de legislar en la materia. Esto es de la mayor relevancia, ya que como el propio Superintendente del ramo ha señalado en los últimos días es necesario recabar mayores antecedes sobre la operación, ver qué efectos tendrá en el mercado y si las herramientas con que cuentan el mercado y la autoridad son suficientes para impedir los efectos temidos.

Posteriormente, es necesario tener certeza de las figuras legales que fueron utilizadas, debida o indebidamente aplicadas por todos los intervinientes, antes de tener un diagnóstico acabado de posibles falencias en nuestro ordenamiento respecto de este tipo de operaciones.

Una vez finalizado el diagnóstico, es necesario tener certeza, en primer lugar, si existen falencias regulatorias, y de ser éste el caso, si dichas falencias pueden ser solucionadas simplemente por medio de normas de la SVS o si es necesaria alguna modificación legal sobre la materia. Temas que no se encuentran aun totalmente dilucidados al tiempo que hoy se propone legislar.

Enseguida, la abogada del Programa Legislativo del Instituto Libertad y Desarrollo, señorita María Teresa Muñoz, continuó con la exposición:

3.- Marco normativo actual

Nuestra legislación en materia de protección a los accionistas minoritarios y de regulación sobre gobiernos corporativos ha experimentado grandes avances en los últimos años, cumpliendo actualmente con los estándares OCDE sobre la materia. 

De esta manera, en la Ley de Sociedades Anónimas es posible encontrar una serie de normas que van en directa relación con la protección que requieren los socios minoritarios en el actuar normal de las sociedades anónimas abiertas. Entre éstas, es posible señalar:

- El primer resguardo está contemplado en el propio artículo 15, que aquí se pretende modificar, que en su inciso tercero establece que “Salvo acuerdo unánime de las acciones emitidas, todos los aportes no consistentes en dinero deberán ser estimados por peritos y en los casos de aumento de capital, será necesario además, que la junta de accionistas apruebe dichos aportes y estimaciones.”. 

- El artículo 41 establece la responsabilidad solidaria de los directores por los perjuicios causados a la sociedad y a los accionistas por sus actuaciones dolosas o culpables, debiendo emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios. Establece, a su vez, la nulidad de cualquier estipulación que pretenda liberar o limitar esta responsabilidad de los directores. Y, por último, agrega que la aprobación otorgada por la junta de accionistas a negocios determinados no los libera de la responsabilidad que les corresponda por dichos actos o negocios, celebrados o ejecutados con culpa leve, grave o dolo.

- El artículo 42 establece que los directores no podrán adoptar políticas o decisiones que no tengan por fin el interés social, pudiendo la Superintendencia aplicar sanciones en caso de tratarse de sociedades sometidas a su control.

- El artículo 50 bis establece que las sociedades anónimas abiertas deberán designar al menos un director independiente y un comité de directores, cuando tengan un patrimonio bursátil igual o superior al equivalente a 1.500.000 unidades de fomento, y a lo menos un 12,5% de sus acciones emitidas con derecho a voto se encuentren en poder de accionistas que individualmente controlen o posean menos del 10% de tales acciones.

- El artículo 50 bis, en su inciso tercero, señala expresamente los casos en que no se entenderá que son independientes. 

- Respecto de los comités de directores, el 50 bis, en su inciso noveno, señala que deberán estar compuestos en su mayoría por directores independientes y, en caso de haber sólo un director independiente, éste nombrará a los otros miembros del comité.

- El artículo 50 bis, en su inciso décimocuarto establece que los directores que integren el comité, responderán solidariamente de los perjuicios que causen a los accionistas y a la sociedad, además de la responsabilidad que les corresponde como directores. 

- El Título V se refiere a la fiscalización de la administración. Se debe mencionar la designación de empresas de auditoría externa que podrían fiscalizar actuaciones de los administradores y el fiel cumplimiento de sus deberes (artículo 52, inciso final). Por lo demás, el artículo 53, inciso final, establece la responsabilidad de los auditores externos y el artículo 54 se refiere a los informes de dichos expertos, que deberán estar a disposición de los accionistas, incluso en su sitio en internet en el caso de sociedades anónimas abiertas.

- El artículo 57, numeral 2, comprendería la situación de aportes a la sociedad en bienes dentro de las materias de junta extraordinaria. Por lo demás, en estas juntas, en razón del artículo 63 inciso final, la Superintendencia tiene derecho a voz.

-  El artículo 67 establece que los acuerdos de la junta extraordinaria de accionistas sobre aportes y estimación de bienes no consistentes en dinero, requerirán del voto conforme de las dos terceras partes de las acciones emitidas con derecho a voto.

- El artículo 69 contempla la posibilidad de derecho a retiro al accionista disidente, previo pago por la sociedad del valor de sus acciones. En el mismo artículo se establecen las causales, entre las que no se menciona expresamente el aporte en especies a la sociedad, sino que podría estar establecido en los estatutos de la sociedad en base al numeral 7. De esta manera, podría ser interesante analizar una modificación en dicho sentido. El artículo 71, inciso final, en todo caso, resguarda que el pago al socio disidente sea correspondiente al valor de mercado de su acción.

Por otra parte, se debe tener en consideración la Ley de Mercado de Valores, que en su artículo 100, se refiere a las operaciones de personas relacionadas.

Finalmente señalar que la Ley de Sociedades Anónimas fue modificada recientemente (2009) para elevar los estándares en la materia y para incluir normas que permitieran el ingreso a la OCDE. Tal vez convenga evaluar con más calma los efectos de esta reciente reforma antes de aventurarse a reformar la Ley de Sociedades Anónimas otra vez y con ocasión de un caso particular y concreto.

4.- Soluciones subsidiarias

El primer paso a seguir es analizar las soluciones que otorga la normativa vigente y ver cómo se resuelve este caso específico. Hay una nueva institucionalidad, está pendiente un pronunciamiento de la Superintendencia y en todo caso siempre se puede recurrir a los tribunales de justicia para que resuelvan cualquier controversia a este respecto.

De llegarse a la conclusión que es necesaria una modificación de nuestra legislación en esta materia, tras un estudio detenido por parte de los legisladores y el Ejecutivo, los esfuerzos deben enfocarse, primordialmente en otros elementos. Así podrían revisarse las normas sobre el derecho a retiro, y las normas que regulan los avalúos que deben efectuar los peritos en estos casos, la forma de dicho avalúo, quienes pueden solicitarlo y las condiciones y requisitos que deben cumplir los peritos para garantizar idoneidad e independencia. 

Respecto al tema de los directores y sus responsabilidades, el artículo 50 bis de la ley de sociedades anónimas, de los directores independientes, ya incluye normas pertinentes

Conclusiones

La ley vigente está bien concebida, y como tal, debe aplicarse. Debido a la complejidad de la materia, y bajo la premisa que siempre la legislación pueda admitir perfeccionamientos, parece más conveniente bajar la urgencia y la premura por aprobar esta iniciativa, de manera de abrir el debate, revisar la legislación actual, valorando todos los cambios introducidos en las últimas décadas y ponderando la real necesidad de introducir cambios legales, de orden general, mas allá de los aplicables a un caso concreto, balanceando adecuadamente sus efectos e incentivos. En este sentido, sería altamente conveniente que previo a votar la iniciativa la comisión invite a expertos en materia de gobiernos corporativos, ex reguladores, centros de estudio de las universidades en esta materia, otros centros de análisis y opinión, así como al Ejecutivo, y evaluar como se ha comportado nuestra legislación y ver qué otras materias, fuera de la puntual que motiva la presentación del proyecto de ley, puede ser perfectible. 

La Honorable Senadora señora Rincón señaló que por los plazos que se manejan y en un sentido de que la aprobación del proyecto sea oportuna, preferiría que el mismo sea votado en general y en particular a la vez en la Comisión y lo mismo se proponga a la Sala del Senado.

El Honorable Senador señor Pizarro expresó que existe un problema serio en el funcionamiento de las sociedades anónimas en Chile y sería muy importante dar una señal pública del Congreso Nacional, en el sentido de no permitir que se produzcan abusos que perjudiquen a los trabajadores chilenos y sus fondos para pensionarse, como ya ocurrió con el caso La Polar. Agregó que se han escuchado declaraciones arrogantes de miembros del Directorio de la sociedad que desestiman la potestad de la decisión de la Superintendencia del ramo.

Asimismo, planteó que, en base a lo expuesto precedentemente, podría argumentarse que lo que se quiere es que siempre exista un controlador dominante que pueda hacer lo que quiera con la sociedad, sin que los accionistas minoritarios cuenten con las garantías que corresponden. Reiteró que se trata de permitir que los accionistas minoritarios se puedan pronunciar sobre la conveniencia de la operación.

La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó que no es conveniente legislar con tanta premura porque se pueden cometer errores que después son difíciles de corregir.

Acotó que el artículo que se propone es sumamente específico y se otorga un poder de veto a los accionistas minoritarios, que según lo expresado por los representantes de las instituciones escuchadas es algo que se ha querido controlar en anteriores reformas legislativas. En dicho sentido, estimó que no sería conveniente discutir en general y en particular a la vez, y a lo sumo podrían avanzar en la aprobación en general dejando espacio para efectuar las correcciones necesarias.

Añadió que en la discusión del proyecto de ley referido al lucro en la educación, boletín N° 7856-04, se intentó discutir en general y en particular a la vez la iniciativa, se logró impedir que fuera así, y ahora, en la discusión en particular se ha presentado una indicación sustitutiva que modifica el contenido del proyecto, cuestión que no se hubiera podido efectuar de haber discutido apresuradamente.

El Honorable Senador señor Frei observó que es impresionante el revuelo que ha causado el aumento de capital de Enersis, considerando que es una situación de normal ocurrencia en el país, como lo hizo Endesa en los años 2002-2003. Además, la persona que más ha reclamado por el caso es quien era Presidente de Endesa en 1998, inmediatamente después del caso Chispas, y el perito que efectuó la valorización del aporte del controlador a Enersis para el aumento de capital fue director de estudios de la AFP Habitat. 

Reiteró que es de habitual ocurrencia en Chile que en grandes sociedades el controlador no consulte ni considere los intereses de los accionistas minoritarios, por lo que le sorprende el cambio que ahora se produce en la reacción del medio, y recordó que los cotizantes de las AFP fueron grandes perjudicados en un caso reciente como el de La Polar, en las operaciones efectuadas entre la AFP Provida y el Banco BBVA, y en ese momento nadie rasgó vestiduras por el daño que se infirió a los trabajadores afiliados a dicha AFP.

Señaló que las modificaciones que se hacen en la materia casi siempre se producen en momentos de crisis, porque en otras épocas simplemente no se hacen, y así ha ocurrido en el sector eléctrico, como sucedió a propósito del caso Chispas y la sequía que vino después.

La Honorable Senadora señora Von Baer acotó que no ha planteado que no se deba legislar sobre la materia, solamente que no debe discutirse ahora en general y en particular a la vez, para que exista un tiempo de reflexión adecuado sobre el contenido correcto de la normativa que se apruebe.

La Honorable Senadora señora Rincón señaló que existe la disposición a escuchar a expertos sobre la materia, pero enfrentan un problema de falta de tiempo para que la norma produzca efecto antes de que se verifique el evento que perjudicará a los trabajadores de nuestro país en su calidad de cotizantes de las AFP.

El Honorable Senador señor Lagos compartió lo planteado por el Honorable Senador señor Frei y observó que si la reacción ante este caso ha sido distinta que en el del caso La Polar, respecto del perjuicio sufrido por los cotizantes, probablemente se deba a que la AFP Provida estaba controlada por el Banco BBVA, y en el caso de Enersis se tocan otros intereses que han reaccionado con fuerza.

De conformidad al artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión procedió a votar en general y en particular a la vez el proyecto de ley, resultando aprobado con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Rincón y señores Frei y Lagos, y las abstenciones de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor García.

Con la misma votación precedentemente consignada y en virtud del citado artículo 127, la Comisión acordó proponer que la iniciativa sea discutida en general y en particular a la vez. 
- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general y en particular a la vez de la iniciativa legal en trámite, cuyo texto se consigna a continuación:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Incorpórase en el artículo 15 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, el siguiente inciso final:

“En las sociedades anónimas abiertas, los aportes no consistentes en dinero efectuados por el controlador deberán contar con la aprobación de la mayoría de los accionistas minoritarios.”.”.

- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 8 de agosto de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señoras Ximena Rincón González y Ena Von Baer Jahn, y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle y Ricardo Lagos Weber.

Sala de la Comisión, a 8 de agosto de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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� La referida indicación fue presentada por los Honorables Diputados señores Auth, Jaramillo, Marinovic, Montes y Ortiz.





� La referida indicación fue también presentada por los Honorables Diputados señores Auth, Jaramillo, Marinovic, Montes y Ortiz.
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